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La nueva percepción de los 
impuestos a las ganancias y 
bienes personales por operaciones 
gravadas por el impuesto PAIS

Silvina É. Coronello (*) 

La AFIP estableció este nuevo régimen de percepción con el objeto de que los sectores eco-
nómicos que pueden "acceder a la compra de divisas en moneda extranjera o realizar de-
terminados gastos en dicha moneda" compartan los esfuerzos fiscales realizados durante 
la pandemia, adelantando con ello el ingreso de sus obligaciones fiscales.

El 16 de septiembre de 2020 se publi-
có en el BO la res. gral. 4815/2020 dictada 
por la Administración Federal de Ingresos 
Públicos a fin de establecer un régimen 
de percepción del “impuesto a las ganan-
cias” —en adelante IG— y del “impuesto 
sobre los bienes personales” —en adelan-
te IBP—, sobre las operaciones alcanzadas 
por el “impuesto Para una Argentina Inclu-
siva y Solidaria”— en adelante impuesto 
PAIS  (1).

Mediante la citada resolución, el organis-
mo fiscal establece este nuevo régimen de 
percepción con el objetivo de que los sec-
tores económicos que pueden “acceder a la 
compra de divisas en moneda extranjera o 
realizar determinados gastos en dicha mo-

(*) Abogada (UBA). Especialista en Derecho Tributa-
rio (UBA). Doctoranda en Derecho Fiscal (UBA). Estudio 
Coronello & Asociados. Docente de grado y posgrado en 
distintas universidades.

  (1) El impuesto PAIS fue establecido por ley 27.541 
denominada "Ley de Solidaridad Social y Reactivación 
Productiva en el marco de la Emergencia Pública" pu-
blicada en el BO del día 23/12/19. Remitimos al lector/a 
interesado/a en nuestros comentarios a "El nuevo im-
puesto Para una Argentina Inclusiva y Solidaria" publica-
do en Newsletter Especial de Check Point La Ley On Line, 
Ed. Thomson Reuters, en fecha 3 de enero de 2020.

neda” compartan los esfuerzos fiscales rea-
lizados durante la pandemia, adelantando 
el ingreso de las obligaciones correspon-
dientes al IG o al IBP, según se trate de con-
tribuyentes generales o monotributistas, 
respectivamente.

A tal fin, la administración tributaria 
considera que la compra de divisas o rea-
lización de gastos en moneda extranjera 
exteriorizan capacidad contributiva y es-
tablece como “hechos pasibles de la per-
cepción” las operaciones alcanzadas por el 
impuesto PAIS, aunque carezcan de vincu-
lación con los hechos imponibles del IG y 
del IBP.

En efecto, cabe recordar que las operacio-
nes alcanzadas por el impuesto PAIS, o sea 
los hechos pasibles de la nueva percepción 
de IG e IBP, son los siguientes:

1.- Compra de moneda extranjera para 
atesoramiento o sin destino específico  (2).

 (2) Este hecho imponible del impuesto PAIS está dado 
por la operación de "compra de billetes y divisas en mo-
neda extranjera —incluidos los cheques del viajero— 
para atesoramiento o sin un destino específico vinculado 
al pago de obligaciones en los términos de la reglamen-
tación vigente en el mercado de cambios efectuada por 
residentes en el país".
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2- Cambio de divisas destinadas al pago 
de bienes o servicios efectuados en el exte-
rior  (3).

3.- Cambio de divisas para el pago de ser-
vicios prestados por sujetos no residentes 
en el país  (4).

4.- Adquisición de servicios en el exterior 
a través de agentes de viajes y turismo  (5).

5.- Adquisición de servicios de transporte 
al exterior  (6).

    (3) En este hecho imponible del impuesto PAIS se 
incluyen las siguientes operaciones: 1.- El cambio de di-
visas efectuado por las entidades financieras por cuenta 
y orden del adquirente, locatario o prestatario, destina-
das al pago de la adquisición de bienes o prestaciones 
y locaciones de servicios efectuados en el exterior, que 
se cancelen mediante la utilización de tarjetas de cré-
dito, de compra y débito, entre otras que determine la 
reglamentación. 2.- Las operaciones de extracciones o 
adelanto de efectivo efectuado en el exterior. 3.- Las com-
pras efectuadas a través de portales o sitios virtuales y/o 
cualquier otra modalidad por la cual las operaciones se 
perfeccionen mediante compras a distancia, en moneda 
extranjera.

  (4) En este caso, se grava con el impuesto PAIS la ope-
ración de cambio de divisas efectuado por las entidades 
financieras destinadas al pago por cuenta y orden del 
contratante residente en el país de servicios prestados 
por sujetos no residentes en el país, que se cancelen me-
diante la utilización de tarjetas de crédito, de compras y 
de débito, o cualquier otro medio de pago -conf. dispone 
el decreto reglamentario.

    (5) Se encuentra alcanzada por el impuesto PAIS la 
operación de adquisición de servicios contratados a tra-
vés de agencias de viajes y turismo, mayoristas y/o mi-
noristas, del país. Por su parte, el decreto reglamentario 
dispone que se encuentran comprendidas las adquisi-
ciones de servicios en el exterior contratadas a través de 
agencias de viajes y turismo —mayoristas y/o minoris-
tas— del país cuando fueran canceladas en efectivo y no 
estén alcanzadas por los incisos b) y c) del art. 35 de la ley, 
en la medida en que para su cancelación deba accederse 
al mercado único y libre de cambios al efecto de la adqui-
sición de las divisas correspondientes.

    (6) Este hecho imponible del impuesto PAIS está 
constituido por la operación de adquisición de servi-
cios de transporte terrestre, aéreo y por vía acuática, de 
pasajeros con destino fuera del país, en la medida en la 
que para la cancelación de la operación deba accederse 
al mercado único y libre de cambios al efecto de la ad-
quisición de las divisas correspondientes en los términos 
que fije la reglamentación. Al respecto, el decreto aclara 
que en este supuesto se incluyen los servicios que fueran 

La resolución comentada excluye del ré-
gimen de percepción las operaciones re-
feridas a prestaciones de salud, compra 
de medicamentos, adquisición de libros 
en cualquier formato, utilización de pla-
taformas educativas y software con fines 
educativos; gastos asociados proyectos de 
investigación efectuados por investigado-
res estatales o universitarios, y adquisición 
de equipamiento y demás bienes destina-
dos a la lucha contra el fuego y la protec-
ción civil de la población.

Por otra parte, se establece que el quan-
tum de la percepción se determinará me-
diante la aplicación de la alícuota del 35% 
sobre los montos en pesos que constituyen 
las distintas bases de medición fijadas para 
el impuesto PAIS para cada tipo de opera-
ción  (7).

De manera tal que la Administración tri-
butaria nacional —siguiendo el ejemplo de 
las administraciones tributarias locales— 
genera un régimen de percepción que po-
dría vulnerar el derecho constitucional de 
propiedad y el principio constitucional de 
reserva de ley debido a la ausencia de vin-
culación entre los hechos pasibles de per-
cepción con los hechos imponibles de los 
impuestos percibidos.

contratados a través de empresas del país, cuando fue-
ran canceladas en efectivo y no estén alcanzadas por los 
incisos b) y c) del art. 35 de la ley, en la medida en que 
para su cancelación deba accederse al mercado único y 
libre de cambios al efecto de la adquisición de las divisas 
correspondientes.

    (7) El art. 39 de la ley 27.541 dispone "El impues-
to establecido en el art. 35 se determinará aplicando la 
alícuota del treinta por ciento (30%), según el siguiente 
detalle: a) Sobre el importe total de cada operación al-
canzada, para el caso de las operaciones comprendidas 
en los incisos a), b), c) y d) del primer párrafo del artículo 
citado; b) Sobre el precio, neto de impuestos y tasas, de 
cada operación alcanzada para el caso de las operaciones 
comprendidas en el inciso e) del primer párrafo del art. 
35. De tratarse de operaciones expresadas en moneda ex-
tranjera, deberá efectuarse la conversión a su equivalente 
en moneda local, aplicando el tipo de cambio vendedor 
que, para la moneda de que se trate, fije el Banco de la 
Nación Argentina al cierre del último día hábil inmediato 
anterior a la fecha de emisión del resumen, liquidación 
y/o factura o documento equivalente."
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Silvina É. Coronello

Al respecto cabe recordar que, en rela-
ción a los regímenes de retención y percep-
ción del impuesto sobre los ingresos brutos 
en el ámbito porteño, el Tribunal Superior 
de Justicia de la Ciudad ha considerado 
que “...el establecimiento de cualquier 'ante 
pago' desproporcionado y abusivo impor-
taría la creación ex novo, en la excedencia, 
de una prestación pública coactiva distinta 
del impuesto mismo, regularmente institui-
do, con afectación al principio multisecular 
de reserva de ley tributaria, desatendiendo 
el imperativo de que solo cabe aprehender 
la capacidad contributiva ponderada en el 
presupuesto de hecho definido por el le-
gislador al caracterizar la hipótesis de inci-
dencia tributaria (en términos de tipicidad 
y taxatividad) y fijar la cuantía de la obliga-
ción resultante en este caso de la aplicación 
de la tarifa a la base imponible, elementos 
todos que actúan en el campo del derecho 
tributario sustantivo donde queda excluido 
todo margen de discrecionalidad del Orga-
nismo Recaudador”, agregando que “... las 
retenciones, percepciones, anticipos y pa-
gos a cuenta, no deben superar, por regla, 
en su conjunto, la obligación fiscal que, en 
definitiva, deba afrontar el contribuyente y, 
menos aún, cuando a través de tales insti-
tutos se originan recurrentemente saldos a 
favor del obligado tributario”  (8).

En tal sentido, la Corte Suprema de Jus-
ticia ha señalado que la distorsión de las 
bases éticas del derecho a recaudar se 
produce “si la recaudación de los tributos 
pierde su fundamento esencialmente im-
positivo para convertirse en un fenómeno 
exclusivamente financiero... sobre deudas 
inexistentes”  (9).

En cuanto a los sujetos pasibles de per-
cepción, resultan todos aquellos residentes 
que realicen alguno de los hechos impo-
nibles del impuesto PAIS, toda vez que, tal 
como señalamos, la resolución comentada 
establece hechos pasibles de percepción 
ajenos a los hechos imponibles del IBP y del 

   (8) TSJ Baires, "SA Importadora y Exportadora de la 
Patagonia", sentencia del 12/11/08, Voto del Dr. Casás.

  (9) Fallos 310:714.

IG; aunque tales percepciones se realizan a 
cuenta de dichos impuestos para el período 
fiscal en que se practique la percepción; y 
en caso de generar saldo a favor, se dispone 
la posibilidad de imputarlo al pago de otros 
impuestos.

Asimismo, la norma en comentario pre-
vé la posibilidad de que los sujetos perci-
bidos no resulten contribuyentes de los 
impuestos percibidos —IG e IBP—, y para 
ese caso, se establece la posibilidad de so-
licitar su devolución luego de finalizado 
el año calendario en que se les practicó la 
percepción, mediante un procedimiento 
web en el cual el organismo fiscal emitirá 
resolución a través de controles sistémicos 
o de verificaciones posteriores. En caso de 
aprobar el pedido, el ente recaudador rea-
lizará la transferencia bancaria del saldo, 
mientras que en caso de denegatoria, el 
contribuyente podrá recurrir mediante el 
recurso de apelación por ante el director ge-
neral previsto en el art. 74 del dec. regl. de la 
ley 11.683.

En relación con los agentes de percep-
ción, la resolución designa como tales a los 
agentes de percepción del impuesto PAIS, 
es decir a las entidades autorizadas a ope-
rar en cambios, las entidades que efectúen 
cobros de tarjetas, las agencias de viajes y 
turismo y las empresas de transporte, se-
gún el tipo de operación de que se trate.

Cabe recordar que el agente de percep-
ción actúa en el momento de recibir un 
pago del eventual contribuyente, debiendo 
percibir el precio de la transacción que se 
realiza con más la suma adicional determi-
nada por disposición del fisco  (10).

En sentido concordante, el agente de per-
cepción ha sido definido por la Corte Supre-
ma como “un sujeto sobre quien recae un 
deber no contributivo, consistente en adi-
cionar al precio final de los bienes que ven-
da o de los servicios que preste, una suma 
dispuesta por el Fisco, a título de ”percep-
ción”, que debe ser conjuntamente cobrada 

  (10) Naveira de Casanova, Gustavo; "Derecho Tribu-
tario" Ed. Estudio, pág. 93.
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a sus clientes y, en la oportunidad estable-
cida, ha  de  ser debidamente informada e 
ingresada a las arcas fiscales  (11).

La administración tributaria realiza la 
citada designación en ejercicio de las fa-
cultades conferidas por el art. 22 de la 
ley 11.683  (12), es decir a los fines de reali-
zar la percepción de los tributos en la mis-
ma fuente.

Al respecto, la Corte Suprema ha con-
siderado: “La carga que el ordenamiento 
jurídico pone en cabeza  del  agente  de  re-
tención se vincula con el sistema  de  per-
cepción de los tributos en la misma fuente y 
atiende a razones de conveniencia en la po-
lítica de recaudación tributaria pues aquel 
que es responsable  del  ingreso  del  tributo 
queda sometido a consecuencias de carác-
ter patrimonial y represivas en caso de in-
cumplimiento  de  sus deberes y puede ser 
dispensado de su obligación si acredita que 
el contribuyente ingresó esa suma”  (13).

En igual sentido, la doctrina afirma: “La 
percepción en la fuente asegura la recauda-

  (11) Fallos: 327:1753.

  (12) El art. 22 de la ley 11.683 dispone: "La percepción 
de los tributos se hará en la misma fuente cuando así lo 
establezcan las leyes impositivas y cuando la Adminis-
tración Federal de Ingresos Públicos, por considerarlo 
conveniente, disponga qué personas y en qué casos in-
tervendrán como agentes de retención y/o percepción".

  (13) Fallos 338:1156.

ción ya que su ingreso puede ser exigido en 
el mismo momento en que se exterioriza la 
manifestación de riqueza sujeta a imposi-
ción”  (14).

Sin embargo, pareciera que en este caso 
la designación de los agentes de percepción 
no se encuentra vinculada con la fuente de 
imposición, esto es con la manifestación de 
capacidad contributiva que configura los 
hechos imponibles de los impuestos perci-
bidos.

Por ello, cabe tener presente que el Máxi-
mo Tribunal ha indicado: “La circuns-
tancia  de  que un sujeto no sea obligado 
al pago en carácter  de  contribuyente sino 
en el de agente de percepción o retención 
implica que quede sometido a una se-
rie  de  obligaciones cuyo incumplimiento 
le acarrea sanciones legales, extremo que 
evidencia, por sí solo, su interés jurídico en 
controvertir el régimen al cual está someti-
do”  (15).

Finalmente, se destaca que conforme lo 
prevé la resolución en comentario, el nue-
vo régimen de percepción de IG e IBP se 
encuentra vigente desde la fecha de su pu-
blicación, y por ende resulta plenamente 
aplicable a todas las operaciones alcanza-
das por el impuesto PAIS.

  (14) GARCÍA VIZCAÍNO, Catalina "Derecho Tributa-
rio", T. I Parte General, Ed. Depalma, p. 360.

  (15) Fallos 338:1455.
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El impacto de los impuestos  
en las inversiones: el caso  
de las criptomonedas

Marcos Zocaro (*)

 
En el presente trabajo se describirá cómo influyen los principales impuestos sobre las inver-
siones bursátiles y financieras, considerando las últimas reformas en la materia; y luego se 
hará hincapié en el marco tributario de las disruptivas monedas digitales o "criptomonedas".

I. La reforma introducida por la ley 
27.541

El pasado 23 de diciembre de 2019 la 
ley 27.541, además de crear el “impuesto 
PAIS”, introdujo importantes cambios tan-
to en la Ley del Impuesto a las Ganancias 
(LIG) como en la Ley del Impuesto sobre 
los Bienes Personales (LIBP).

I.1. Impuesto a las ganancias

Con relación al impuesto a las ganancias 
(IG), no solo se reinstauraron ciertas exen-
ciones en cabeza de personas humanas y 
sucesiones indivisas (PHySI) (que habían 
estado vigentes hasta el año 2017 inclusi-
ve), sino que se derogó a partir del ejercicio 
2020 la cédula de intereses del art. 95  (1). En 
otras palabras, además de volver a eximirse 
a varios tipos de rentas, también (una vez 
más) se modificó la estructura de liquida-
ción del gravamen personal desde el 2020.

En 2020 rigen las exenciones (en cabeza 
de PHySI) sobre los intereses de plazos fi-
jos en pesos y sin cláusula de ajuste, como 
así también sobre los rendimientos de tí-
tulos públicos, obligaciones negociables 
(ON), fondos comunes de inversión (FCI) y 

(*) Contador. Especialista en Tributación. Maestrando 
en Finanzas Públicas PyM (UNLP).

 (1) El art. 96 también se deroga desde el ejercicio 2020, 
pero solo respecto de las ganancias de fuente argentina.

fideicomisos financieros [art. 26, inc. h) de 
la LIG    (2)]. También gozarán de la exen-
ción los beneficios derivados de la venta de 
acciones, CEDEAR, bonos, ON, cuotapar-
tes de FCI y todo valor comprendido en el 
art. 98 de la LIG, siempre que coticen en bol-
sas reguladas por la Comisión Nacional de 
Valores-CNV [art. 26, inc. u) de la LIG].

Por ejemplo, los intereses derivados de 
un plazo fijo UVA no están exentos y tribu-
tan desde el ejercicio 2020 por el régimen 
general, a una tasa que puede llegar al 35%, 
ya que el impuesto cedular por intereses ya 
no rige en 2020. Y en el caso de, por ejem-
plo, la venta de acciones argentinas no co-
tizantes en bolsa local, sí tributarán por 
Cédula del art. 98 de la LIG.

Además, persiste la retención sobre di-
videndos del art. 97 (que en el 2020 sigue 
siendo del 7%, y será del 13% a partir del 
2021). Y también continúa vigente el im-
puesto cedular sobre la venta de inmuebles 
del art. 99 de la LIG.

  (2) Luego de cierta polémica desatada con la apro-
bación de la ley 27.541, AFIP aclaró que las exenciones 
sobre los intereses del inciso h) del art. 26 rigen para todo 
el ejercicio 2019. (Ver Acta n° 22 del 22/05/2020, Espacio 
de Diálogo Virtual AFIP-Cámaras empresariales. Asimis-
mo, este criterio también queda en evidencia al analizar 
cómo se diseñó el correspondiente Aplicativo para liqui-
dar el impuesto).
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Entonces, el esquema de liquidación del impuesto a las ganancias (respecto de las 
PHySI), queda de la siguiente manera a partir del ejercicio 2020:

Mientras que el esquema del impuesto cedular es de la siguiente forma (tomando como 
ejemplo la enajenación de monedas digitales de fuente argentina, cuya ganancia no está 
exenta y tributa por el art. 98):

Precio de venta

(Costo)

(Gastos directos e indirectos)

(Quebrantos de ejercicios anteriores)

(Deducción especial)

Base imponible

X

Alícuota (5% o 15%)

Impuesto determinado

La deducción especial para el año 2020 es de $ 123.861,17. Y recordar que, ya que el 
art. 95 fue derogado desde este año, esta deducción solo es aplicable contra las ganancias 
del art. 98, incs. a) y b) (según lo establecido por el art. 100 de la LIG).

I.2. Impuesto sobre los bienes personales

Por otro lado, con relación al impuesto sobre los bienes personales, la ley 27.541 mo-
dificó el esquema de alícuotas desde el ejercicio 2019, y la nueva escala es la siguiente 
(art. 25 de la LIBP):
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Valor total de los bienes que exceda 
el mínimo no imponible Pagarán $ Más el %

Sobre el 
excedente de $

Más de $ a $

0 3.000.000 0 0,50 % 0

3.000.001 6.500.000 15.000 0,75 % 3.000.000

6.500.001 18.000.000 41.250 1,00 % 6.500.000

18.000.001 En adelante 156.250 1,25 % 18.000.000

Además, el mínimo no imponible quedó establecido en $2 millones (y $18 millones si 
se trata de la casa-habitación del contribuyente) (art. 24 de la LIBP). Y continúan exentas 
las tenencias de títulos públicos locales, plazos fijos y depósitos en cajas de ahorro (no así 
en cuenta corriente). Si bien la tenencia de acciones no está exenta, continúa vigente el 
régimen de responsabilidad sustituta del art. 25.1 de la LIBP. Y la tenencia de cuotapartes 
de fondos comunes de inversión (sin importar su composición) sigue estando gravada.

Quizá el cambio más resonante introducido por la ley 27.541 fue la incorporación de 
una alícuota incremental en caso de bienes situados en el exterior (art. 25 de la LIBP).

Según el art. 9° del dec. 99/2019, esta nueva alícuota aumentada variará dependiendo 
de la siguiente escala:

Valor total de los bienes del país y del exterior El valor total de los bienes 
situados en el exterior 

que exceda el mínimo no 
imponible no computado 
contra los bienes del país 

pagará el %

Más de $ a $

0 3.000.000, inclusive 0,70

3.000.000 6.500.000, inclusive 1,20

6.500.000 18.000.000, inclusive 1,80

18.000.000 En adelante 2,25

Asimismo, el citado decreto establece que quedarán exceptuados del pago de la alícuo-
ta incremental los sujetos que repatrien activos financieros hasta el 31 de marzo de cada 
año, y que dichos activos representen, por lo menos un 5% del total del valor de los bienes 
situados en el exterior.

II. Monedas digitales  (3)

II.1. ¿Qué son las criptomonedas?

Bitcoin fue la primera “criptomoneda” que irrumpió en el escenario económico mun-
dial hace poco más de diez años, de la mano de un (hasta hoy) desconocido Satoshi 
Nakamoto.

  (3) Para ampliar sobre el funcionamiento de las criptomonedas y su tecnología subyacente (la blockchain), se reco-
mienda la lectura de Una aproximación a la tributación de las criptomonedas (RYBNIK, 2019) y El marco regulatorio 
de las criptomonedas en Argentina. (ZOCARO, 2020. CEAT).
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La base del funcionamiento de estos ac-
tivos disruptivos es la criptografía (Rybnik, 
2019), y la tecnología que lo materializa es 
la blockchain o cadena de bloques (Zocaro, 
2020): se trata de una base de datos alma-
cenada en forma virtual y donde ciertos 
usuarios del sistema tienen una copia actua-
lizada y sincronizada en su computadora. Se 
puede pensar como un libro de contabilidad 
digital, cuyas hojas o registros individuales 
de información (bloques) pasan a formar 
parte del libro (cadena de bloques) luego 
de obtener la aprobación del resto de los 
usuarios del sistema.

Las criptomonedas no son más que re-
gistros en la blockchain: un bitcoin, por 
ejemplo, no es un archivo digital que se 
transfiere de un sujeto a otro, sino que, sim-
plemente, es un asiento contable grabado 
en la blockchain.

Por ejemplo, supongamos que una perso-
na X le envía 6 bitcoins a otra persona A. El 
“envío” no es más que una registración en 
la blockchain donde queda plasmado que X 
le cede 6 bitcoins a A. Luego, A le “entrega” 
2 bitcoins a B (esto representa otra registra-
ción en la cadena de bloques o “libro de ac-
tas”); posteriormente B le da 1 bitcoin a C, 
y este último le envía 1 bitcoin a A. Es decir 
que, para ver cuántos bitcoins “posee” cada 
persona, se debe estimar el saldo en el “re-
gistro contable”. Es decir: A tendrá 5 bitcoins 
(6 que recibió de X, menos 2 que le cedió a 
B, más 1 que le envió C), B solo tendrá 1 y C 
ninguno.

II.2. Enajenación de monedas digitales

II.2.a. Impuesto a las ganancias

La ley 27.430, con vigencia desde 2018, in-
corporó en el objeto del IG la gravabilidad 
de los beneficios derivados de la enajena-
ción de monedas digitales. Y si bien el “espí-
ritu” o intención del legislador seguramente 
fue alcanzar en el impuesto a los beneficios 
“extraordinarios” que se derivaban de la 
venta, principalmente, de bitcoins a fines 
de 2017 (cuando la cotización de este acti-
vo estuvo cerca de alcanzar los USD 20 mil), 
en el texto legal no se definió qué debía 

entenderse por “moneda digital” ni se dio 
ninguna precisión al respecto.

Esa falta de definición legal es una de las 
primeras imprecisiones normativas que se 
advierten  (4). ¿Monedas digitales incluye a 
todas las criptomonedas? ¿Moneda digital 
es sinónimo de moneda virtual? Por ejem-
plo, si bien tienen muchas características 
similares, bitcoin no es lo mismo que una 
stable coin (por ejemplo, DAI, que no posee 
una blockchain propia, sino que está res-
paldada por Ethereum).

Desde su incorporación en el art. 2°, 
apart. 4 de la LIG, los resultados por la ena-
jenación de monedas digitales pasaron a 
estar alcanzadas por el impuesto, tanto en 
cabeza de personas jurídicas como de PHy-
SI, y en este último caso, sin importar si se 
cumplen o no los requisitos de la Teoría de la 
Fuente (habitualidad, permanencia y habi-
litación de la fuente productora).

Con respecto a las personas jurídicas de-
finidas en el art. 53 de la LIG, tributarán por 
estas ganancias en el marco de la tercera 
categoría: hoy la alícuota societaria es del 
30%, y bajará al 25% desde 2021.

En el caso de las PHySI, si la ganancia es 
de fuente extranjera se tributará según lo 
establecido por el tercer párrafo del art. 94 
de la LIG (alícuota del 15% y dentro del ré-
gimen general). Pero si es fuente argenti-
na, se estará frente al impuesto cedular del 
art. 98 [15% o 5%, dependiendo la mone-
da y la existencia o no de cláusula de ajus-
te  (5)].

    (4) La Res. 300/2014 de Unidad de Información Fi-
nanciera (UIF) definió a las monedas virtuales (y no "di-
gitales") como:"...la representación digital de valor que 
puede ser objeto de comercio digital y cuyas funciones 
son la de constituir un medio de intercambio, y/o una 
unidad de cuenta, y/o una reserva de valor, pero que no 
tienen curso legal, ni se emiten, ni se encuentran garan-
tizadas por ningún país o jurisdicción. En este sentido las 
monedas virtuales se diferencian del dinero electrónico, 
que es un mecanismo para transferir digitalmente mone-
das fiduciarias, es decir, mediante el cual se transfieren 
electrónicamente monedas que tienen curso legal en al-
gún país o jurisdicción".

  (5) Art. 98, inc. b) de la LIG y art. 245 del DR.
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Y aquí surge otra falta de precisión en el 
texto legal: ¿cómo determinar la fuente de 
la ganancia? (Zocaro, 2019).

Según el art. 7° de la LIG, las rentas produ-
cidas por la enajenación de monedas digi-
tales (al igual que otros valores financieros) 
serán de fuente argentina si el emisor se 
encuentra domiciliado, establecido o radi-
cado en el país. Pero, debido a las caracte-
rísticas técnicas de su funcionamiento, en 
el caso de las principales criptomonedas 
(como el bitcoin), resulta prácticamen-
te imposible determinar la ubicación de 
un emisor, ya que la emisión se produce 
en forma descentralizada en la blockchain 
(red que puede estar distribuida por todo el 
mundo).

Hasta el momento no se han brindado 
precisiones al respecto, siendo fundamen-
tal a la hora de liquidar el impuesto en ca-
beza de PHySI poder determinar frente a 
qué tipo de fuente se está: fuente argenti-
na, será liquidado como Cédula del art. 98, 
mientras que extranjera se hará por el ter-
cer párrafo del art. 94 (régimen general).

En relación con el costo computable, si 
la ganancia obtenida por la persona huma-
na es de fuente argentina (art. 98), y se trata 
de valores en pesos con cláusula de ajuste o 
en moneda extranjera, las actualizaciones y 
diferencias de cambio no serán considera-
das como integrantes de la ganancia bruta. 
No obstante, ¿cómo se determina si se está 
frente a una moneda digital en pesos o en 
moneda extranjera? El problema radica en 
que la moneda digital tiene un valor intrín-
seco, un bitcoin (por ejemplo) no “se emite” 
en pesos o en dólares, sí se comercializa en 
alguna de esas monedas, pero no se emite 
en ella.

Asimismo, debe tenerse presente lo esti-
pulado por el art. 86, inc. f ) de la ley 27.430, 
en el caso de que la moneda digital hubie-
ra sido adquirida antes del año 2018: para 
la determinación de la ganancia bruta por 
la venta, solo en caso de ser fuente argen-
tina (art. 98 de la LIG), el costo a computar 
será el último precio de adquisición o el últi-

mo valor de cotización al 31 de diciembre de 
2017, el que fuera mayor.

En caso de ser renta de fuente extranjera 
(art. 94, tercer párrafo), la ganancia bruta 
se calculará en moneda dura y no regirá lo 
mencionado en el párrafo anterior.

II.2.b. Impuesto al valor agregado

Del análisis de la Ley del Impuesto al 
Valor Agregado se puede arribar a la con-
clusión de que se está frente a una venta o 
cesión a título oneroso excluida del objeto 
del gravamen (Mansilla, 2020). En la ena-
jenación de criptomonedas no se configu-
ra el elemento objetivo (no es venta de cosa 
mueble ni obra, locación o prestación de 
servicio) y no hay sujeto pasivo del tributo 
(art. 4° de la ley del IVA) (Rybnik, 2019).

II.2.c. Impuesto a los bienes personales

Aquí, la doctrina suele dividirse en dos 
posiciones: los que aseveran que las mo-
nedas digitales como el bitcoin son un bien 
gravado, y aquellos que califican a estos 
activos como bienes inmateriales y, por lo 
tanto, exentos.

II.2.d. Monotributo

Las personas humanas, por su actividad 
de compraventa de criptomonedas, no po-
drían encuadrar en este Régimen Simplifi-
cado, ya que este incluye a quienes realicen 
“venta de cosas muebles, locaciones y/o 
prestaciones de servicios...”, y la venta de 
criptomonedas no es ni una prestación de 
servicio ni venta de bienes muebles.

Además, en caso de ser calificada de 
prestación o inversión financiera, o incluso 
compraventa de valores mobiliarios, tam-
bién quedaría descartada la opción del mo-
notributo, por lo dispuesto por el art. 1° del 
dec. 1/2010 (BO 04/01/2010).

II.2.e. Impuesto sobre los ingresos brutos

El impuesto sobre los ingresos brutos 
(IIB) grava el ejercicio habitual (en jurisdic-
ción de la provincia de que se trate) de una 
actividad a título oneroso. De esta forma, 
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los elementos centrales de este gravamen 
provincial son la habitualidad, la onerosi-
dad y el elemento espacial.

En la compraventa de monedas digitales 
sería fácil determinar cuándo la actividad 
es onerosa. Sin embargo, ¿cómo se puede 
determinar objetivamente si se está desa-
rrollando una actividad habitual o solo son 
unas pocas operaciones aisladas? Este últi-
mo punto debería aclararse.

Otro aspecto insoslayable es el de territo-
rialidad: ¿dónde están ubicadas las mone-
das digitales? ¿Se puede sostener que, por 
ejemplo, 1 bitcoin está ubicado en territorio 
cordobés, cuando no es más que un regis-
tro plasmado en una blockchain distribui-
da mundialmente? Si no se encontrasen 
ubicadas en territorio de la provincia de la 
que se trate, no se estaría ante una activi-
dad gravada en el IIB.

II.3. Minería de criptomonedas  (6)

II.3.a. ¿Qué es la minería?

En las criptomonedas que funcionan en 
forma descentralizada, al no existir una 
autoridad central que controle y valide las 
transferencias de criptomonedas, ni que 
se encargue de la emisión de estas, los en-
cargados de llevar a cabo estas tareas son 
ciertos usuarios de la red denominados 
“mineros”.

Sin profundizar en cuestiones técnicas, 
el funcionamiento de la minería se puede 
describir de la siguiente manera (ZOCARO, 
2020): gracias a internet, el minero (perso-
na humana o empresa) conecta determina-
do tipo de hardware a la red y se descarga 
el correspondiente software, conformando 
así un “nodo”; y en forma automática (sin 
mayor intervención humana) el equipo in-
formático competirá contra otros mine-
ros intentando resolver ciertos algoritmos 
(“acertijos” matemáticos). El primero que 
logre resolver el algoritmo, se le permitirá 

  (6) Para ampliar, también puede verse "La minería de 
criptomonedas y su tributación en Argentina" (ZOCARO, 
2020. CEAT).

anexar un nuevo bloque con información 
a la blockchain y recibir, como “recompen-
sa”, nuevas criptomonedas. Y así es como se 
“generan” nuevas unidades de estos acti-
vos.

Si bien a continuación se analizará solo 
este tipo de minado, que es el más común, 
también debe mencionarse la existencia 
de empresas que se dedican al alquiler del 
poder de minado: en lugar de adquirir cos-
tosos equipos informáticos y solventar un 
elevado consumo energético, una persona 
puede “alquilar” el servicio a un tercero que 
sí posee la infraestructura adecuada. Esto 
se conoce como cloud mining o minería en 
la nube.

Asimismo, es importante destacar que 
aquí consideraré a la actividad minera 
como un servicio, es decir, como la “presta-
ción del servicio de verificación de las tran-
sacciones” a la red de blockchain de que se 
trate (por ejemplo, bitcoin). Vale aclarar 
que otra posibilidad podría ser calificar a la 
minería no como un servicio, sino como un 
proceso de “creación” de un bien inmate-
rial, aunque hoy esta postura no tiene mu-
chos adeptos.

II.3.b. Impuesto a las ganancias

Si estamos frente a una persona jurídica 
que realiza la actividad por cuenta propia, 
la actividad de minado estará alcanzada a 
la alícuota societaria del art. 73 de la LIG.

Por su parte, si la persona humana decide 
invertir en equipos informáticos, softwares 
y demás elementos necesarios para llevar a 
cabo la actividad de minado, conformando 
así una explotación unipersonal    (7), verá 
gravadas sus ganancias por la obtención de 

    (7) Dictamen 7/1980 (AFIP) y Pregunta Frecuente 
(AFIP) ID 4581596 (29/01/2007). A los efectos fiscales, 
se considera empresa a toda "Organización industrial, 
comercial, financiera, de servicios, profesional, agrope-
cuaria o de cualquier otra índole que, generada para el 
ejercicio habitual de una actividad económica basada 
en la producción, extracción o cambio de bienes o en la 
prestación de servicios, utiliza como elemento funda-
mental para el cumplimiento de dicho fin la inversión del 
capital y/o el aporte de mano de obra, asumiendo en la 
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las criptomonedas correspondientes, pro-
ducto del “servicio” que (mediante el mina-
do) le brinda a la red (art. 2°, apart. 2 de la 
LIG).

La posterior enajenación de las cripto-
monedas a un tercero también será ganan-
cia gravada en cabeza de la explotación 
unipersonal.

Las ganancias totales alcanzadas por la 
explotación unipersonal serán asignadas 
en cabeza de la persona humana titular de 
la explotación (art. 54 de la LIG), y tributa-
rán junto con la mayoría de las restantes ga-
nancias de la persona humana por la escala 
del art. 94 de la LIG (que puede llegar a una 
alícuota del 35%).

Para determinar la ganancia neta del mi-
nado, se podrán computar todos los gastos 
necesarios para “obtener, mantener y con-
servar las ganancias gravadas por este im-
puesto”, entre los cuales se pueden incluir 
los gastos de energía eléctrica, amortizacio-
nes de equipos, sueldos de personal, entre 
otros. Sin dudas, auditar adecuadamente 
esta situación configurará un verdadero de-
safío para el Fisco.

Por último, la fuente de la ganancia será 
argentina si la actividad de minería se rea-
liza en territorio nacional (art. 5° de la LIG).

II.3.c. Impuesto al valor agregado

La minería (entendida como el “servicio” 
prestado a la red) estaría alcanzada por el 
IVA, ya que cumple con los elementos ti-
pificantes del impuesto: los aspecto objeti-
vo y espacial (art. 1°, inc. b] de la ley: “Las 
obras, locaciones y prestaciones de servi-
cios incluidas en el art. 3°, realizadas en el 
territorio de la Nación...”), y el aspecto sub-
jetivo (art. 4°, inc. e] de la ley: sujetos que 
“presten servicios gravados”).

Y la minería sería un servicio incluido en 
el art. 3° de la ley: cumple con el requisito 

obtención del beneficio el riesgo propio de la actividad 
que desarrolla".

de ser ejercida sin relación de dependencia 
y a título oneroso.

Por otro lado, al concretar la actividad 
de minado, ¿se estaría frente a una expor-
tación de servicio alcanzada a la alícuota 
0%? Por ejemplo, en bitcoin, ¿dónde esta-
ría situada la blockchain a la cual el minero 
le está “prestando el servicio”? Por las pe-
culiares características de esta blockchain, 
resulta imposible definir una ubicación 
particular de la red, ya que justamente está 
distribuida por todo el mundo. Entonces, 
¿dónde se considera que es utilizado eco-
nómicamente el servicio prestado? [art. 1°, 
inciso b) de la ley]  (8).

II.3.d. Impuesto sobre los ingresos brutos

Si la minería de criptomonedas es lleva-
da a cabo desde territorio provincial, por 
cualquier sujeto, se cumplirían los tres re-
quisitos mencionados anteriormente: la 
actividad se realiza en forma habitual, no 
esporádica; a título oneroso, ya que a cam-
bio se reciben criptomonedas; y, por últi-
mo, se realiza en suelo provincial.

Pero la actividad de minería, ¿es una ex-
portación de servicio? ¿Dónde está ubica-
da la “red” receptora del servicio? Si fuese 
exportación, según el Código Fiscal de la 
provincia en la cual se esté desarrollando la 
actividad, la minería se encontrará exenta 
o directamente no gravada en el IIB. Situa-
ción similar a la analizada con el IVA.

III. Palabras finales

Como se puede apreciar, los cambios en 
materia tributaria son constantes en Ar-
gentina, y en muchas oportunidades tan 

  (8) A modo comparativo, es interesante la opinión del 
Fisco español sobre la actividad de minado de criptomo-
nedas frente al IVA (Consultas Vinculantes V1274/2020 
y V3625/2016): "...en la actividad de minado no puede 
identificarse un destinatario o cliente efectivo de la mis-
ma, en la medida que los nuevos bitcoins son automáti-
camente generados por la red. En consecuencia, la falta 
de una relación directa entre el servicio prestado y la con-
traprestación recibida en los términos señalados los ser-
vicios de minado objeto de consulta no estarán sujetos al 
Impuesto sobre el Valor Añadido".
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abruptos que ni siquiera se llega a legis-
lar completa y correctamente cierto tipo 
de operaciones. El ejemplo evidente es la 
enajenación de monedas digitales: se las 
incorporó en el objeto del impuesto a las 
ganancias mediante la ley 27.430, pero ob-
viando definiciones importantes sin las 
cuales resulta muy complejo liquidar el gra-
vamen en forma certera. Incluso el encua-
dramiento tributario de actividades como 
la minería de estos activos, al ser tan com-
pleja y disruptiva, genera mucha incerti-
dumbre.

Ante este escenario, resulta indispensa-
ble que se adecúen en forma rápida y certe-
ra las normas tributarias relacionadas con 
estos nuevos activos e inversiones.

IV. Bibliografía

MANSILLA, Cristina, “Tratamiento fis-
cal de las monedas digitales”, Ed. La Ley - 
Thomson Reuters, Bs. As. 2020.

MIHURA ESTRADA, Ricardo, “Ganancias 
financieras derivadas de criptomonedas 
y 'monedas digitales'”, Thomson Reuters, 
Buenos Aires, 2018.

RYBNIK, Daniel, “Una aproximación a 
la tributación de las criptomonedas”, en 
BRACCIA, Mariano, Tributación de la eco-
nomía digital, Ed. La Ley, 2019.

VIEIRO, Alejandro - AUED, Alejandro 
- VADELL, Gabriel, “El desafío de las ad-
ministraciones tributarias frente a las 
criptomonedas”, CEAT, UBA, 2018.

ZOCARO, Marcos, “Algunos aspectos 
problemáticos de la gravabilidad de las mo-
nedas digitales en el Impuesto a las Ganan-
cias”, La Ley Online, junio 2019.

—, “Nuevo esquema de liquidación del 
Impuesto a las Ganancias”, Forum Fiscal-
Contadores en Red, julio 2020.

—, “Una Bolsa de impuestos”, Editorial 
Buyatti, 2020.

—, “El marco regulatorio de las criptomo-
nedas en Argentina”, CEAT (FCE-UBA), ju-
lio 2020. (http://www.economicas.uba.ar/
wp-content/uploads/2020/07/El-marco-
regulatorio-de-las-criptomonedas-en-Ar-
gentina.pdf).

Tho
mso

n R
eu

ter
s



OCTUBRE 2020 | Nº 86 • IMPUESTOS | PP • 17 

El ajuste por inflación impositivo  
y el principio de irretroactividad  
de la ley
Ante las versiones de su posible derogación

Marcos González (*)

Para tratar el tema el autor primero aborda las disposiciones legales del ajuste por infla-
ción impositivo y su situación actual, para luego centrarse en el principio de irretroactivi-
dad de la ley en materia tributaria, basándose en los distintos antecedentes judiciales de la 
Suprema Corte sobre el tema.

I. Introducción

La situación de pandemia del corona-
virus COVID-19 agravó la crisis sanitaria, 
económica y financiera que atravesaba 
nuestro país a fines del año 2019, y que ya 
había sido reconocida por el propio Es-
tado nacional mediante el dictado de la 
ley 27.541 de Solidaridad Social y Reacti-
vación Productiva    (1). En este sentido, 
no puede ser obviado que el agravamien-
to del problema sanitario trajo como con-
secuencia también el agravamiento de las 
finanzas públicas y de la situación eco-
nómica de los diversos actores privados. 
En este escenario de crisis generalizado, 
es habitual que tanto las empresas como 
los individuos que atraviesan dificulta-
des financieras, posterguen el pago de sus 
obligaciones impositivas, generando una 
fuerte merma en la recaudación pública.

El principal problema que se le plantea 
al Estado en un marco de recesión obliga-

(*) Contador público UNC. Especialista en Tributación 
UNC.

  (1) El art. 1º de la ley 27.541 publicada en el BO el 
23/12/2019 establece: "Declárase la emergencia pública 
en materia económica, financiera, fiscal, administrativa, 
previsional, tarifaria, energética, sanitaria y social...".

toria como el actual, es dónde obtener los 
recursos que necesita para hacer frente, no 
solo a las necesidades urgentes de salubri-
dad, sino también para afrontar medidas de 
contención para los sectores económicos 
más castigados.

En este contexto es donde, desde el pro-
pio seno del Gobierno nacional, surgen di-
versas propuestas económicas que apuntan 
a sobrellevar la situación crítica de las fi-
nanzas públicas. Una de las iniciativas que 
actualmente está en discusión, es el envío 
al Congreso de un paquete de leyes fisca-
les que impliquen, entre otras, la creación 
de un impuesto extraordinario que grave 
aquellas manifestaciones patrimoniales y 
de renta superiores a determinado umbral 
de riqueza.

Otra propuesta que ha resonado fuerte-
mente en diversos medios periodísticos, 
sería la derogación del ajuste por inflación 
impositivo contenido en el tít. VI de la Ley 
del Impuesto a las Ganancias (en adelante, 
LIG).

En este sentido, tengamos en cuenta que 
la inflación es un instrumento, no legislado, 
que le permite al gobierno financiar parte 
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de su déficit fiscal evitando la creación de 
tributos o subas en sus alícuotas.

Recordemos que el ajuste por inflación, 
para los sujetos empresas, actualmente 
está vigente pero solo resultará aplicable 
cuando los índices del Instituto Nacional 
de Estadística y Censos (INDeC) resulten 
superiores a los establecidos en el últi-
mo párrafo del art. 106 de la LIG (t.o. 2019 
s/ dec. 824/2019).

Ante este escenario, es que nos pregunta-
mos: ¿puede una ley tener efectos retroacti-
vos y derogar el ajuste por inflación para los 
ejercicios que ya han cerrado?

Para tratar de responderla, primero nos 
adentraremos en el análisis de las disposi-
ciones legales del ajuste por inflación im-
positivo y su situación actual, para luego 
tratar el principio de irretroactividad de la 
ley en materia tributaria, apoyándonos en 
los distintos antecedentes judiciales de la 
Suprema Corte sobre el tema.

II. Antecedentes normativos del ajuste 
por inflación impositivo integral

En el año 1978, la ley 21.894 publicada en 
el BO el 01/11/1978, introdujo 8 artículos 
a continuación del art. 91 de la LIG 20.628 
(t.o. 1977), posibilitándole a los sujetos em-
presas  (2) deducir o incorporar al resulta-
do impositivo el ajuste por inflación, que se 
obtenía aplicando el procedimiento conte-
nido en la misma norma, desde el período 
fiscal 1978, pudiéndose optar por aplicar-
lo a partir del período fiscal 1979. Cabe 
aclarar, que el único mecanismo o proce-
dimiento contenido en la norma, era el re-
ferido al “ajuste estático”.

La norma bien hizo en aclarar que se de-
bía “deducir o incorporar”, dado que el re-
sultado del ajuste por inflación no siempre 
es beneficioso para el contribuyente, y de-

  (2) Decimos sujetos empresa en forma genérica para 
referirnos a los sujetos que tributan sobre ganancias de la 
tercera categoría indicadas en el art. 53, incs. a), b) y c) de 
la LIG, t.o. 2019.

penderá en gran medida de su composi-
ción patrimonial  (3).

Luego, la ley 23.260 publicada en el BO 
el 11/10/1985 modifica el artículo ante-
rior    (4) incorporando a los auxiliares de 
comercio que no tributan bajo la cuarta ca-
tegoría, a la posibilidad de aplicar el ajus-
te por inflación, y adicionando, además, 
un nuevo método de cálculo denominado 
“ajuste dinámico”.

Esto fue así hasta el año 1991, ya que el 
art. 10 de la ley 23.928 de Convertibilidad 
estableció la derogación, a partir del 1º de 
abril de 1991, de todas las normas legales o 
reglamentarias que autorizaban la indexa-
ción, actualización o cualquier otra forma 
de repotenciación de deudas, impuestos, 
precios o tarifas de los bienes, obras o ser-
vicios.

Pero como el impuesto a las ganancias se 
regía por una ley particular, fue necesaria 
una ley específica que modificase los índi-
ces que permitían la actualización de valo-
res en los tributos regidos por la ley 11.683 
de Procedimientos Tributarios, no alcanza-
dos por las disposiciones de la ley 23.928.

Así fue como el 2 de abril de 1992 se san-
ciona la ley 24.073 que determinó, a través 
de su art. 39, que todas las tablas o índices 
elaborados por la Dirección General Impo-
sitiva (DGI) deberán, a partir del 1º de abril 
de 1992, tomar como límite máximo las va-
riaciones operadas hasta el mes de marzo 
de 1992 inclusive. Y dado que en ese perío-
do la inflación prácticamente dejó de existir 
debido a la Ley de Convertibilidad, el coefi-
ciente máximo a utilizar para actualizar los 
valores de los impuestos era igual a 1. En 
otras palabras, desde el 01/04/1992 se sus-
pendió la aplicación del ajuste por inflación 
impositivo, en virtud de que el coeficiente a 
utilizar resultaba igual a 1.

  (3) La composición del activo y pasivo computable en 
el ajuste estático, y los ajustes positivos y negativos en el 
ajuste dinámico determinarán si el ajuste por inflación es 
positivo o negativo.

  (4) A través del art. 1º, pto. 43, ley 23.260.
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Sin embargo, el problema empezó cuan-
do en el año 2001 el país salió de la conver-
tibilidad y un peso dejó de valer igual que 
un dólar, iniciándose nuevamente largos 
procesos inflacionarios que transcurren 
hasta el día de hoy.

En este contexto, muchas empresas se 
vieron perjudicadas al tener que pagar im-
puestos sobre ganancias nominales que no 
representan adecuadamente la renta, enri-
quecimiento o beneficio que la ley preten-
de gravar, vulnerándose así el principio de 
capacidad contributiva. Varias de ellas co-
menzaron a recorrer el largo camino de la 
Justicia, hasta que el caso más emblemáti-
co llegó a la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación (en adelante, CS) en el año 2009 con 
“Candy SA”  (5). Allí nuestro Máximo Tribu-
nal dijo, en resumidas cuentas, que la pro-
hibición de utilizar el mecanismo de ajuste 
por inflación impositivo resulta inaplicable, 
en la medida que se demuestre que la alí-
cuota efectiva a ingresar insume una sus-
tancial porción de las rentas obtenidas por 
la compañía, excediendo cualquier límite 
razonable de imposición, configurándose 
así un supuesto de confiscatoriedad.

La ley 27.430 de Reforma Tributaria, 
aprobada el 27/12/2017 y publicada en el 
BO el 29/12/2017, a través de su art. 65 in-
corporó dos párrafos al final del art. 106 de 
la LIG t.o. 2019 (art. 95 al momento de la 
modificación). Con ello se promovió el re-
torno condicionado del ajuste integral por 
inflación impositivo. Decimos condicio-
nado ya que, el primer párrafo incorpora-
do estableció que el mecanismo de ajuste 
resultará aplicable en el ejercicio fiscal en 
el cual se verifique un porcentaje de va-
riación del impuesto, acumulado en los 36 
meses anteriores al cierre del ejercicio que 
se liquida, superior al 100%. No obstante, 
el segundo párrafo incorporado estipulaba 
que para el primer ejercicio iniciado el 1 de 
enero de 2018 la inflación acumulada de los 
12 meses debía ser superior a 1/3 (33,33%), 

  (5) CS, 03/07/2009, "Candy SA c. AFIP y otro s/ acción 
de amparo".

y en el segundo ejercicio debía ser superior 
a 2/3 (66,67%) en los 24 meses  (6).

Sin embargo, estos parámetros nunca lle-
garon a estar vigentes ya que, casi un año 
después, más precisamente el 4 de diciem-
bre de 2018, se publica en el BO la ley 27.468 
cuyo art. 3º modifica el último párrafo del 
art. 106 de la LIG, estableciendo que, res-
pecto del primer, segundo y tercer ejercicio 
iniciados a partir del 01/01/2018, el ajuste 
por inflación será aplicable en caso que la 
variación del índice de precios al consu-
midor nivel general (IPC)    (7), calculada 
desde el inicio y hasta el cierre de cada ejer-
cicio, supere un 55% para el primer, un 30% 
para el segundo, y en un 15% para el tercer 
año de aplicación.

Asimismo, la ley 27.468 introdujo una 
importante modificación respecto del 
momento en el cual las empresas deben 
imputar el resultado por exposición a la in-
flación en sus balances fiscales. Tal es así 
que, a través de su art. 4º, se incorpora el 
art. 194 de la LIG (último artículo), que es-
tablece que el resultado por aplicación del 
ajuste, ya sea positivo o negativo, se com-
putará un tercio (1/3) en el año en el que 
se genera el ajuste impositivo y los dos ter-
cios (2/3) restantes en partes iguales en los 
siguientes 2 ejercicios.

Pero un año más tarde, la ley 27.541 de So-
lidaridad Social y Reactivación Productiva 
publicada en el BO el 23/12/2019, a través 
de su art. 27, modificó este último artículo 
de la LIG difiriendo aún más la imputación 
del resultado por exposición a la inflación. 
Por consiguiente, quedó establecido que el 
resultado, positivo o negativo según el caso, 

  (6) La ley 27.430 también estableció la posibilidad de 
efectuar la revaluación contable e impositiva con carác-
ter optativo para ciertos bienes integrantes del activo, con 
el objeto de actualizar su valor. Para efectuar el revalúo 
impositivo se debe abonar un impuesto especial que va-
ría entre el 8% y el 15%, según el tipo de bien involucrado 
en la operatoria.

  (7) El art. 1º de la ley 27.468 modificó, el índice de pre-
cios internos al por mayor (IPIM) por el índice de precios 
al consumidor nivel general (IPC), a fin de realizar actua-
lizaciones y de aplicar el ajuste integral por inflación en el 
impuesto a las ganancias.
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deberá imputarse un sexto (1/6) en ese período fiscal y los cinco sextos (5/6) restantes, en 
partes iguales, en los cinco [5] períodos fiscales inmediatos siguientes.

Luego, la norma aclara que lo indicado anteriormente no obsta al cómputo de los tercios 
remanentes correspondientes a períodos anteriores. Es decir, para el ajuste que hubiera 
correspondido por el primer ejercicio iniciado a partir del 01/01/2018 se mantiene el pro-
rrateo de 1/3 por cada período fiscal, pero para ejercicios iniciados a partir del 01/01/2019 
se deberá prorratear en 6 ejercicios fiscales, imputando un sexto a cada uno (2019 a 2024), 
lo mismo respecto del segundo ejercicio iniciado con posterioridad al 1º de enero de 2019.

III. Estado actual del ajuste por inflación

La evolución del IPC nivel general según el INDeC para los años 2017, 2018, 2019 y lo 
que va del 2020, es la siguiente.

Nivel 
general

IPC - Base dic. 2016 = 100

2017 2018 2019 2020

Enero 101,59 126,99 189,61 289,83

Febrero 103,69 130,06 196,75 295,67

Marzo 106,15 133,11 205,96 305,55

Abril 108,97 136,75 213,05

Mayo 110,53 139,59 219,57

Junio 111,85 144,81 225,54

Julio 113,79 149,30 230,49

Agosto 115,38 155,10 239,61

Septiembre 117,57 165,24 253,71

Octubre 119,35 174,15 262,07

Noviembre 120,99 179,64 273,22

Diciembre 124,80 184,26 283,44

Por lo tanto, si calculamos la inflación acumulada para cada uno de los ejercicios ini-
ciados a partir del 1º de enero de 2018, vamos a tener el siguiente cuadro:

Cierre de ej. % interanual ¿Corresponde A x I?

Diciembre-18 47,64% NO

Enero-19 49,31% NO

Febrero-19 51,28% NO

Marzo-19 54,73% NO

Abril-19 55,80% SÍ

Mayo-19 57,30% SÍ

Junio-19 55,75% SÍ
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Cierre de ej. % interanual ¿Corresponde A x I?

Julio-19 54,38% NO

Agosto-19 54,49% NO

Septiembre-19 53,54% NO

Octubre-19 50,49% NO

Noviembre-19 52,09% NO

Diciembre-19 53,83% SÍ

Enero-20 52,86% SÍ

Febrero-20 50,28% SÍ

Marzo-20 48,35% SÍ

Como podemos apreciar, las sociedades que cerraron ejercicio en abril, mayo y junio de 
2019 les correspondía aplicar el ajuste integral por inflación por ser el porcentaje de varia-
ción interanual superior al 55% correspondiente al primer ejercicio iniciado a partir del 
1º de enero 2018. Tengamos en cuenta que este ajuste no es optativo, lo cual resultó obli-
gatorio aplicarlo, les haya sido favorable o no.

Y con respecto a los cierres de ejercicios operados desde diciembre 2019 en adelante, 
correspondería también su aplicación por ser el porcentaje de variación interanual de in-
flación superior al 30% correspondiente al segundo ejercicio iniciado a partir del 1º de 
enero de 2018.

En este punto es necesario aclarar que las premisas de la ley 27.468 deben analizarse 
para cada ejercicio, lo que implica que puede darse el caso de que en el primer ejercicio 
corresponda aplicar el ajuste por inflación, pero no así el segundo, y tal vez se den las pre-
misas para que resulte de aplicación en el tercero.

IV. El principio de irretroactividad de la ley

IV.1. Las disposiciones del Código Civil y Comercial de la Nación

El nuevo Cód. Civ. y Com., con vigencia a partir del 1º de agosto de 2015  (8), establece 
lo siguiente, en relación con la eficacia temporal de las leyes:

“Art. 7º.— Eficacia temporal. A partir de su entrada en vigencia, las leyes se aplican a las 
consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes.

“Las leyes no tienen efecto retroactivo, sean o no de orden público, excepto disposición 
en contrario. La retroactividad establecida por la ley no puede afectar derechos ampara-
dos por garantías constitucionales.

  (8) Recordemos que la ley 26.994 sancionada el 01/10/2014 y promulgada el 07/10/2014, fue la encargada de apro-
bar el texto del nuevo Cód. Civ. y Com., que unificaría el anterior Código Civil y el Código Comercial en un solo cuerpo. 
Aquella ley inicialmente preveía (en su art. 7º) que las disposiciones de este nuevo Código comenzarían a regir a partir 
del 1º de enero de 2016. Sin embargo, fue la ley 27.077 publicada el 19/12/2014 la que adelantó su vigencia a partir del 
1º de agosto de 2015.
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“Las nuevas leyes supletorias no son 
aplicables a los contratos en curso de eje-
cución, con excepción de las normas más 
favorables al consumidor en las relaciones 
de consumo”.

¿Pero qué significa “retroactividad”?

Un precepto es retroactivo cuando la 
producción del hecho o acto contemplado 
como condición, se ha verificado en la rea-
lidad empírica con anterioridad al comien-
zo de su validez.

Mariño López Andrés nos explica que “la 
retroactividad mueve la ley a un período 
anterior a su promulgación; es una espe-
cie de ficción de preexistencia de la ley que 
se proyecta temporalmente a hechos, con-
ductas o derechos, previos a su promulga-
ción”  (9).

Existe un enfrentamiento entre los prin-
cipios de retroactividad e irretroactividad 
de las normas. El primero básicamente ins-
pirado en razones de interés general y bien 
común, y el segundo se ha sustentado prin-
cipalmente en la seguridad jurídica y la cer-
teza como garantías de los individuos frente 
al accionar normativo del Estado.

Tengamos en cuenta que, en materia pe-
nal, la irretroactividad de la ley tiene jerar-
quía constitucional conforme lo establece el 
art. 18 de la CN cuando se refiere a que “nin-
gún habitante de la Nación puede ser pena-
do sin juicio previo fundado en ley anterior 
al hecho del proceso...”. Sin embargo, esta 
irretroactividad es relativa ya que rige cuan-
do la nueva ley es más rigurosa, pero no si 
es más benigna. Esto es lo que comúnmen-
te se conoce como “ley penal más benig-
na” y se basa en lo establecido por el art. 2º 
del Cód. Penal, en virtud del cual debe apli-
carse toda legislación que, con posteriori-
dad a la comisión de un delito, disponga la 
imposición de una pena más leve.

  (9) MARIÑO LÓPEZ, A. (2014), "Aplicación en el tiem-
po de la ley 19.075 de Matrimonio Igualitario, con espe-
cial referencia a la obligación alimentaria entre cónyuges 
y ex cónyuges", en Revista Crítica de Derecho Privado, 
año 11, Montevideo, p. 1390.

La regla de la irretroactividad no niega al 
legislador el poder de dar efecto retroacti-
vo a ciertas disposiciones en materia civil 
y comercial. O sea, la irretroactividad es 
una regla dirigida al juzgador, no al legis-
lador  (10), que puede establecer el efecto 
retroactivo siempre y cuando no afecte de-
rechos adquiridos o amparados por garan-
tías constitucionales  (11).

Mientras que la teoría clásica entiende 
que el principio de irretroactividad impor-
ta la prohibición de que la ley nueva pueda 
afectar los denominados derechos adquiri-
dos de los particulares, es decir los derechos 
definitiva e irrevocablemente incorporados 
a sus patrimonios, las modernas doctrinas 
hablan de hechos definitivamente cumpli-
dos o agotados, es decir solo se admite la 
afectación de los derechos en expectativa.

En este sentido, recordemos que la 
ley 17.711, publicada en el BO el 26/04/1968, 
reformó el art. 3º del antiguo Cód. Civil, 
dejando de lado la teoría de los derechos 
adquiridos, por la tesis de los hechos cum-
plidos o de la situación jurídica, refiriéndo-
se a ellos como derechos amparados por 
garantías constitucionales.

Ahora bien, también merece la pena men-
cionar que la retroactividad siempre debe 
ser establecida expresamente. La mera in-
tención del legislador de dar efectos retroac-
tivos a la nueva ley es irrelevante  (12).

IV.2. La doctrina de la CS sobre la retroac-
tividad de las leyes en general

El primer antecedente en el cual nues-
tro Máximo Tribunal se expidió sobre el 
principio de la irretroactividad de las leyes 

  (10) LORENZETTI, Ricardo L. (2014), "Comentario al 
art. 7º", Código Civil y Comercial de la Nación comenta-
do", Ed. Rubinzal-Culzoni, Buenos Aires, p. 45.

   (11) "Cejas, Gelis C. c. SADE SA y otro s/ accidentes 
de trabajo", CS, 21/08/1997; "Correo Argentino SA s/ con-
curso preventivo - inc. de verificación de crédito por La-
torre, Daniel R.", CNCom., sala B, 19/06/2007.

  (12) ROUBIER, Paul (1960), "Le droit transitoire (Con-
flits des lois dans le temps)", Dalloz et Sirey, París, 2ª ed., 
ps. 162 y 278.
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en general, fue el 21/09/1871 en la causa 
“José Caffarena c. Banco Argentino del Ro-
sario de Santa Fe s/ conversión de billetes” 
(Fallos 10:427). Allí la Corte entendió “que la 
regla que niega fuerza retroactiva a las leyes, 
no estando escrita en la CN, sino en los códi-
gos comunes, es una advertencia hecha a los 
jueces para la interpretación y aplicación de 
las leyes, y no una limitación al poder de las 
legislaturas, ni una causal de nulidad para sus 
disposiciones y que, por consiguiente, los jue-
ces no pueden negar, fundados en esa regla, 
la aplicación de una ley cuando de proeterito 
tempore et adhuc pendetibus negotiis cantum 
sit, L. 7º C de legibus”.

Un hito importante en la evolución 
de la doctrina de la Corte se verificó el 
21/08/1922, en el caso “José Horta c. Ernes-
to Harguindeguy s/ consignación de alqui-
leres” (Fallos 137:47), estableciéndose: “En 
tesis general, el principio de la no retroacti-
vidad no es de la CN, sino de la ley. Es una 
norma de interpretación que deberá ser te-
nida en cuenta por los jueces en la aplica-
ción de las leyes, pero que no liga al PLN, 
que puede derogarla en los casos en que el 
interés general lo exija. Esta facultad de le-
gislar hacia el pasado, no es, sin embargo, 
ilimitada. El legislador podrá hacer que la 
ley nueva destruya o modifique un mero in-
terés, una simple facultad o un derecho en 
expectativa ya existentes; los jueces, inves-
tigando la intención de aquel, podrán, a su 
vez atribuir a la ley ese mismo efecto. Pero 
ni el legislador ni el juez pueden, en vir-
tud de una ley nueva o de su interpretación 
arrebatar o alterar un derecho patrimo-
nial adquirido al amparo de la legislación 
anterior. En ese caso, el principio de la no 
retroactividad deja de ser una simple nor-
ma legal para confundirse con el princi-
pio constitucional de la inviolabilidad de la 
propiedad”. Continua diciendo: “Sea poco o 
mucho aquello que se quita al propietario 
por acción de la ley, ya no es posible conci-
liar a esta con el art. 17 de la CN que ampara 
la propiedad contra los actos de los particu-
lares y contra la acción de los poderes pú-
blicos; que protege todo aquello que forma 
el patrimonio del habitante de la nación, 
trátase de derechos reales o personales, de 
bienes materiales o inmateriales, que todo 

eso es propiedad, a los efectos de la garan-
tía constitucional”.

Sin embargo, una década después, en 
sentencia de fecha 07/12/1934, en los autos 
“Oscar Agustín Avico c. Saúl G. de la Pesa s/ 
consignación de intereses” (Fallos 172:21), 
se descartó la tacha de inconstitucionalidad 
formulada contra la ley 22.941, de morato-
ria para el pago del capital y de reducción 
de intereses de los créditos hipotecarios, a 
pesar de que esta operaba retroactivamente 
sobre los contratos celebrados con anterio-
ridad a su entrada en vigencia, con sustento 
en el orden público y en las circunstancias 
de grave y extensa crisis económica en que 
se implementó la medida legislativa.

Posteriormente, y aun después de la san-
ción de la ley 17.711 que dejó de lado la teoría 
de los derechos adquiridos, se registra en la 
jurisprudencia de la Corte la coexistencia de 
dos familias de fallos. Por un lado, están los 
pronunciamientos en que se legitima la apli-
cación retroactiva de las leyes, especialmente 
en materia de locaciones y de legislación la-
boral (Fallos 271:93; 275:499; 288:414; 300:61; 
entre otros). Y por el otro, se encuentran las 
decisiones que restringen la discrecionalidad 
legislativa de regular el pasado, al fijar como 
doctrina que cuando bajo la vigencia de una 
ley, el particular ha cumplido todos los ac-
tos y condiciones sustanciales y los requisi-
tos formales previstos en ella para ser titular 
de un determinado derecho, debe conside-
rarse que hay derecho adquirido, porque la 
situación jurídica general creada por esa ley 
se transforma en una situación jurídica con-
creta a individual en cabeza del sujeto que, 
como tal, se hace inalterable y no puede ser 
suprimida por una ley posterior sin agravio 
al derecho de propiedad consagrado por el 
art. 17 de la CN (Fallos 296:719, 723; 298:472, 
entre otros).

IV.3. La doctrina de la CS sobre la retroac-
tividad de las leyes tributarias

IV.3.a. Supuestos en que se admitió la re-
troactividad en materia tributaria

En el año 1881, a la Corte le tocó resol-
ver en autos “El gremio de abastecedores 
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de la ciudad de Tucumán c. Municipalidad 
de Tucumán” (Fallos 31:82) un interesante 
caso en que se debatieron distintos aspec-
tos constitucionales de la tributación. La 
discusión giraba en torno a la percepción 
de un impuesto, por parte de la Municipali-
dad de Tucumán, luego de la expiración de 
la ley de prórroga y en virtud de una orde-
nanza que extendió su vigencia, dictada a 
la espera que la Legislatura Provincial san-
cione una ley aprobando retroactivamente 
la ordenanza municipal de prórroga, quien 
finalmente así lo hizo. El tribunal, por ma-
yoría, tuvo por cumplido el requisito de le-
galidad desde que el impuesto en crisis fue 
aprobado en definitiva por una ley, mien-
tras que al embate por la retroactividad con 
que fue convalidado el gravamen, respon-
dió afirmando, que la prohibición conteni-
da en el art. 18 de la Ley Fundamental, solo 
se refería a las causas penales en cuanto 
por las nuevas leyes se pretendieron agra-
var las penas o empeorar las condiciones 
del encausado. Sin embargo, es impor-
tante destacar el voto en disidencia del 
Dr. Uladislao Frías, el cual manifestó: 
“Que, de consiguiente, dicha ley que apro-
bó una disposición nula por falta de poder 
de la municipalidad para dictarla, adolece 
del mismo vicio y es, además, repugnante 
a la CN, en cuanto mandó cobrar un im-
puesto cuando no había ley que lo hubiese 
creado, privó de derechos en virtud de un 
acto legislativo y no de sentencia, y le dio 
efecto retroactivo atacando derechos ad-
quiridos en virtud de la CN y de los princi-
pios que ella reconoce...”.

La mayoría de los fallos del Tribunal que 
brindan sustento a las leyes tributarias re-
troactivas, se encuentran referidos al anti-
guo impuesto sucesorio. Estos provienen 
de una época en que gran parte de la ri-
queza estaba en manos de personas domi-
ciliadas en el exterior, en que no existían 
registros civiles y en que los propietarios fa-
llecían sin que se conociera la existencia de 
la sucesión. En el momento de aplicarse el 
impuesto sucesorio podía haber pasado ya 
mucho tiempo y el Estado podía no tener la 
posibilidad de establecer un impuesto ade-
cuado, de acuerdo con la ley que regía en el 
momento en que la sucesión se había abier-

to. Asimismo, podía ocurrir que en la épo-
ca en que la sucesión se había verificado no 
existiera tal impuesto  (13). Las distintas le-
gislaciones que regularon este gravamen, 
recurrieron, para poder aplicar las más ac-
tuales valuaciones y mayores alícuotas, a fi-
jar como hito temporal determinante de la 
ley aplicable, no ya la fecha de fallecimiento 
del causante, sino la del acto de exterioriza-
ción de la sucesión. Cuestionada la validez 
constitucional de esta disposición, la Su-
prema Corte tuvo oportunidad de pronun-
ciarse el 20/05/1913 en los autos “Paz, José 
C. s/ testamentaria” (Fallos 117:22). Allí 
señaló que el art. 3º del Cód. Civil (actual 
art. 7º del Cód. Civ. y Com.), al establecer 
que las leyes disponen para lo futuro, no tie-
nen efecto retroactivo ni pueden alterar los 
derechos ya adquiridos, ha entendido re-
ferirse a las relaciones de derecho privado 
sin comprender propiamente las leyes de 
orden administrativo. Concluyó precisan-
do que, “aún bajo el imperio de cláusulas 
constitucionales de mayor amplitud que las 
nuestras, en lo relativo a la prohibición de 
la retroactividad, como son las consignadas 
en la Constitución de los Estados Unidos 
de América, se ha considerado 'que los im-
puestos pueden ser retroactivos, porque en 
sus efectos prácticos, someten al gravamen 
propiedades sujetas a él, para responder a 
exigencias del estado, y es lícito a la legis-
latura hacer de una manera indirecta lo 
que está facultada para hacer directamente 
(17 How. 456; 184 US, 156; 219. US 140)...'”.

La admisión de la retroactividad en ma-
teria de impuesto sucesorio, se constitu-
yó a partir del precedente señalado en una 
constante en la jurisprudencia del Tribunal 
(Fallos 117:48; 151:103; 152:268; 155:118; 
156:48; 157:300; 161:270).

También la Corte convalidó la aplicación 
retroactiva de otros tributos, pudiendo se-
ñalarse a modo de ejemplo: los derechos 
de exportación (Fallos 145:180; 157:300; 
278:108); a los impuestos internos (Fallos 
169:309) la sobretasa a los impuestos inter-

    (13) JARACH, Dino (1969), "Curso Superior de De-
recho Tributario", Ed. Liceo Profesional Cima, Buenos 
Aires, p. 111.
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nos (Fallos 177:448); el adicional impositivo 
incorporado a la ley de presupuesto (Fa-
llos 183:314); un gravamen provincial a la 
cancelación de hipotecas (Fallos 185:165); 
el sellado de actuación ante la Justicia del 
Trabajo (Fallos 252:219); el impuesto a los 
réditos (Fallos 218:596; 254:337; 291:290), 
y el impuesto sustitutivo del gravamen a 
la transmisión gratuita de bienes (Fallos 
278:51; 303:1835).

IV.3.b. Supuestos en que no se admitió la 
retroactividad en materia tributaria

En “Doncel de Cook, Sara c. Provincia 
de San Juan s/ repetición”, sentencia del 
06/09/1929 (Fallos 155:290), el Tribunal de-
claró que la convalidación de un decreto 
de naturaleza impositiva inconstitucional, 
por una ley posterior, resultaba igualmente 
violatoria del art. 17 de la CN, desde que el 
efecto retroactivo de la ley encuentra un va-
lladar insorteable en una situación definiti-
vamente creada al amparo de la legislación 
precedente.

La doctrina según la cual el pago es libera-
torio, con jerarquía constitucional, cuando 
es realizado de buena fe por el contribu-
yente, se fue consolidando, y con sustento 
en ella, la Corte rechazó las reclamaciones 
ulteriores al cumplimiento de la obligación 
sustantiva, fundadas ya en una reforma de 
los preceptos tributarios por la que se agra-
vaba la situación del sujeto pasivo, ya en 
la modificación de la interpretación de las 
normas impositivas, o bien en un error en 
la determinación de la obligación por los 
organismos fiscales encargados de la re-
caudación (Fallos 167:5; 180:16; 209:213; 
210:253, 611; 237:556; 259;382; 261:188; 
264:124; 266:81; 273:14; 284:232; 287:258; 
302:1451, entre muchos otros).

En concordancia, la Corte tiene estableci-
do desde antiguo, “que la estabilidad y cla-
ra determinación de las relaciones jurídicas 
es tan vital condición del bien común, que 
sin ellas podría quedar neutralizada la fi-
nalidad de justicia que se procura median-
te las modificaciones y rectificaciones que 
introduzcan en él la legislación y la juris-
prudencia; de ahí que el derecho adquiri-

do mediante el pago hecho con sujeción a 
todo lo que en orden a su forma y sustan-
cia dispongan las leyes es, con respecto a 
la legítima obligación a la cual correspon-
de, inalterable” (Fallos 215:420). Y en sen-
tido concordante se declaró también que, 
“finiquitada una relación jurídica con el 
pago, este tiene efectos liberatorios y cons-
tituye para el que cumplió la obligación, 
un derecho que cuenta con la protección 
constitucional de la propiedad y, que, por 
consiguiente, enerva toda reclamación so-
bre la cuestión en que ese pago se hizo” 
(Fallos 234:753; 269:261).

Otro importante pronunciamiento, que 
restringe la potestad fiscal retroactiva, es 
el recaído en la causa “SA Compañía Fri-
gorífica Swift de La Plata c. Comisión de 
Fomento de Villa Gobernador Gálvez”, del 
22/04/1964 (Fallos 258:208), donde se esta-
bleció que la facultad de imponer tributos 
puede ser materia de razonable limitación 
contractual y legal, y que el particular que 
pagó sus contribuciones con arreglos al 
convenio celebrado oportunamente con 
las autoridades comunales, tiene derecho a 
obtener la liberación correspondiente.

En “Ventura, Alberto J.” del 26/02/1976 la 
Corte estableció: “Existiendo a una fecha 
una determinada relación jurídica en fun-
ción de la cual se efectuaron pagos entre 
las partes, no puede permitirse la retroac-
tividad de una ley impositiva que altere 
derechos amparados por garantías consti-
tucionales, en abierta violación a las nor-
mas del art. 3º del Cód. Civil (actual art. 7º 
del Cód. Civ. y Com.) y sus normas correla-
tivas”.

En “Sambrizzi, Eduardo A.” de fecha 
31/10/1989, se estableció que “Solo existe 
retroactividad si el hecho imponible, inclui-
da su dimensión temporal, se ha realizado 
íntegramente antes de entrar en vigor la ley 
que lo convierte en imponible”.

En “Sociedad de Electricidad de Rosario” 
del 14/04/1975 se dijo: “Como los impues-
tos a los réditos y de emergencia revisten 
carácter anual e inciden sobre resultados 
económicos producidos en el transcurso de 
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un ejercicio, las leyes que los establecen son 
de aplicación inmediata o, en otros térmi-
nos, afectan a las consecuencias de las situa-
ciones y relaciones jurídicas existentes”.

En la causa “Insúa, Juan Pedro s/ recur-
so por retardo”, del 01/10/1987 se dijo que 
“el requisito de reserva de ley en la materia, 
propio del Régimen Republicano y del Esta-
do de Derecho, no se agota en que una nor-
ma jurídica con la naturaleza de ley formal 
tipifique el hecho que se considerará impo-
nible, sino que se requiere además, que esa 
ley, sea anterior al momento de la consu-
mación de la hipótesis de incidencia tribu-
taria, entendida la garantía constitucional, 
como una limitación, tanto para la creación 
de nuevas contribuciones fiscales, cuanto 
para el agravamiento de las existentes”.

Sin embargo, en la misma sentencia, la 
Corte aclara que las expectativas que des-
pertaron muchos pronunciamientos re-
feridos al principio de reserva de la ley 
tributaria, el cual únicamente admite que 
una norma jurídica con la naturaleza de ley 
formal tipifique el hecho de que se consi-
dera imponible y que constituirá la poste-
rior causa de la obligación tributaria (Fallos 
294:152; 303:245; 303:245; entre otros), per-
miten suponer que si el hecho imponible 
constituía la posterior causa de la obliga-
ción tributaria, suponía siempre una ley 
preexistente, o sea, nunca retroactiva. Tal 
hipótesis se vio disipada en la sentencia 
dictada el 24/11/1981 en “Ángel Moiso y 
Cía. SRL s/ apelación”. Allí la Corte reite-
ró que “en principio, nadie tiene un dere-
cho adquirido al mantenimiento de leyes 
o reglamentaciones ni a la inalterabili-
dad de los gravámenes creados o regidos 
por ellos. Solo cuando el contribuyente ha 
oblado el impuesto de conformidad con la 
ley en vigencia al momento en que realizó 
el pago, queda este, por efecto de su fuer-
za liberatoria, al amparo de aquella garan-
tía, que se vería afectada si se pretendiese 
aplicar una nueva ley que estableciera un 
aumento para el período ya cancelado (Fa-
llos 267:247; 278:108). Continuó diciendo 
que 'la particularidad de que este (el decre-
to en cuestión) fuera publicado con poste-
rioridad al cierre del balance e impuesta su 

aplicación a él, no constituye motivo que lo 
invalide, habida cuenta que no cabe reco-
nocer la existencia de un derecho adqui-
rido por el mero acaecimiento del hecho 
generador de la obligación tributaria bajo 
la vigencia de normas que exigían el ingre-
so de un gravamen menor' (doctrina de Fa-
llos 252:219, consid. 3º)”.

V. Conclusiones

Luego de largos períodos inflacionarios 
que representaron para muchas empresas, 
durante varios períodos consecutivos, te-
ner que tributar el impuesto a la renta sobre 
ganancias ficticias que no manifestaban su 
real capacidad contributiva, a finales del 
año 2017 celebramos que la ley 27.430 haya 
introducido nuevamente el ajuste integral 
por inflación de manera condicional. Con-
diciones que luego fueron modificadas con 
el único objetivo de retrasar su aplicación y 
diferir su impacto en la recaudación.

Sin embargo, lo que creímos que había 
llegado para quedarse y que, sin lugar a du-
das, otorga mayor equidad al impuesto a 
las ganancias, ahora nos encontramos con 
la noticia de su posible derogación.

Lo que nos propusimos responder es si, 
de concretarse tal derogación, podrían ver-
se comprometidos ejercicios fiscales ya ce-
rrados, teniendo en cuenta el principio de 
irretroactividad de la ley.

El desarrollo de la extensa jurisprudencia 
de la Corte sobre la materia, se manifiesta 
claramente por la existencia de los orde-
namientos constitucionales modernos, al 
menos implícitamente, del principio de la 
irretroactividad de las disposiciones tribu-
tarias materiales que agraven la situación 
de los contribuyentes, sin perjuicio que los 
fundamentos que se brindan son múltiples 
y no siempre coincidentes. Respecto a su 
alcance hay discrepancias, algunos admi-
ten la aplicación inmediata de la ley respec-
to de gravámenes con hechos imponibles 
continuados o periódicos, y están quienes 
aceptan excepciones a la regla (fuga ante el 
impuesto, aplicación de la Ley Penal Tribu-
taria más benigna al infractor, etc.).
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Por nuestra parte, creemos que los ejer-
cicios que ya han cerrado no pueden ser 
afectados por una nueva ley que prohíba el 
ajuste por inflación, habida cuenta que, en 
esos casos, el hecho imponible ya se per-
feccionó. Y si bien puede darse el caso que, 
al momento de entrada en vigencia de la 
nueva ley que lo deroga, aún no se haya in-
gresado el pago del impuesto de un perío-
do fiscal que contiene el ajuste, esto no es 
óbice para considerar que el contribuyente 
ya ha adquirido un derecho amparado por 
la Constitución conforme lo establece el 
art. 7º del Cód. Civ. y Com.

También consideramos que, cualquier 
modificación que se haga a futuro, ya sea 
que implique la prohibición parcial o to-
tal de aplicar el ajuste por inflación impo-
sitivo, no afectaría la imputación futura de 
aquellas porciones diferidas y pendientes 
de reconocer provenientes de ejercicios an-
teriores debidamente ajustados. Me estoy 
refiriendo a los tercios o las sextas partes 
remanentes de aquellos ajustes realizados 
en el primer o segundo ejercicio iniciado 
a partir del 01/01/2018 respectivamente, a 
los que el art. 194 de la LIG hace referencia.
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Nuevo Régimen de Sostenimiento 
y Reactivación Productiva  
de la Actividad Turística Nacional
Ley y reglamentación

Santiago A. Cambra (*)

En el trabajo se analiza la ley 27.563, en la cual se enmarca este nuevo régimen para la ac-
tividad turística y, a su vez, los aspectos observados y reglamentados por el Poder Ejecutivo 
nacional en su reglamentación.

I. Introducción

En el marco de la emergencia públi-
ca declarada por la ley 27.541 hasta el 
31/12/2020, ampliada por un año por el 
dec. PEN 260/2020, en virtud de la pande-
mia de coronavirus que nos aqueja, en el 
BO del 21/09/2020 se publicó la ley 27.563 
(la ley), por medio de la cual se creó el ré-
gimen del título, con vigencia y aplicación 
desde el 30/09/2020.

Dicha ley tiene por finalidad paliar el 
impacto económico, social y productivo 
de la aludida pandemia en la actividad 
turística nacional en todas sus modalida-
des, brindando las herramientas (léase, 
una serie de medidas) para su reactiva-
ción productiva.

A través de su dec. 753/2020, también pu-
blicado el 21/09/2020, el Poder Ejecutivo 
nacional (PEN) promulgó parcialmente la 
ley 27.563 y formuló una serie de observa-
ciones a algunos de sus aspectos, que resal-
taremos en la presente colaboración.

Y por medio del dec. (PEN) 795/2020 (BO 
13/10/2020, con vigencia al día siguiente), 
se reglamentó la ley.

En lo que sigue, haremos referencia a las 
disposiciones de esta nueva ley y sus aspec-
tos observados y reglamentados por el PEN.

II. Objeto. Ámbito material de aplicación

Quedan comprendidos en la nueva 
ley 27.563, las siguientes actividades y ru-
bros vinculados al turismo, quedando 
facultado el Poder Ejecutivo a efectuar am-
pliaciones, mediante la Autoridad de Apli-
cación, que será establecida por dicho 
Poder:

a) Servicios de alojamiento en cam-
ping y/o refugios de montaña, en hote-
les, hosterías, cabañas bungalows, aparts 
y residenciales similares, excepto por hora, 
hospedaje en estancias y albergues juveni-
les y servicios en apartamentos de tiempo 
compartido.

b) Agencias de viajes: servicios de empre-
sas de viajes y turismo, servicios de agen-
cias de turismo y agencias de pasajes.

c) Transporte: aerocomercial de cabota-
je, terrestre de larga distancia y servicios (*) Profesional independiente.
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de excursiones y/o traslado de trenes espe-
ciales y servicios de excursiones lacustres, 
fluviales y marítimas con fines turísticos, 
servicios de transporte automotor de pasa-
jeros para el turismo, servicios de alquiler 
de equipos de transporte terrestre sin ope-
ración ni tripulación; y sus respectivos ser-
vicios de explotación de terminales.

d) Servicios profesionales de licenciados 
en turismo, técnicos en turismo y guías de 
turismo, instructores de algún deporte vin-
culado a la actividad turística, permanentes 
y/o estacionales.

e) Servicios de centros: de esquí, de pesca 
deportiva, de turismo salud, turismo termal 
y/o similares, turismo aventura, ecoturis-
mo o similares y otros centros de activida-
des vinculadas con el turismo.

f) Alquiler de bienes: bicicletas, moto-
cicletas, equipos de esquí, kayaks y otros 
artículos relacionados con el turismo.

g) Bodegas, jardines botánicos, zooló-
gicos y parques nacionales, parques de 
diversiones, parques temáticos, entrete-
nimientos, esparcimiento y ocio, explo-
tación de playas y parques recreativos, 
museos y preservación de lugares y edifi-
cios históricos.

h) Servicios vinculados a la organización 
de ferias, congresos, convenciones y/o ex-
posiciones, servicio de alquiler y explota-
ción de inmuebles para ferias, congresos 
y/o convenciones, servicios empresariales 
vinculados con la organización de ferias, 
congresos y/o convenciones, servicios de 
alquiler de equipamiento para la realiza-
ción de ferias, congresos y/o convenciones.

i) Gastronomía: cafés, bares y confiterías, 
restaurantes, cantinas, restaurante y canti-
na con espectáculo, servicios de restauran-
te y cantina con espectáculo.

j) Actividad comercial en terminales de 
aeropuertos, parques nacionales y zonas 
francas que dependan de la actividad turís-
tica.

k) Servicios de salones de baile y discote-
cas en territorios cuyo principal ingreso es 
la actividad turística.

l) Productos regionales: la cadena de ela-
boración del chocolate, helados, alfajores, 
cervezas artesanales y otros comestibles en 
territorios cuya principal fuente de ingresos 
sea la actividad turística.

m) Otros servicios: venta de artículos y 
artesanías regionales, antigüedades, tala-
bartería de cuero, plata, alpaca y similares.

n) Cines, producción de espectáculos 
teatrales y musicales.

Los beneficios establecidos en la presente 
ley no podrán ser considerados incompati-
bles respecto de otros beneficios otorga-
dos a los sujetos que presten actividades 
enumeradas, en el marco de la emergen-
cia sanitaria declarada por la ley 27541 y la 
ampliación mediante el dec. 260/2020 y sus 
modificatorias.

III. Medidas económicas, productivas, 
sociales y fiscales

III.1. Programa de Asistencia de Emergen-
cia al Trabajo y la Producción

III.1.a. Beneficios al sector turístico

Se extiende la vigencia del Programa de 
Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Pro-
ducción (conocido como beneficios “ATP”) 
establecido en el dec. 332/2020 y sus nor-
mas complementarias, desde el 01/07/2020 
hasta el 31/12/2020 para las actividades y 
rubros mencionados en el apartado ante-
rior que se encuentren paralizados o ten-
gan una facturación inferior al treinta por 
ciento (30%) conforme lo determine la re-
glamentación.

Los beneficios serán los siguientes:

a) Reducción del pago de las contribucio-
nes patronales al Sistema Integrado Previ-
sional Argentino del noventa y cinco por 
ciento (95%).
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b) Salario complementario abonado por 
el Estado nacional para los trabajadores en 
relación de dependencia del sector privado 
del cincuenta por ciento (50%) del salario 
neto, no pudiendo ser inferior a una suma 
equivalente a un  (1) Salario Mínimo, Vital 
y Móvil (SMVM) ni superar dos SMVM, o al 
total del salario neto.

Estos beneficios regirán para todos los 
sujetos que presenten actividades enume-
radas en el Apartado 2 de la presente cola-
boración, sin distinción de la cantidad de 
personas empleadas.

Se faculta al Jefe de Gabinete a (i) esta-
blecer condiciones especiales para garanti-
zar la continuidad de las fuentes de trabajo 
y de los emprendimientos turísticos, (ii) a 
prorrogar la vigencia de estas medidas por 
ciento ochenta (180) días y hasta el límite de 
los beneficios instituidos, y (iii) a establecer 
una asistencia económica no reembolsable 
para los titulares de los establecimientos de 
las micro y pequeñas empresas conforme la 
normativa vigente y que constituya su úni-
ca actividad, por un monto equivalente de 
hasta dos SMVM.

El dec. 795/2020 establece que estos be-
neficios resultarán de aplicación a los su-
jetos que se encuentren inscriptos en el 
registro que, a tal efecto, se establecerá en 
el ámbito del Ministerio de Turismo y De-
portes, en los plazos y condiciones que se 
determinen, siempre que desarrollen como 
actividad principal, declarada ante la AFIP 
a la fecha establecida en el inciso c. del art. 
3º del dec. 332/2020 (12/03/2020), algu-

  (1) Dicha ley es la Ley Nacional de Turismo (BO 
07/01/2005).El art. 7 de la mencionada ley, establece los 
deberes de la autoridad de aplicación (por entonces, la 
Secretaría de Turismo de la Presidencia de la Nación), 
entre los cuales, el inciso b) estableció proponer las regla-
mentaciones relacionadas con las actividades turísticas, 
los productos turísticos y los servicios a su cargo, las que 
serán consultadas al Consejo Federal de Turismo y a la 
Cámara Argentina de Turismo. Por su parte, el art. 10 de 
la misma ley, dispuso que corresponde al Consejo Fede-
ral de Turismo examinar y pronunciarse sobre cuestiones 
referentes a la organización, coordinación, planificación, 
promoción, legislación y estrategias de las actividades tu-
rísticas de carácter federal.

na de las comprendidas en el ANEXO que 
incluimos al final de la presente colabora-
ción, de conformidad con el “Clasificador 
de Actividades Económicas (CLAE)”, apro-
bado por la RG AFIP 3537 o aquella que la 
reemplace en el futuro.

Los referidos beneficios procederán en la 
medida en que la actividad principal reúna 
las características previstas en el apartado 
II de la presente colaboración.

Prosigue el dec. 795/2020, disponien-
do que el acogimiento a los beneficios 
estipulados en este sub apartado, podrá per-
feccionarse en la medida en que, cumpli-
mentándose lo dispuesto anteriormente, la 
actividad que da derecho a ellos se encuen-
tre paralizada o tenga una facturación infe-
rior al treinta por ciento (30%) conforme lo 
establecido en los párrafos anteriores y en 
los términos que defina el Jefe de Gabine-
te de Ministros, previo dictamen del Comi-
té de Evaluación y Monitoreo del Programa 
de Asistencia de Emergencia al Trabajo y la 
Producción creado por el dec. 347/2020.

A los efectos de considerar la variación de 
la facturación establecida en el párrafo que 
antecede, los empleadores o las empleado-
ras deberán considerar lo siguiente:

a) Sujetos cuyo inicio de actividad se haya 
producido con anterioridad al 1° de enero 
de 2019: el porcentaje de facturación se de-
terminará considerando la variación inte-
ranual del mes inmediato anterior por el 
que se solicita el ingreso al Programa de 
Asistencia de Emergencia al Trabajo y la 
Producción (ATP).

b) Sujetos cuyo inicio de actividad se hu-
biera producido entre el 01/01/2019 y el 
30/11/2019: el porcentaje de facturación se 
determinará considerando la variación entre 
el mes de diciembre de 2019 y el mes inme-
diato anterior por el que se solicita el ingreso 
al referido Programa de Asistencia de Emer-
gencia al Trabajo y la Producción (ATP).

c) Sujetos cuyo inicio de actividad se hu-
biera producido a partir del 01/12/2019: no 
se considerará la variación de facturación.
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III.2. Medidas impositivas y fiscales

a) Se prorroga por ciento ochenta (180) 
días el vencimiento del pago de los impues-
tos existentes o a crearse, que graven el pa-
trimonio, los capitales, o las ganancias de 
las actividades alcanzadas por la presen-
te ley, cuyos vencimientos operen hasta el 
31/12/2020, facultándose al Poder Ejecuti-
vo a extender por igual término la vigencia 
de la presente.

b) Se suspende por el plazo de la emer-
gencia mencionada en la introducción, la 
traba de cualquier tipo de medida cautelar 
a requerimiento de la AFIP y/o la ANSES, 
con relación a los sujetos enumerados en el 
apartado II de la presente colaboración.

La AFIP y/o la ANSES dictarán las nor-
mas complementarias pertinentes para la 
aplicación y fiscalización de los beneficios 
mencionados.

c) El Poder Ejecutivo, mediante el orga-
nismo que establezca, implementará una 
reducción en las alícuotas del impuesto so-
bre los créditos y débitos en cuentas banca-
rias y otras operatorias hasta el 31/12/2021.

El dec. 795/2020 establece que las dispo-
siciones de los puntos a) y b) resultarán de 
aplicación a requerimiento de los sujetos 
que reúnan las condiciones previstas en el 
propio decreto, que mencioné en el suba-
partado anterior.

La prórroga dispuesta en el menciona-
do punto a, comprenderá a los impuestos 
allí previstos cuya aplicación, percepción y 
fiscalización estén a cargo de la AFIP, en la 
medida en que el vencimiento de la obliga-
ción opere desde la entrada en vigencia de 
la ley 27.563 que nos ocupa, y hasta el 31 de 
diciembre de 2020.

III.3. Medidas crediticias

a) Se instruye al Banco Central de la Re-
pública Argentina (BCRA) para disponer 
a través del Banco de la Nación Argentina 
(BNA) para que en el plazo perentorio de 
treinta días corridos, a partir de la fecha de 
sanción de la presente ley, implemente una 
línea de créditos para los sujetos que de-

sarrollan las actividades mencionadas en 
el apartado II de la presente colaboración. 
Este será destinado al pago de servicios pú-
blicos, capital de trabajo y/o cualquier otro 
costo fijo que las empresas deban soportar 
durante la vigencia de las restricciones ge-
neradas por la pandemia por coronavirus 
COVID-19. Esto fue observado por el PEN 
mediante el dec. 753/2020.

Estos créditos se otorgarán con un plazo 
máximo de treinta y seis meses y con seis 
meses de gracia para el pago de capital e in-
tereses. El plazo de gracia podrá ser prorro-
gado por el Poder Ejecutivo en caso de que 
se extienda la declaración de emergencia 
sanitaria declarada por el dec. 332/2020 y 
sus normas complementarias.

Esta línea de crédito tendrá una tasa del 
cero por ciento (0%) de interés durante los 
primeros doce meses de vigencia y del vein-
te por ciento (20%) para el tiempo restante 
de financiación.

b) Se instruye al BCRA a disponer líneas 
de créditos para Municipios y Comunas de 
zonas cuya actividad principal sea el turis-
mo que cuenten con garantía de coparti-
cipación federal de impuestos, de fondos 
propios afectados a fideicomisos que ga-
ranticen el pago o garantizados por las pro-
pias provincias.

Estos créditos deberán ser aplicados a la 
inversión en obras y servicios públicos desti-
nados a la recuperación y puesta en valor de 
la localidad solicitante. La tasa de interés no 
podrá superar en más de dos puntos a la tasa 
ofrecida para inversiones en plazo fijo tradi-
cional en pesos por el BNA, con un plazo de 
gracia de ocho meses desde su otorgamiento.

El Estado nacional deberá garantizar el 
acceso a los créditos mencionados y se ins-
truye al BCRA a flexibilizar los criterios de 
otorgamiento a ser aplicados por las en-
tidades financieras, en virtud de la ley de 
emergencia 27.541, quienes resolverán la 
solicitud dentro de los diez días corridos. 
En caso de negativa, esta deberá ser funda-
da y comunicada por la entidad financiera 
al solicitante dentro del mismo plazo. Esta 
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disposición también fue observada median-
te el dec. 753/2020.

El incumplimiento de las obligaciones es-
tablecidas en el presente capítulo implica-
rá la iniciación inmediata de los sumarios y 
eventuales sanciones a las entidades finan-
cieras, sin perjuicio de las acciones penales, 
civiles y/o administrativas que puedan co-
rresponder.

IV. Plan de reactivación productiva

Se crea dicho Plan con el objeto de sos-
tener y fomentar el empleo, y promover la 
recuperación de la actividad turística me-
diante el incentivo de la demanda. Los 
programas previstos por el plan tendrán vi-
gencia hasta el 31/12/2021, prorrogable por 
el Poder Ejecutivo, y son los siguientes:

IV.1. Programa Bono Fiscal Vacacional

Se establece un aporte en favor de las fa-
milias cuyos ingresos mensuales netos to-
tales no superen el equivalente a cuatro 
SMVM, mediante el otorgamiento de un 
bono fiscal emitido bajo modalidad electró-
nica, destinado exclusivamente al pago de 
servicios ofrecidos dentro del país por em-
presas habilitadas, identificadas en el Clasi-
ficador de Actividades Económicas (CLAE) 
en las actividades de servicios de aloja-
miento bajo los códigos 551022, 551023, 
551090, 552000; servicios de expendio de 
comidas y bebidas bajo los códigos 561011, 
561012, 561013, 561014, 561019; servicios 
de agencias de viaje, otras actividades com-
plementarias de apoyo turístico bajo los 
códigos 791100, 791200, 791901, 791909; 
servicios de transporte aéreo de pasajeros 
bajo código 511000; servicios de transpor-
te automotor turístico y regular (excepto 
transporte internacional) de pasajeros bajo 
los códigos 492.180 y 492.150; servicio de 
transporte ferroviario interurbano de pa-
sajeros bajo el código 491.120 y alquiler de 
automóviles sin conductor 771.110.

Dicho bono se reconoce bajo las siguien-
tes condiciones:

- Los gastos deben ser incurridos en una 
solución única en relación con los servi-

cios prestados por una sola empresa.- Los 
montos totales de los servicios deben do-
cumentarse mediante factura electrónica, 
en la cual figure el importe del aporte como 
“Descuento bono fiscal vacacional”.- Los 
pagos de los servicios deben realizarse a 
través de empresas o establecimientos co-
rrespondientes a las actividades incluidas 
en a).

- El bono podrá ser solicitado por un  (2) 
integrante del grupo familiar por única vez 
para ser aplicado en forma de descuento en 
el importe a abonar por los servicios brin-
dados por las empresas, cuyo monto cons-
tituirá desde el momento de la facturación 
un crédito fiscal en favor de estas para ser 
utilizado en compensación de impuestos 
y contribuciones nacionales, como asimis-
mo transferencias a terceros, incluidos pro-
veedores de bienes y servicios, así como a 
instituciones de crédito o intermediarios 
financieros. El cesionario podrá utilizar el 
crédito fiscal de la misma manera que la es-
tablecida para el cedente.

- El Poder Ejecutivo determinará las con-
diciones de solicitud, otorgamiento y mon-
tos de los aportes.

- La AFIP establecerá las formas y con-
diciones respecto a la compensación y/o 
transferencias a terceros del crédito fiscal.

El dec. 795/2020 dispone que el referido 
Bono Fiscal Vacacional operará con un lími-
te máximo total de pesos dos mil millones 
($2.000.000.000), que se asignará conforme 
al orden de presentación de las correspon-
dientes solicitudes, hasta un monto de pe-

    (2) Dicha ley es la Ley Nacional de Turismo (BO 
07/01/2005).El art. 7 de la mencionada ley, establece los 
deberes de la autoridad de aplicación (por entonces, la 
Secretaría de Turismo de la Presidencia de la Nación), 
entre los cuales, el inciso b) estableció proponer las regla-
mentaciones relacionadas con las actividades turísticas, 
los productos turísticos y los servicios a su cargo, las que 
serán consultadas al Consejo Federal de Turismo y a la 
Cámara Argentina de Turismo. Por su parte, el art. 10 de 
la misma ley, dispuso que corresponde al Consejo Fede-
ral de Turismo examinar y pronunciarse sobre cuestiones 
referentes a la organización, coordinación, planificación, 
promoción, legislación y estrategias de las actividades tu-
rísticas de carácter federal.
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sos veinte mil ($ 20.000) por grupo familiar, 
a partir del mes de enero de 2021.

Sin perjuicio de otros requerimientos que 
podrá establecer el Ministerio de Turismo 
y Deportes, a los efectos del otorgamiento 
del mencionado aporte, el o la integrante 
del grupo familiar que efectúe la solicitud 
deberá acreditar de modo fehaciente, o ma-
nifestar con carácter de declaración jura-
da, ante el citado Ministerio, los siguientes 
datos: a) la composición del grupo fami-
liar; b) los ingresos mensuales netos tota-
les del grupo, los que no podrán exceder 
el equivalente a cuatro veces el monto del 
Salario Mínimo Vital y Móvil (SMVM) o el 
monto que resulte de multiplicar el valor 
del SMVM por la cantidad de integrantes 
del grupo familiar, el que resulte menor y 
c) toda otra información que requiera el 
mencionado Ministerio.

Se define como grupo familiar, al integra-
do por el o la solicitante en forma uniperso-
nal, si no tuviere convivientes; o por este o 
esta y su cónyuge o conviviente y sus hijos o 
hijas menores de dieciocho años convivien-
tes, o sin límite de edad en el caso de hijos 
e hijas con discapacidad a cargo. Cuando el 
solicitante tenga menos de veinticinco años 
y el domicilio de residencia sea igual al do-
micilio de sus progenitores, el grupo fami-
liar se considerará compuesto por el o la 
solicitante y sus progenitores a los efectos 
de los requisitos y demás condicionalida-
des establecidas en el Programa.

Los beneficiarios de los bonos solo po-
drán destinarlos al pago de los servicios 
mencionados en el primer párrafo de este 
subapartado ofrecidos y prestados dentro 
del territorio nacional.

Prosigue el dec. 795/2020, establecien-
do que, para acceder a este Programa, las 
empresas que realizan las actividades del 
primer párrafo del presente subapartado 
deberán estar inscriptas en el registro que 
mencioné anteriormente, el cual deberá 
estar disponible para su consulta en línea 
(online) en todo momento por cualquier 
interesado. Los prestadores inscriptos de-
berán comunicar dicha calidad en forma 

visible y bajo la misma modalidad en la que 
se ofrecen los servicios.

El importe de los bonos recibidos en di-
cho marco deberá considerarse como me-
dio de cancelación parcial o total de la 
obligación por los servicios contratados, sin 
reducir el monto de los tributos que graven 
la operación ni ser deducible a los efectos 
de la determinación del impuesto a las ga-
nancias.

El referido importe será computado men-
sualmente por las aludidas empresas como 
crédito contra las siguientes obligaciones 
tributarias y en el orden que se indica:

a) IVA. El monto de los bonos se detrae-
rá del débito fiscal total del período en que 
se hayan declarado los servicios por los que 
se recibieron, siempre que se encuentre 
emitido el correspondiente comprobante 
respaldatorio, hasta el monto del referido 
débito, antes de computar los créditos fis-
cales que correspondieren, no pudiendo 
generar saldo a favor técnico del contribu-
yente (primer párrafo del art. 24 de la ley 
del gravamen).

b) Contribuciones patronales sobre la nó-
mina salarial con destino a los subsistemas 
de Seguridad Social regidos por las leyes 
19.032 (INSSJP), 24.013 (Fondo Nacional 
de Empleo), 24.241 (Sistema Integrado Pre-
visional Argentino) y 24.714 (Régimen de 
Asignaciones Familiares).

De existir un remanente que exceda las 
obligaciones indicadas en los puntos pre-
cedentes, será trasladable a los períodos 
mensuales siguientes hasta los vencidos al 
31/12/2021, respetándose igual orden de 
imputación y limitaciones. Si a esta últi-
ma fecha se mantuviere un excedente pen-
diente de cómputo podrá solicitarse ante la 
AFIP su transferencia a terceras personas, 
en las formas y condiciones que establezca 
dicho organismo.

Las terceras personas que resulten ce-
sionarias de los créditos así transferidos 
podrán destinarlos a la cancelación de las 
obligaciones indicadas en el párrafo ante-
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rior, en el plazo que a esos efectos establez-
ca el organismo recaudador, en el modo allí 
previsto, sin que puedan realizarse nuevas 
transferencias.

IV.2. Incentivos a la preventa de servicios 
turísticos nacionales

Se establece un Régimen de “Incentivos 
a la Preventa de Servicios Turísticos Nacio-
nales” orientados a fomentar y potenciar la 
demanda del turismo interno, el cual con-
sistirá en el reconocimiento de un crédito 
por parte del Estado nacional en favor de 
las personas humanas equivalente al cin-
cuenta por ciento (50%) del monto por cada 
operación de compra de servicios turísticos 
a ser brindados dentro del territorio nacio-
nal, debidamente facturada por parte de las 
empresas o establecimientos correspon-
dientes a las actividades mencionadas en 
el apartado II de la presente colaboración.

A los efectos del reconocimiento del cré-
dito y posterior utilización se establecen las 
siguientes condiciones:

a) Las compras en concepto de preventa 
de servicios turísticos se deberán realizar 
hasta el 31/12/2020.

b) Los servicios adquiridos en la preven-
ta deberán ser usufructuados durante el año 
2021.

c) Los créditos podrán ser utilizados a par-
tir del año 2021 únicamente para la adquisi-
ción de servicios turísticos brindados dentro 
del territorio nacional ofrecidos por parte 
de las empresas o establecimientos corres-
pondientes a las actividades incluidas en el 
apartado II de la presente colaboración.

d) El tope máximo del crédito será deter-
minado por la Autoridad de Aplicación.

El Poder Ejecutivo reglamentará su fun-
cionamiento e implementación.

Al respecto, cabe mencionar que con fe-
cha 14/10/2020, se publicó en el Boletín 
Oficial la res. 456/2020 del Ministerio de 
Trabajo y Deportes (Autoridad de Aplica-
ción designada por el dec. 795/2020), por 

medio de la cual se aprobó el Reglamento 
de este Régimen de incentivos a la preventa 
de servicios turísticos nacionales, que per-
mite la devolución del 50% de los gastos en 
turismo realizados hasta el 31/12/2020 en 
destinos locales.

IV.3. Programa Turismo para Personas 
Mayores

Se crea el Programa “Turismo para Per-
sonas Mayores” con el objeto de sostener la 
actividad turística de los destinos del país 
durante las temporadas bajas, en el marco 
de la realización de los viajes como activi-
dad preventiva de la salud y para el bienes-
tar de las personas mayores.

El Programa será coordinado conjunta-
mente por el Ministerio de Turismo y De-
portes de la Nación, la ANSES y el Instituto 
Nacional de Servicios Sociales para Jubilados 
y Pensionados, mediante el cual se licitarán 
paquetes turísticos previamente definidos 
junto al Consejo Federal de Turismo (CFT) y 
la actividad privada del sector turístico con-
forme lo estipulado en el inciso b) del art. 7 y 
art. 10, ambos de la ley 25.997  (3).

Los paquetes turísticos deberán ser co-
mercializados por agencias de viajes y 
operadores turísticos debidamente autori-
zados.

El Poder Ejecutivo aportará hasta el vein-
tiún por ciento (21%) del valor de los viajes 
licitados, una vez facturados, conforme lo 
determine la reglamentación y establecerá 
el monto del Programa y reglamentará su 
funcionamiento.

    (3) Dicha ley es la Ley Nacional de Turismo (BO 
07/01/2005).El art. 7 de la mencionada ley, establece los 
deberes de la autoridad de aplicación (por entonces, la 
Secretaría de Turismo de la Presidencia de la Nación), 
entre los cuales, el inciso b) estableció proponer las regla-
mentaciones relacionadas con las actividades turísticas, 
los productos turísticos y los servicios a su cargo, las que 
serán consultadas al Consejo Federal de Turismo y a la 
Cámara Argentina de Turismo. Por su parte, el art. 10 de 
la misma ley, dispuso que corresponde al Consejo Fede-
ral de Turismo examinar y pronunciarse sobre cuestiones 
referentes a la organización, coordinación, planificación, 
promoción, legislación y estrategias de las actividades tu-
rísticas de carácter federal.
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IV.4. Programa de financiación de los pa-
quetes turísticos de viajes de turismo estu-
diantil

Se establece un programa de financiación 
de los paquetes turísticos de viajes de turis-
mo estudiantil comercializados conforme 
la ley 25.599 mediante una línea de crédito 
específica del Banco de la Nación Argenti-
na cuyos tomadores serán las Agencias de 
Turismo Estudiantil que sean fiduciantes 
del Contrato de Fideicomiso de Adminis-
tración del “Fondo de Turismo Estudiantil” 
(lo resaltado en bastardilla también fue ob-
servado mediante el dec. 753/2020).

Las condiciones del programa mencio-
nado en el párrafo precedente son las si-
guientes:

a) Los paquetes turísticos deben ser para 
viajes de residentes en el país con destino a 
localidades nacionales.

b) (Inc. observado por el PEN mediante el 
dec. 753/2020) La totalidad de los fiducian-
tes y Nación Fideicomisos SA en su carácter 
de fiduciario, deberán suscribir una aden-
da al Contrato de Fideicomiso de Adminis-
tración del Fondo de Turismo Estudiantil, a 
fin de establecer en el convenio las pautas 
que regirán para los préstamos del presente 
programa:

- Incorporar al objeto del contrato que 
los fondos actuales y los ingresos futuros 
se constituirán como garantía subsidiaria 
de los préstamos, adicionalmente al obje-
to actual.

- Los montos totales de los préstamos se-
rán depositados en el Fondo de Turismo 
Estudiantil para ser transferidos a los dis-
tintos prestadores de los servicios contra-
tados por las agencias incluidos los montos 
correspondientes a estas por parte de Na-
ción Fideicomisos SA, en su carácter de fi-
duciario del Contrato de Fideicomiso de 
Administración del Fondo de Turismo Es-
tudiantil.

- Los pagos de los viajes comercializa-
dos por las agencias de viajes fiduciantes a 

través de la financiación del presente pro-
grama serán efectuados en la cuenta del fi-
deicomiso.

La Autoridad de Aplicación de la ley 
25.599 dictará las normas reglamentarias 
y/o aclaratorias del presente programa. Di-
cho Organismo deberá realizar por sí o por 
terceros un nuevo cálculo actuarial respec-
to al funcionamiento del Fondo de Turismo 
Estudiantil.

La Autoridad de Aplicación podrá sub-
sidiar la tasa de interés de los créditos del 
programa establecido en el presente Título.

V. Derecho de los consumidores ante 
reprogramaciones y cancelaciones ocu-
rridas como consecuencia de la pande-
mia por coronavirus

V.1. Contratación directa

Los establecimientos hoteleros de aloja-
miento temporario y empresas de transpor-
te -en cualquiera de sus modalidades- que 
se hayan visto afectados o impedidos de 
prestar los servicios contratados con motivo 
de la pandemia por coronavirus COVID-19, 
y cuyos servicios fueron contratados de ma-
nera directa, podrán ofrecer alternativamen-
te a los usuarios las siguientes opciones:

a) La reprogramación de los servicios 
contratados, respetando la estacionalidad, 
calidad y valores convenidos, dentro de un 
período de doce meses posteriores al levan-
tamiento de las medidas restrictivas de cir-
culación adoptadas por el Poder Ejecutivo.

b) La entrega de vouchers de servicios 
para ser utilizados hasta doce meses pos-
teriores al cese de las medidas de restric-
ción, los cuales deberán brindar el acceso 
—sin penalidades— a equivalentes ser-
vicios contratados u otros que pudiera 
aceptar el cliente.

c) El reintegro del monto abonado por 
los servicios contratados mediante el 
pago de hasta seis cuotas iguales, men-
suales y consecutivas con vencimiento la 
primera de ellas dentro de los sesenta días 
de recibida la solicitud de reembolso.
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V.2. Contratación mediante intermediarios

En el supuesto en que el consumidor haya 
contratado servicios a través de sujetos com-
prendidos en el art. 4 del dec. regl. 2182/1972 
de la ley 18.829 que hayan sido cancelados 
con motivo del COVID-19 podrán reprogra-
mar sus viajes o recibir un voucher para ser 
utilizado dentro de doce meses desde la fi-
nalización de la vigencia de las restricciones 
ambulatorias y sus prórrogas, por una cuan-
tía igual al reembolso que hubiera corres-
pondido. Transcurrido el período de validez 
del voucher sin haber sido utilizado, el con-
sumidor podrá solicitar el reembolso com-
pleto de cualquier pago realizado.

No obstante, lo anterior, los sujetos 
comprendidos en este apartado deberán 
proceder a efectuar el reembolso a los con-
sumidores y usuarios en el supuesto de que 
estos solicitaran la resolución del contrato, 
siempre que los proveedores de servicios 
hubieran procedido a la devolución total 
del importe correspondiente.

Si solo algunos de los proveedores de ser-
vicios del viaje efectuaran la devolución o 
la cuantía devuelta por cada uno de ellos 
fuera parcial, el consumidor o usuario ten-
drá derecho al reembolso parcial corres-
pondiente a las devoluciones efectuadas, 
siendo descontado del importe del voucher 
entregado. Los sujetos previstos en el pre-
sente apartado procederán a efectuar los 
reembolsos citados anteriormente en un 
plazo no superior a sesenta días desde la 
fecha de solicitud de reembolso o desde 
aquella en que los proveedores de servicios 
hubieran procedido a su devolución.

Las reprogramaciones y devoluciones de 
servicios de turismo estudiantil serán esta-
blecidas por la Autoridad de Aplicación de 
la ley 25.599 (ley de turismo estudiantil).

Estas disposiciones serán válidas para 
aquellos viajes o servicios que no hayan po-
dido realizarse o prestarse con motivo de las 
restricciones ambulatorias dictadas por el 
Poder Ejecutivo en el marco de la pandemia 
por el coronavirus COVID-19 y hasta tanto 
dichas restricciones continúen vigentes.

Es obligación de los sujetos comprendi-
dos instrumentar los mecanismos nece-
sarios para que los consumidores puedan 
ejercer los derechos previstos.

El incumplimiento de lo dispuesto en 
este Capítulo hará pasible a los prestadores 
alcanzados por la presente ley de las san-
ciones que les correspondan en virtud de 
la aplicación de la normativa específica que 
rija su actividad.

VI. Disposiciones complementarias

Se faculta al jefe de Gabinete de Ministros 
a reasignar las partidas presupuestarias ne-
cesarias para dar cumplimiento a los pro-
gramas creados en la presente ley.

El Poder Ejecutivo convocará a las en-
tidades gremiales empresariales y demás 
organizaciones vinculadas a la actividad, 
juntamente con los representantes de los 
trabajadores, a fin de instrumentar las me-
didas necesarias para sostener las plantillas 
de empleos.

El Poder Ejecutivo, a través del organismo 
que determine, implementará una campa-
ña promocional a través de los medios de 
comunicación audiovisual, gráficos y digi-
tales a fin de motivar los viajes a destinos 
nacionales y comunicar los beneficios de 
la presente ley, haciendo mención en la ge-
neración del empleo a través de un turismo 
responsable con las comunidades locales y 
las áreas protegidas. Dicha campaña pro-
mocional corre por cuenta del Ministerio 
de Turismo y Deportes, conforme lo dispu-
so el dec. 795/2020.

Por último, se invita a la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires y a las provincias, a to-
mar medidas de apoyo al sector turístico en 
lo que hace a sus competencias.

VII. Anexo

A continuación, se detalla el listado de 
códigos identificatorios del Clasificador de 
Actividades Económicas (CLAE) corres-
pondiente a las actividades y rubros com-
prendidos por el apartado II de la presente 
colaboración.
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Código

103012

105010

105020

105030

107129

107301

107309

107930

110211

110212

110290

110300

321012

463211

477210

477290

477490

477830

491120

492110

492140

492150

492160

492180

492190

501100

502101

511000

522091

524130

524310

551022

551023

Código (cont.)

551090

552000

561011

561012

561013

561014

561019

561030

562010

562099

591300

681010

771110

771210

771220

771290

772099

791100

791901

791909

823000

900011

900021

900030

900040

900091

910200

910300

931042

939010

939030

939090
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I. Corrientes. Tasa por Registro, Con-
tralor, Inspección, Seguridad e Higiene. 
Adicional. Inconstitucionalidad. Ausen-
cia de razonabilidad y proporcionalidad. 
Improcedencia

STJ de Corrientes, 24/08/2020, “Casinos 
del Litoral SA c. Municipalidad de la Ciudad 
de Corrientes s/ amparo (contencioso)”.

El caso: La sociedad promueve acción de 
amparo contra la municipalidad de la ciu-
dad de Corrientes solicitando se declare la 
inconstitucionalidad del art. 16, apart. 8 de 
la Ordenanza Tarifaria 6526/2016, que dis-
pone un incremento del 15 al 20 por mil de 
la Tasa por Registro, Contralor, Inspección, 
Seguridad e Higiene, por entender que no 
existe razonabilidad ni proporción de aquel 
incremento con el efectivo servicio que 
presta el estado municipal. Plantea, asimis-
mo, la inconstitucionalidad del art. 19 y su 
Anexo II, en tanto dispone la obligación de 
abonar un “adicional”, a la que considera ar-
bitraria e ilegal, en tanto no se vincula con 
el servicio conferido por la municipalidad.

La jueza de primera instancia hace lugar 
a la pretensión, considerando que la norma 
municipal impugnada dispuso una diferen-
cia arbitraria, irrazonable y carente de jus-
tificación, en comparación con las normas 
vigentes del año anterior, no surgiendo qué 
cálculo matemático u operación habría rea-
lizado el municipio para gravar un mismo 
servicio de inspección de control e higiene 
con tal incremento, no habiendo mudado 
en los hechos el servicio que se retribuye. 
Con relación al “adicional”, asevera que se 
trata de una suma que se fija al Casino, en 
forma mensual, que no tiene las caracterís-
ticas de tasa porque no retribuye servicio 

alguno, presentándose como un gravamen 
análogo a los ingresos brutos, violentando 
el art. 9, inc. b) de la ley 23.548, declarándo-
lo inconstitucional. La sentencia es apela-
da por el municipio, siendo revocada por la 
Cámara con mayoría de sus integrantes, lo 
que motiva el recurso al Supremo Tribunal 
que se dirime en el decisorio bajo reseña.

Doctrina del fallo: El Máximo Tribunal pro-
vincial por unanimidad confirma el pronun-
ciamiento de la Cámara, aseverando: “...la 
firma actora es 'una empresa concesionaria 
monopólica de la actividad de explotación 
de juegos de azar por delegación del Estado 
provincial', por lo que, comercializa y se be-
neficia con el juego, siendo lógico que como 
contrapartida, deba cumplir con las exigen-
cias que le imponen las autoridades muni-
cipales, quienes deben ejercer un control 
diligente y razonable en materia de contralor, 
salubridad, seguridad e higiene, asistencia 
social, desarrollo de la economía, conserva-
ción y control del medio ambiente tendien-
te a hacerle cumplir las reglamentaciones 
vigentes. Así la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación tiene dicho que '[...] es legítimo que 
contribuya con el pago de las tasas al desarro-
llo del lugar en donde se instalan los casinos. 
De todo lo expuesto surge que el instrumento 
legislado a través de la norma impugnada no 
configura sino uno más de aquellos utilizados 
por el legislador para asegurar la efectividad 
de la recaudación impositiva. Y no es de re-
sorte del Poder Judicial el examen de la con-
veniencia o acierto del criterio adoptado por 
el legislador en el ámbito propio de sus atri-
buciones (Fallos: 306:655)'...”.

A la luz de tal razonamiento, concluye: 
“...cabe recordar que no existe norma cons-
titucional o legal que obligue, como pre-
tende la actora, a que las tasas exhiban 
proporcionalidad entre el costo del servi-
cio y el monto del gravamen, habida cuenta 
que con lo que se percibe a través de ellas 

(*) Abogada especialista en Tributación en el Depar-
tamento Contencioso Tributario del Estudio Bertazza, 
Nicolini, Corti & Asociados.
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no deben atenderse únicamente los gastos 
de la oficina que presta el servicio, puesto 
que, tanto la existencia de esa oficina en 
particular como el cumplimiento de sus fi-
nes dependen de toda la organización mu-
nicipal, cuyas erogaciones generales deben 
incidir en las prestaciones particulares en 
una medida cuya determinación es cues-
tión propia de la política financiera muni-
cipal y la declaración requerida en autos 
importaría un claro avance del Poder Ju-
dicial en la zona de reserva del H. Conce-
jo Deliberante en el caso, no advirtiéndose 
tampoco la manifiesta irrazonabilidad, ar-
bitrariedad ni afectación de derecho cons-
titucional alguno en perjuicio de la actora”.

II. Córdoba. Contribución por Inspec-
ción Eléctrica y Mecánica y Suministro de 
Energía Eléctrica. Ausencia de prestación 
de servicio efectivo e individualizado por 
el municipio. Doble imposición por re-
cargo tarifario. Procedencia

TSJ de Córdoba, 27/08/2020, “Vitopel SA 
c. Municipalidad de Villa del Totoral - Plena 
jurisdicción - Recurso de casación”.

El caso: La empresa interpone demanda 
contra la municipalidad de Villa del Totoral 
a fines de hacer cesar el cobro de la Contri-
bución por Inspección Eléctrica y Mecánica 
y Suministro de Energía Eléctrica. En primer 
lugar, considera que la tasa implica el cobro 
de un recargo tarifario, dispuesto en los ar-
tículos 58 y 59 de la Ordenanza General Tri-
butaria, aplicado sobre el importe neto total 
de la factura cobrada a todo consumidor por 
la empresa proveedora de energía, conside-
rándolo en la realidad un “impuesto” al con-
sumo de energía, que vulneraria la Ley de 
Coparticipación Federal de Impuestos, en 
tanto se erige como un gravamen análogo 
al IVA. Asimismo, impugna la gabela muni-
cipal en tanto pretende la retribución por el 
servicio de inspección por instalación que, 
en la realidad de los hechos, no es prestado 
por la municipalidad a la empresa en térmi-
nos efectivos e individualizados. La Cámara 
Contencioso Administrativa hizo lugar a la 
demanda, motivando la casación interpues-
ta por el municipio, que se dirime a favor de 
la empresa en la sentencia bajo comentario.

Doctrina del fallo: “A tenor de tales defini-
ciones, pergeñadas doctrinariamente y ad-
mitidas por la jurisprudencia vigente en la 
materia, se exhibe correcta la tesitura pro-
puesta por la Cámara a quo, cuando ase-
vera que '...a nivel nacional, el consumo o 
venta (según el extremo de la relación en 
que nos coloquemos) de energía eléctrica se 
encuentra gravado —tal como lo sostiene el 
accionante— por el Impuesto al Valor Agre-
gado (artículo 1°, inciso a, de la ley 23.349 
(t.o. 1997 sus modificaciones), por lo que la 
imposición de la demandada constituye una 
carga análoga a aquel; deviniendo en ilegí-
tima por contrariar la expresa prohibición 
contenida en el régimen de coparticipación 
federal de impuestos antes citada....”

“...Destaco también que la contribución 
de que se trata resulta, asimismo, contraria 
a los compromisos asumidos por la provin-
cia (extensivos a los municipios que la inte-
gran) en el 'Pacto Federal para el Empleo, la 
Producción y el Crecimiento” suscripto con 
fecha 12 de agosto de 1993, con relación a la 
derogación de los impuestos que graven el 
consumo de energía y las tasas municipales 
impuestas sobre el mismo hecho económi-
co...' (fs. 784 vta.). Pese a la crítica recursiva, 
se mantienen indemnes los argumentos plas-
mados en el fallo para sustentar la mentada 
analogía, la cual obsta la pretendida legalidad 
del tributo en cuanto impone un recargo so-
bre el importe neto total de la factura cobrada 
a todo consumidor por la empresa proveedo-
ra de energía. Consecuentemente, no pue-
de considerarse válido el tributo pretendido, 
si se lo observa en función de aquel aspecto 
que lo muestra análogo al impuesto nacional 
mencionado (IVA)”.

“Por otra parte y como es sabido, la Cor-
te Suprema de Justicia de la Nación sostie-
ne que es un requisito fundamental para la 
percepción de las tasas, que se acredite la 
concreta, efectiva e individualizada pres-
tación de un servicio referido a algo no 
menos individualizado del contribuyente 
(cfr. Dictamen de la Procuración General, al 
que remitió la Corte Suprema in re 'Recurso 
de hecho deducido por la actora en la cau-
sa Laboratorios Raffo SA c. Municipalidad 
de Córdoba', Fallos: 332:1503). Consecuen-
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temente, era necesario que la municipali-
dad hubiese prestado de manera concreta, 
efectiva e individualizada servicios munici-
pales de vigilancia e inspección de instala-
ciones o artefactos eléctricos o mecánicos 
y suministros de energía eléctrica. Sin em-
bargo, dicho presupuesto que es un requi-
sito definitorio del tributo en cuestión, no 
se observa en el presente caso...En este or-
den de ideas, cabe indicar que de las cons-
tancias de autos se infiere que la actora, 
desde la instancia inicial de la demanda 
expresó que nunca se había beneficiado 
por los servicios municipales enumerados 
como contraprestación de la Contribución, 
atento a que en la zona donde se emplaza el 
establecimiento industrial no existía ningu-
na instalación correspondiente al servicio 
de alumbrado público urbano ni su esta-
blecimiento recibía algún tipo de vigilancia 
e inspección de instalaciones o artefactos 
eléctricos. Asimismo, agregó que el servi-
cio de alumbrado y suministro de energía 
en sus instalaciones era prestado de mane-
ra autónoma y exclusiva por EPEC”.

III. Tierra del Fuego. Tasa Retributiva 
de Servicios por la Verificación de Proce-
sos Productivos. Reclamo de repetición. 
Prescripción. Improcedencia. Aplicación 
de la doctrina “Volkswagen c. Provincia 
de Misiones” de la CSJN.

STJ de Tierra del Fuego, 11/08/2020, “Es-
tremar SA c. AREF s/ contencioso-adminis-
trativo”.

El caso: La empresa interpone demanda 
contencioso administrativa contra la Agen-
cia de Recaudación fueguina, impugnando 
la Resolución 463/2017, por la cual se de-
negó parcialmente el recurso de repetición 
de los montos ingresados en concepto de 
Tasa Retributiva de Servicios por la Verifi-
cación de Procesos Productivos efectuados 
con anterioridad al 29/12/2011, habien-
do sustentado el reclamo en que las sumas 
fueron abonadas indebidamente conforme 
la declaración de inconstitucionalidad de la 
Ley 990 por la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, que legislaba la mentada gabela.

El rechazo de la repetición se sustenta en 
que los montos reclamados se encontraban 
prescriptos conforme el Código Fiscal vi-
gente en los periodos fiscales involucrados, 
desconociendo la aplicación del viejo Códi-
go Civil de Vélez.

Doctrina del fallo: El Supremo Tribu-
nal hace lugar a la demanda, consideran-
do desacertada la decisión emitida por la 
Administración Fiscal en tanto descono-
ce la tradicional doctrina de la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación, que otorga 
preeminencia de las normas civiles sobre 
los Códigos Fiscales locales en materia de 
prescripción para los periodos vigentes 
durante el Código Civil De Vélez, y en ese 
sentido, ratifica no solo la doctrina “Fil-
crosa” (Fallos 326:3899) sino especialmen-
te la surgida del reciente pronunciamiento 
(05/11/2019) “Volkswagen de ahorro para 
fines determinados c. Provincia de Misio-
nes s/ Queja” (Fallos 342:1903).

“En cuanto al asunto relativo a la pres-
cripción de la acción de la sociedad para 
reclamar la devolución de los pagos corres-
pondientes a los períodos 10/2009 a 11/2011 
efectuados en concepto de Tasa del Servi-
cio de Verificación de Procesos Producti-
vos (TVPP), entiendo que contrariamente a 
lo decidido por la demandada a través de la 
Resolución General AREF 463/2017, resul-
ta aplicable el plazo de prescripción de diez 
años previsto en el artículo 4023 del Código 
Civil (...) Puntualmente, el Alto Tribunal ha 
señalado reiteradamente en el estricto mar-
co del Código de Vélez que en los casos en 
que se persigue la repetición de sumas pa-
gadas a una provincia por impuestos que se 
tachan de inconstitucionales, es de aplica-
ción el plazo decenal de prescripción esta-
blecido por el artículo 4023 del Código Civil 
(Fallos 276:401, 304:163, 302:1308, 316:2182, 
332:2250) (...) En consecuencia, toda vez 
que desde la cancelación de las TVPP por 
los períodos 10/2009 a 11/2011, hasta la pre-
sentación de la acción administrativa de re-
petición el 29 de diciembre de 2016, no ha 
transcurrido el plazo de diez años apunta-
do, los antecedentes de hecho, de derecho 
y la motivación del rechazo que —a su res-
pecto— decide la Resolución General AREF 
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463/2017 devienen claramente viciados” 
—Voto Dr. Carlos Gonzalo Sagastume—.

“Que la interpretación seguida por este Su-
perior Tribunal con respecto a los fallos en los 
que la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
fijó postura por la validez de las normas del 
Código Civil, con relación a los extremos de 
la vigencia de la acción relativa a los tribu-
tos, entonces, permite aceptar que esa era la 
ley que regía el caso y que la nueva ley haya 
establecido la validez de las leyes provincia-
les no produce el efecto de hacer aparecer 
la validez de estas con anterioridad a aque-
lla sanción, ya que como se vio, antes regía el 
Código Civil. Si bien podría opinarse que las 
leyes provinciales se encontraban vigentes, lo 
concreto es que, en los casos judiciales en que 
el Tribunal intervino, como en los que lo hizo 
la Corte Federal, la cuestión por la competen-
cia del Congreso Nacional para la regulación 
de la prescripción de la acción en materia tri-
butaria, se encontraba asentada (...) Tan fir-
me resultó la defensa que la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación realizó de su criterio, 
que en el precedente 'Volkswagen de ahorro 
para fines determinados SA c. Provincia de 
Misiones' del 5 de noviembre del año 2019, 
juzgó como 'deficiencia aguda' el criterio de 
la Corte provincial que desoyó aquellos crite-
rios, máxime cuando fueron advertidos por el 
voto de uno de los ministros del Tribunal pro-
vincial (cfr. Parágrafo 3º in fine). Con lo que 
resultaba evidente que, al menos con la mis-
ma integración, el resultado a obtener sería el 
mismo, como también lo apuntó el dictamen 
de la procuradora Monti en el citado caso...” 
—Voto Dr. Javier Darío Muchnik—.

IV. Tucumán. Ingresos brutos. Base im-
ponible para la tributación de la activi-
dad de los concesionarios. Aplicación del 
Código Civil y Comercial que tipifica el 
contrato de concesión. Improcedencia

CCont. Administrativo de Tucumán, Sala II, 
13/12/2019, “Yuhmak SA c. Provincia de 
Tucumán —DGR— s/ acción meramente 
declarativa”.

El caso: La empresa inicia acción decla-
rativa de certeza a los fines de dilucidar 
el modo en que debe tributar los ingresos 

brutos, a partir de la entrada en vigencia 
del Código Civil y Comercial de la Nación 
que tipifica el contrato de concesión pres-
cribiendo que, por tal actividad, los suje-
tos reciben una retribución. Entiende que, 
en el periodo comprendido entre la entra-
da en vigor de la nueva norma de fondo y 
la ley que modifico el Código Tributario 
(ley 5121) de la provincia, es decir entre 
agosto de 2015 a julio de 2017, le correspon-
dió tributar tomando como base imponible 
la retribución que percibe en su calidad de 
concesionaria de las firmas Honda, Yama-
ha, entre otras. Afirma que la DGR de Tu-
cumán le curso notificación a los fines de 
conocer las razones por las cuales mudo 
la forma de liquidar el impuesto, pasando 
del monto íntegro por las ventas, a la retri-
bución que surge por la diferencia entre la 
compra y la venta al consumidor final, he-
cho que motiva el inicio de la acción.

Doctrina del fallo: La cámara rechazó la 
demanda esencialmente porque la firma 
no acreditó fehacientemente en autos su 
carácter de concesionaria, haciendo hin-
capié en la insuficiencia de la certificación 
contable de parte aportada como docu-
mental sin la intervención de la demanda-
da, y que el solo cambio de la normativa de 
fondo civil no habilitaba a la actora a cam-
biar bruscamente la base imponible por la 
cual tributaba su actividad.

“En esta línea de razonamiento, la in-
serción en el derecho positivo del artículo 
1507 del Código Civil y Comercial no basta 
sin más para avalar judicialmente, con una 
sentencia declarativa de certeza, una pre-
tendida 'reinterpretación' de la actora del 
art. 221 del CTP cuya materialización en el 
período 01/2015 hasta 04/2017 (declaran-
do ingresos por la actividad de concesiona-
ria de la actora, como derivados de la 'venta 
en comisión de motocicletas') ha resultado 
en este caso contraria en el ordenamiento 
tributario local a lo expresamente previsto 
por el inc. 4 del art. 224 del CTP. Y ha signi-
ficado en los hechos- pretender agregar por 
vía interpretativa un supuesto de excepción 
no previsto hasta ese entonces por el artícu-
lo 223 del mismo código... En este contexto, 
debe prevalecer la regla que indica que en 
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el marco de los poderes no delegados por 
las provincias, estas conservan la facultad 
de crear tributos y regularlos, determinan-
do las materias imponibles, las formas de 
percepción, etc. y tal potestad es inheren-
te a la autonomía de las provincias... Rea-
firmar esto de ningún modo significa aquí 
desconocer la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación que indi-
ca que todo lo atinente a los aspectos sus-
tanciales de las relaciones entre acreedores 
y deudores corresponde a la legislación na-
cional, por lo que no cabe a las provincias 
dictar leyes incompatibles con los códigos 
de fondo (Fallos: 176:115, 226:727, 235:571, 
275:254, 311:1795, 320:1344, etc.)...”.

“En este caso concreto, hay que repetirlo 
por ser necesario, la regulación del artículo 
1507 no estableció, con carácter imperativo 
o indisponible, alguna modalidad o forma 
única de retribuir a los concesionarios. Es 
decir, la norma no fijó de manera inequí-
voca, definitiva y universal cuál es la retri-
bución que debe entenderse por ingreso 
bruto gravable para esta actividad. Al con-
trario, el texto de la norma se limitó a enun-
ciar múltiples opciones o modalidades de 
retribución, dejando a salvo incluso otras 
formas que pudieran libremente pactar el 
concedente y el concesionario... En defini-
tiva, no corresponde hacer lugar a la acción 
declarativa de certeza en los términos peti-
cionados en la demanda, pues significaría 
ratificar judicialmente una reinterpretación 
normativa cuya materialización en período 
litigioso resultó contraria a normas tributa-
rias locales que no han sido objeto de nin-
gún tipo de reproche en este juicio”.

V. Ciudad de Buenos Aires. Ingresos bru-
tos. Alícuota diferencial. Discriminación 
por establecimiento industrial ubicado 
fuera de la jurisdicción. Procedencia

CCont. Administrativa Federal, Sala III, 
23/09/2020, “Plastiferro Tubos SA c. GCBA-
AGIP-DGR s/ proceso de conocimiento”.

El caso: El GCBA recurre el fallo de prime-
ra instancia que declaró la inconstituciona-
lidad de los arts. 50 de la ley impositiva 5494 
y 57 de la ley impositiva 5723, en aplicación 

de la doctrina del antecedente “Bayer” de 
la CSJN (Fallos 340:1480). La demanda-
da objeta que el juez a quo haya aplicado 
el precedente citado sin analizar su aplica-
ción individual al caso concreto, bajo el ar-
gumento de que la referencia no lo relevaba 
de su obligación de fundar adecuadamente 
la sentencia. En ese orden, cuestiona el de-
cisorio apelado por cuanto desconoce las 
características propias del derecho tribu-
tario, y en atención a que yerra al sostener 
que la exigencia consagrada en la norma-
tiva que ataca —respecto del requisito de 
realizar la actividad en un establecimien-
to industrial radicado en jurisdicción de la 
CABA— dispensa un trato discriminatorio. 
Señala que la discriminación es inexisten-
te, ya que no es —en sentido estricto— una 
desigualdad, pues desde antaño se acuñó 
el concepto que la desigualdad se da entre 
iguales, y lo cierto es que todos los contri-
buyentes que tengan establecimiento radi-
cado en esta Ciudad están en condiciones 
—siempre y cuando reúnan la totalidad de 
los requisitos— de solicitar una exención o 
de acceder a la alícuota reducida. Enfatiza 
que, la condición introducida —en sí mis-
ma—, carece de aptitud para interpretarse 
como discriminatoria, y no impide ni obs-
taculiza en modo alguno el comercio inter-
jurisdiccional, ya que no se relaciona con 
este ni aun tangencialmente.

Doctrina del fallo: La cámara no hace lu-
gar a la apelación de la demandada, con-
siderando “...no obstante que en 'Bayer' 
la provincia demandada ha sido Santa Fe 
mientras que en estos autos lo es la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, aun cuando di-
fiera parcialmente la actividad desarrollada 
por Bayer SA ('fabricación de medicamen-
tos de uso humano y productos farmacéu-
ticos', cód. act. 242310, y 'fabricación de 
plaguicidas y productos químicos de uso 
agropecuario', cód. act. 242100) y por Plas-
tiferro Tubos SA ('fabricación de plásticos 
en formas básicas y artículos n.c.p, excep-
to muebles', cód. act. 2529), y pese a que en 
el primer caso la alícuota ajustada era del 
3,5% y, en cambio, en el caso aquí analiza-
do es del 4%; lo cierto es que, la cuestión de 
fondo que fueran debatidas en ambos ca-
sos guardan estrecha similitud e identidad, 
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puesto que de lo que se trata de discernir es 
si las alícuotas diferenciales según el lugar 
de radicación de la empresa que comercia-
liza el producto, establecidas normativa-
mente por la provincia de Santa Fe o por 
la CABA respecto del impuesto sobre los 
ingresos brutos con sustento en la perte-
nencia a una categoría cuyo único criterio 
se basa en el domicilio del contribuyente, 
toda vez que ninguna de las dos empresas 
desarrollaba su actividad industrial dentro 
del territorio cuyo fisco las intimó al pago 
de un tributo más gravoso, resultaban o no 
violatorias de los principios enunciados en 
los arts. 9º, 10, 11, 12, 16, y 75 inc. 13, y 126, 
de la CN”.

A la luz de tales consideraciones, conclu-
ye: “Desde mi óptica, entonces, el caso de 
autos resulta análogo al precedente 'Bayer' 
(CSJN, ya cit.) (....) la discriminación que 
genera la legislación impositiva local en 
función del lugar de radicación del contri-
buyente actor, en tanto lesiona el principio 
de igualdad (artículo 16, de la CN), y altera 
la corriente natural del comercio (arts. 75, 
inc. 13 y 126, de la Carta Magna), instauran-
do así una suerte de 'aduana interior' ve-
dada por la Constitución (arts. 9 a 12 CN), 
para perjudicar a los 'bienes y servicios' fo-
ráneos en beneficio de los 'producidos' en 
su territorio, extremo que conduce a la de-
claración de invalidez de la pretensión fis-
cal de la demandada”.
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Opinión

Adecuar el Convenio Multilateral  
a los tiempos vigentes

Julio E. Aramayo (*)

El autor analiza cómo los nuevos métodos de comercio electrónico conllevan a replantearse 
la forma de atribuir la base imponible a las distintas jurisdicciones en el Régimen General del 
Convenio Multilateral.

I. Introducción

Visto que terminaron los vencimientos de 
presentación de declaración jurada anual 
CM 05 el 30 de junio pasado para los con-
tribuyentes incluidos dentro del Convenio 
Multilateral y los problemas que tenemos 
en torno a las distintas interpretaciones ya 
conocidas, respecto de la confección de los 
coeficientes en la distribución del Régimen 
General, considero que para el año próxi-
mo seguirán existiendo y las soluciones no 
saldrán del texto del citado convenio, sino 
que las resoluciones de casos concretos se-
rán las que tendremos que analizar.

Esta afirmación se efectúa sin tener en 
cuenta que los contribuyentes tienen otros 
problemas, como la pandemia, que segura-
mente tendrá sus efectos, entre los cuales 
citamos la existencia de una feria adminis-
trativa dentro de la comisión, que si bien se 
efectúan las reuniones de Comisión Arbi-
tral y Plenaria en forma virtual no se están 
publicando las resoluciones de casos con-
cretos ni las resoluciones generales.

Si bien vamos a tratar varios temas, el 
que me llama más la atención es cómo se 
modifica constantemente la forma de co-
locar o vender un producto o servicio, su 
actualización o avance es mucho más rá-
pido que las adecuaciones legales que po-
drían hacerse en el Convenio Multilateral, 
y siendo más preciso es la venta entre au-
sentes o contratos electrónicos o como 
pueda denominarse.

A modo de introducirnos en el tema ci-
tamos expresiones de Bielli y Ordóñez  (1): 
“Por nuestra parte, podemos conceptuali-
zar al contrato electrónico como el acuerdo 
de voluntades entre dos o más partes, quie-
nes expresan su consentimiento de manera 
virtual, a través de diversos artefactos tec-
nológicos y del uso de redes locales o glo-
bales de comunicación, con la finalidad de 
obligarse y producir determinados efectos 
jurídicos patrimoniales, y con indepen-
dencia de cualquier limite físico, geográfi-
co o temporal. Definición que ampliaremos 
más adelante.

 (1) BIELLI, Gastón E. - ORDÓÑEZ, Carlos J., "Contra-
tos Electrónicos — Teoría General y cuestiones procesa-
les", t. I, p. 3.(*) Profesional independiente.
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“Proseguimos al sostener que, la contra-
tación electrónica rige una gran parte de los 
acuerdos que actualmente se encuentran 
perfeccionándose a lo largo y ancho del 
mundo, mediante el uso de diversos dis-
positivos que se emplean a dichos efectos. 
Constituyen actualmente una (no tan nue-
va) tendencia dentro de las ciencias jurídi-
cas, que ha surgido ante el auge global del 
e-commerce, el cual se ha desarrollado y ex-
pandido rápidamente en los últimos años. 
Esto ha permitido acelerar y facilitar el in-
tercambio de bienes y servicios entre per-
sonas de diversos países y ha eliminado las 
barreras geográficas y comerciales que en 
el pasado dificultaban o hacían más lento 
el comercio internacional.

“Aquí se origina una situación donde un 
individuo puede comprar un determinado 
elemento en cualquier parte del mundo y 
recibirlo en la puerta de su casa (o vía onli-
ne directamente) sin siquiera dialogar con 
un ser humano cara a cara, sin estrechar su 
mano, o incluso sin conocer su idioma”.

Sobre el tema que se menciona en pá-
rrafo que precede, debo reconocer que las 
expresiones o conclusiones no serán en 
concordancia con la doctrina imperante; 
no obstante, es mi deseo que la situación 
cambie y voy a expresar mi punto de vista.

Sobre la opinión de calificada doctrina, 
todos los días se ven o escuchan noticias en 
los medios de publicidad variados, acerca de 
cómo ha crecido el comercio electrónico.

Para efectuar un análisis de los proble-
mas que encontramos al momento de con-
feccionar la DDJJ anual CM05, planteo la 
siguiente situación:

1. Contribuyente de Jurisdicción de Sal-
ta que compra bienes muebles para su re-
venta en la jurisdicción de Buenos Aires, el 
pedido es efectuado por mail en función de 
haber visto en la web del vendedor los pro-
ductos que vende.

2. Dicha venta es abonada con un depósi-
to en cuenta corriente del vendedor.

3. La mercadería es remitida al compra-
dor en transporte el cual es abonado por el 
comprador.

4. Cuando el camión del transporte in-
gresa a la jurisdicción compradora, en la 
provincia de Salta que tiene puestos de 
controles fiscales, normalmente se hace un 
pago a cuenta del impuesto sobre los ingre-
sos brutos.

Este sencillo ejemplo podemos esquema-
tizarlo de la siguiente manera:

Operación denominada 
venta digital

Actúa como agente de 
percepción. RG 04/11

Al ser operaciones entre 
ausentes aplicación art. 52 de 
RG 1/19. Realidad económica

Contribuyente de Bs. As.

El flete es abogado por el 
comprador. Sustento territorial 
para ser contribuyente de CM. 
Es facturado por el vendedor.

Vende

Compra

El transporte en destino. 
Pago a cuenta del ISIB

Depósito en cta. cte. el pago de la 
compra (Comisión Bancaria)

Domicilio del adquirente. 
Problema de definición

Operación encuadrada 
en operaciones entre 

ausentes

Contribuyente de Salta. Manda mail 
pedido de mercadería
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Los problemas o dudas que se presentan 
serían los siguientes:

a) El contribuyente que compra en la 
jurisdicción de Buenos Aires a través de 
la figura de operaciones entre ausentes 
en un principio no tiene sustento terri-
torial en la jurisdicción del vendedor. El 
vendedor al vender o colocar un bien en 
otra jurisdicción tendrá que analizar don-
de imputar esta venta cuando efectué los 
coeficientes. En función de las normas vi-
gentes debería atribuir el ingreso al do-
micilio del adquirente, en este caso la 
provincia de Salta. La duda que le queda 
al vendedor, es que no tiene un gasto para 
el sustento territorial.

b) El abonar la compra con un depósi-
to en cuenta corriente del vendedor, esto 
genera una comisión bancaria en cabeza 
del titular de la cuenta, nos preguntamos 
si ese gasto debe ser considerado, en mi 
opinión es que si, y cómo deberíamos atri-
buirlo es la pregunta que nos haríamos, 
una distribución seria que sea en partes 
iguales entre jurisdicción del vendedor y 
jurisdicción del comprador y esto puede 
utilizarse por parte de los fiscos para satis-
facer la idea de que existe un sustento te-
rritorial. Con respecto al ingreso no habría 
problema en su atribución al domicilio del 
adquirente. Otra situación, es que puede 
suceder que el vendedor al tener un ingre-
so en su cuenta corriente, este puede ser 
objeto de percepción bancaria por el siste-
ma Sircreb vigente.

Con respecto al sistema Sircreb que ac-
túa bajo la supervisión de los organismos 
del Convenio Multilateral, su operatividad 
considero razonable en cuanto a su funcio-
namiento. Al momento del presente artícu-
lo no se conocen antecedentes judiciales 
que hayan planteado los contribuyentes 
objeto de la detracción bancaria.

c) En la operatoria comercial definimos 
que el flete está a cargo del comprador y si 
no fuera así se lo cargan indirectamente en 
el precio del producto. Pero de acuerdo a 
cómo se efectúe, la operación puede tener 
diferentes tratamientos. Por parte del com-

prador es un gasto y si es un contribuyen-
te jurisdiccional ahora puede convertirse 
en un potencial contribuyente de Convenio 
Multilateral y estar sujeto a percepciones. 
En el caso del vendedor es importante sa-
ber si paga el flete, si lo abona tendríamos 
el sustento territorial, lo que queda en cla-
ro que esto está totalmente relacionado con 
los tiempos que vivimos hoy por cuanto se 
asimila a ventas entre ausentes o comercio 
electrónico que hoy está más vigente que 
nunca por la situación de pandemia que se 
vive en el mundo y que expresamos en la 
introducción del tema.

d) Cuando el camión entra a la jurisdic-
ción compradora en el puesto de control 
fiscal se debe efectuar un pago a cuenta, 
del impuesto a los ingresos brutos o ser in-
clusive a cuenta de una tasa por un deter-
minado municipio, normalmente tendría 
que ser a cargo del vendedor, pero como 
el transporte está a cargo del comprador el 
pago a cuenta se hace a nombre de este úl-
timo, aspecto que no compartimos ya que 
el que entra a vender en la jurisdicción es 
el vendedor. Son zonas grises que no están 
bien definidas.

II. Aclaraciones previas al desarrollo

Planteadas las situaciones, en realidad 
son circunstancias que suceden en el pla-
no real hoy en día y no descartamos que 
pueda haber otras, en función de cada si-
tuación señalada desarrollaremos dándo-
le un título, que en mi opinión coinciden 
con algunos temas que surgen de la apli-
cación de las normas del Convenio Multi-
lateral.

II.1. Operaciones entre ausentes

Este tema está tratado en la parte final 
del art. 1° del Convenio Multilateral cuan-
do menciona: “Cuando se hayan realiza-
do gastos de cualquier naturaleza, aunque 
no sean computables a los efectos del 
art. 3º, pero vinculados con las actividades 
que efectúe el contribuyente en más de una 
jurisdicción, tales actividades estarán com-
prendidas en las disposiciones de este Con-
venio, cualquiera sea el medio utilizado 
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para formalizar la operación que origina el 
ingreso (correspondencia, telégrafo, teleti-
po, teléfono, etc.)”.

Haciendo un poco de historia, este párra-
fo no existió desde siempre en el texto del 
Convenio Multilateral; en mi modo de ver, 
fue creado acertadamente para ese tiempo 
y sin lugar a duda para los tiempos de la ac-
tualidad. Lo dejamos señalado por ahora, 
con la idea de desarrollarlo más adelante, 
en especial al mencionar que tipo de gastos 
debemos considerar, recordando que pue-
den ser los no computables.

El párrafo se complementa cuando defi-
ne en el art. 2°, inc. b) respecto los ingresos: 
“A los efectos del presente inciso, los ingre-
sos provenientes de las operaciones a que 
hace referencia el último párrafo del art. 1º, 
deberán ser atribuidos a la jurisdicción co-
rrespondiente al domicilio del adquirente 
de los bienes, obras o servicios”.

No debemos dejar de mencionar la res. 
gral. interpretativa 83/2002 de la Comi-
sión Arbitral, hoy incluida en la res. gral. 
1/2019, art. 52, que menciona: “Las tran-
sacciones efectuadas por medios electró-
nicos por Internet o sistema similar a ella 
se hallan encuadradas en el último párra-
fo del art. 1° del Convenio Multilateral del 
18/08/77. A los efectos de la atribución 
de ingresos prevista en el inciso b) in fine 
del art. 2° del Convenio Multilateral del 
18/08/77, se entenderá que el vendedor de 
los bienes, o el locador de las obras o servi-
cios, ha efectuado gastos en la jurisdicción 
del domicilio del adquirente o locatario de 
los mismos, en el momento en el que es-
tos últimos formulen su pedido a través de 
medios electrónicos por Internet o sistema 
similar a ella”.

Esto es lo que la doctrina denomina “gas-
to presunto” y que se diferencia con el gasto 
real, que es aquel que está respaldado con 
documentación.

Si nos referimos a los casos concretos 
tratados por los organismos del Convenio 
Multilateral no tienen un hilo conductor 
que nos lleve por un único camino, ya sea 

porque el caso es concreto tiene sus par-
ticularidades o también en función de la 
composición de la mesa, esto se daría en 
Arbitral, recordando que cinco jurisdic-
ciones rotan en su conformación y no así 
en Comisión Plenaria donde participan las 
veinticuatro jurisdicciones.

Me permito citar    (2) unos párrafos de 
doctrina calificada: “Llevada al terreno de 
su aplicación, no resulta simple cuál sería el 
criterio para seguir, p. ej., para un contribu-
yente radicado en la jurisdicción Santa Fe y 
que comercializa sus productos en extrañas 
jurisdicciones vía página web y sin efec-
tuar gastos en ninguna de ellas. Para el caso 
planteado resulta relevante la res. 55/2007 
de la Comisión Arbitral.

“En la mencionada resolución el contri-
buyente sostiene que en el caso en discu-
sión las operaciones con sus clientes de la 
provincia de Jujuy se han concretado por 
vía telefónica y/o electrónicamente, que la 
empresa no posee ni representantes ni dis-
tribuidores ni comisionistas, que no ha so-
portado gastos en la jurisdicción Jujuy. Es 
decir, no se encuentra configurado el “sus-
tento territorial” que habilita la potestad 
tributaria de la provincia y acto seguido 
cuestiona la legalidad de la res. 83/2002 de 
la Comisión Arbitral.

“A lo que la Comisión Arbitral respon-
dió, “Que la actividad de la empresa se 
encuentra comprendida dentro de la in-
terpretación que realiza la norma que ha 
sido dictada por la Comisión Arbitral de 
conformidad con una de sus funciones es-
pecíficas, que se encuentra contemplada 
en el inc. a) del art. 24 del Convenio Mul-
tilateral”.

“Que se pueden compartir o no las con-
clusiones que surgen de la interpretación 
efectuada, pero lo que no se puede es des-
conocerla, y en el supuesto caso de que se 
resolviera modificar o cambiar la misma, 
estos cambios surtirán efecto hacia el futu-
ro, nunca para hechos pasados, puesto que 

  (2) COMIS, Pablo - LÓPEZ, Javier, "Operaciones entre 
ausentes en el Convenio Multilateral". La Ley.
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de lo contrario se atentaría contra la nece-
saria seguridad jurídica indispensable para 
una sana administración tributaria.

“Dada la interpretación sostenida por la 
Comisión Arbitral en la Res. Gral. 55/2007, 
se entiende —aunque no se comparta— 
que aquellos contribuyentes que efectúen 
exclusivamente operaciones de venta por 
medios electrónicos por internet o sistema 
similar tendrán configurado el ‘sustento 
territorial’ en cada una de las jurisdiccio-
nes desde el momento en que reciban el 
pedido de sus clientes por los medios ci-
tados”.

A pesar de lo expresado en párrafos pre-
cedentes, se comparte lo mencionado en la 
citada resolución de caso concreto y luego 
también confirmada por resolución de Co-
misión Plenaria en res. 15-2018; no es de 
aplicación unánime en los casos concretos 
tratados en los organismos del Convenio 
Multilateral.

Este concepto descripto se torna aún más 
aplicable a la realidad económica, tema 
previsto en el art. 27 del Convenio Multila-
teral, en concordancia con la forma rápida 
de cambiar los métodos de comercializar 
productos y servicios.

Un aspecto no menos importante es si 
lo vemos desde el punto de vista de la ad-
ministración tributaria, que normalmen-
te es el foco de críticas, pero así como 
decimos que se hace complejo el armado 
de coeficientes cada año y además por la 
escasa seguridad jurídica para los contri-
buyentes, en el caso de los sujetos activos 
es difícil encontrar el sustento territorial, 
que capaz que no existe, pero muchas ve-
ces seguramente existe y el inspector o 
funcionario no lo encuentra en su fun-
ción de fiscalización, y vuelvo a insistir, 
los cambios en la comercialización de los 
contribuyentes está modificándose mu-
cho más rápido que las normas que los 
rigen y las administraciones provinciales 
en su afán de recaudar.

Sobre el gasto presunto previsto en la 
RG interpretativa 82-03, la que fue dictada 

en función de lo previsto en el art. 24, que 
dice: 

“Serán funciones de la Comisión Arbitral:

“a) Dictar de oficio o a instancia de los 
fiscos adheridos normas generales inter-
pretativas de las cláusulas del presente 
Convenio, que serán obligatorias para las 
jurisdicciones adheridas”.

Por lo tanto, la resolución citada es obli-
gatoria en cuanto a su aplicación, pero ad-
mito que la doctrina no es de esta opinión, 
no por su dictado, sino por cuanto el avan-
ce tecnológico no está receptado en las 
normas tributarias que fueron largamente 
superadas por la tecnología.

Es oportuno señalar lo que menciona Ve-
rónica del Río (3), donde se refiere a las tres 
modalidades de comercio que existieron y 
existen, a saber comercio tradicional y co-
mercio directo o indirecto, donde destaca: 
“en el caso del comercio electrónico direc-
to, es decir, aquel mediante el cual tanto el 
pedido como el pago y entrega del bien o 
prestación se realiza en línea, a través de 
la web, como puede ser el caso de la trans-
misión de productos digitalizados y acce-
sos a bases de datos, se caracteriza por la 
inexistencia de un actor muy relevante a los 
efectos de nuestro análisis ya que no inter-
viene la aduana . Por lo tanto, el desarrollo 
del comercio electrónico genera la erosión 
de las bases tributarias y, tal como se verá 
más adelante en el desarrollo de este traba-
jo, esto no afecta del mismo modo a los paí-
ses desarrollados que a los países en vías de 
desarrollo.

“En segundo lugar y, tal como fuera ex-
puesto, las consecuencias derivadas de In-
ternet conllevan la pérdida de capacidad 
de los fiscos de aplicar el sistema tributa-
rio tal como hoy se encuentra diseñado. En 
tal sentido, uno de los principales inconve-
nientes con que nos encontramos es cuál 
de los Estados intervinientes tendría potes-

  (3) DEL RÍO, Verónica, "El comercio electrónico y su 
impacto sobre la tributación: un primer acercamiento a 
su problemática", Checkpoint La Ley.
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tades para gravar las operatorias realizadas 
a través de Internet. Como es sabido, la po-
testad tributaria puede ser entendida como 
el poder coactivo estatal de compeler a las 
personas para que entreguen una porción 
de sus rentas o patrimonios, cuyo destino 
es el de cubrir las erogaciones que implica 
el cumplimiento de su finalidad de atender 
a necesidades públicas”.

Este aspecto no es de fácil aplicación por 
la vigencia de normas actuales, pero con-
sidero que, en el tratamiento de los casos 
concretos en el seno de los Organismos 
del Convenio Multilateral, se deberían re-
glamentar, en función de la realidad eco-
nómica, lo que significa admitir que está 
vendiendo en otra jurisdicción y ser parti-
cipe con los ingresos para la confección de 
los coeficientes, derogar la ficción creada 
por la res. interpretativa 82-03, no distin-
guir las operaciones entre ausente y entre 
presentes, establecer como lugar de atri-
bución de ingresos en donde el adquiren-
te recibe o consume el servicio.

No debemos dejar de decir que varias ju-
risdicciones provinciales están modifican-
do sus códigos fiscales provinciales, más 
precisamente en la definición del hecho 
imponible del impuesto a los Ingresos Bru-
tos, referido al tema que estamos tratan-
do, expresando que la comercialización de 
bienes y/o servicios que se desarrollen y/o 
exploten a través de cualquier medio elec-
trónico ya sea por plataforma o aplicación 
tecnológica, dispositivo, plataforma digital 
y móvil o similares, sencillamente denomi-
nada presencia digital en una determinada 
jurisdicción.

Entendemos que, con todas estas modi-
ficaciones, se elimina la colisión normativa 
actual y se esclarecen varios tipos de opera-
ciones que actualmente no encuentran so-
lución clara en el articulado vigente.

Finalmente, sobre este tema traigo como 
referencia lo sucedido en EE.UU., tema tra-
tado en doctrina citada  (4): “La Corte Su-

  (4) BRACCIA, Mariano F. (Director), "Tributación de 
la Economía Digital", Ed. Thomson Reuters, La Ley, 2019, 
p. 634.

prema de los EEUU revisó en ‘South Dakota 
v. Wayfair’ el alcance y validez de la regla 
de la presencia física, establecida en ‘Be-
llas Hess’ y ratificada por ‘Quill’. Con una 
apretada mayoría de 5 sobre 4 jueces, dejó 
sin efecto la jurisprudencia de ‘Quill’ para 
admitir la configuración de un nexo sus-
tancial bajo la Cláusula del Comercio, sin 
necesidad de que exista una presencia físi-
ca en el estado en cuestión”.

La expresión “presencia física” es lo 
que considero que en nuestro caso sería 
el sustento territorial, coincidente con lo 
que las jurisdicciones están poniendo en 
sus códigos fiscales con el término pre-
sencia digital.

En función de lo que estamos tratando, y 
lo que está sucediendo en cada jurisdicción 
provincial citamos    (5): “Trece provincias 
argentinas desde fines de 2018 han modifi-
cado los nexos para gravar los servicios di-
gitales prestados desde el exterior a sujetos 
ubicados o domiciliados en el territorio de 
aquellas.

“Los nuevos nexos son:

“a) la utilización económica del servi-
cio  en personas o bienes domiciliados, 
radicados o ubicados en el territorio pro-
vincial, p. ej., los casos de Córdoba Salta, 
San Juan, Chaco, Mendoza, Neuquén, La 
Pampa y Tucumán;

“b) la ‘presencia digital significativa’ (pro-
vincias de Buenos Aires y Córdoba).

“Es criticable el camino seguido por es-
tas provincias. Como hemos manifestado 
anteriormente, el respeto al orden cons-
titucional federal de la Argentina hubiera 
requerido de dos pasos legales. En primer 
lugar, extender la aplicación del hecho 
imponible ‘importación de servicios’ en 
el IVA para que el Estado federal recaude 
este impuesto por los servicios del exterior 
a consumidores finales que incompren-

  (5) VELTANI, Juan Darío (Director) y autores varios, 
"Aspectos Jurídicos de las aplicaciones de Plataformas", 
Thomson Reuters La Ley, p. 235.
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siblemente no estaban gravados hasta la 
reforma de 2017, y lo coparticipe con las 
provincias, lo cual se consiguió con la alu-
dida reforma (paso 1) y, en segundo térmi-
no, en el marco de una nueva ley federal 
de coparticipación —pendiente desde la 
reforma constitucional de 1994—, permi-
tir que las provincias puedan fijar un nue-
vo impuesto a los consumos específicos de 
servicios por internet efectuados desde el 
exterior, que quedaría excepcionado del 
recaudo de la no analogía con impuestos 
federales coparticipables (paso 2). Este 
nuevo impuesto otorgaría neutralidad al 
poner en un pie de igualdad a los opera-
dores nacionales y del exterior en la impo-
sición local”.

Esta situación que expresamos nos lleva a 
decir que la doctrina no está de acuerdo en 
aplicar lo indicado en párrafo que precede, 
personalmente considero que habría que 
avanzar vía de interpretación a efecto que 
la distribución de base se acerque lo más 
posible a la realidad comercial.

Sobre la adaptabilidad del comercio elec-
trónico, venimos hablando respecto del 
contribuyente, pero nos olvidamos de que 
el sujeto es activo y las administraciones tri-
butarias tienen que adecuarse. Así citamos 
a Jeffrey Owens  (6) con el subtítulo de “Los 
amplios principios de tributación que de-
ben regir el comercio electrónico”, que en 
parte pertinente menciona: “Tal vez cabe 
recordar, muy brevemente, las principales 
conclusiones de las condiciones marco. Es-
tas fueron:

“- Que las tecnologías que constituyen 
la base del comercio electrónico ofrecen a 
los gobiernos nuevas e importantes opor-
tunidades para mejorar el servicio al con-
tribuyente, y que se deben proseguir esas 
oportunidades;

“- Que los principios de tributación que 
dirigen a los gobiernos en relación con el 
comercio convencional, deberían adecua-
damente dirigir a los gobiernos en relación 

  (6) OWENS, Jeffrey, "El comercio electrónico y la tri-
butación", Bol N| 30 (1/2000) AFIP, p. 1.

con el comercio electrónico: siendo estos 
principios la neutralidad, eficiencia, certe-
za y simplicidad, efectividad e imparciali-
dad y flexibilidad;

“- Que dichos principios pueden ser im-
plantados para el comercio electrónico a 
través de las reglas tributarias existentes, 
aunque con cierta adaptación de estas úl-
timas;

“- Que no debe haber tratamiento tribu-
tario discriminatorio del comercio electró-
nico;

“- Que la aplicación de estos principios 
debe conservar la soberanía fiscal de los 
países, garantizar una justa repartición de 
la base tributaria entre los países y evitar la 
doble y no tributación que no sea intencio-
nal; y

“- Que el proceso de dar vida a estos prin-
cipios deberá involucrar una intensifica-
ción de la colaboración y consulta con las 
económicas fuera del área de la OCDE, con 
grupos de contribuyentes empresariales y no 
empresariales”.

II.2. Comisión bancaria y percepción ban-
caria

Este tema fue objeto de tratamiento en la 
Subcomisión de Normas en donde se con-
jugan las distintas jurisdicciones adheri-
das al Convenio Multilateral para sugerir 
resoluciones interpretativas a la Comi-
sión Arbitral, para una mejor aplicación 
del citado convenio, y que motivo la emi-
sión de la res. gral. interpretativa 7/2016, 
la que se refería a gastos como comisio-
nes e impuestos devengados, relacionados 
con la utilización de cuentas bancarias, 
las que son soportadas por los vendedo-
res o prestadores de servicios titulares en 
la jurisdicción en la que dichas cuentas se 
encuentran abiertas, esta fue objeto de re-
cursos por algunas provincias y finalmen-
te derogada por res. de Comisión Plenaria 
41/2016.
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Haciendo un esquema, la situación sería de la siguiente manera:

Jurisdicción de 
comprador

Jurisdicción de 
vendedor

Deposita pago en cuenta 
corriente del vendedor

Recibe el deposito por 
pago de la mercadería

Jurisdicción 
vendedor

Jurisdicción 
comprador

El deposito 
“viaja” de una 

jurisdicción a otra 

Genera una 
comisión bancaria

¿Es un gasto que se 
atribuye adónde?

Ambas jurisdicciones en base 
a algún criterio razonable

No hay duda de que el gasto denominado 
comisión bancaria es un gasto computable, 
si quisiéramos atribuirlo a la jurisdicción 
compradora por cuanto ahí es donde se de-
positó para “llevar el dinero” a otra juris-
dicción, no me parece razonable que sea la 
situación 1. En igual sentido seria la situa-
ción 2, apropiar el gasto a una jurisdicción 
vendedora o de radicación de la cuenta 
bancaria, sin dejar de desconocer que po-
dría inclusive estar participando una juris-
dicción que nada tiene que ver si es que la 
cuenta fue creada en otra jurisdicción, esta 
situación es la que se plasmó en la res. gral. 
interpretativa 7/2016 y que fue finalmente 
derogada. Existen muchos casos donde se 
trató en el seno de los Organismos del Con-
venio Multilateral y remitimos a su lectu-
ra  (7).

Con la llamada 3, tendríamos una situa-
ción intermedia donde se tendría que hacer 

  (7) RCA 38/12, RCA 7/18 y RCP 32/18.

participar ambas jurisdicciones, compra-
dora y vendedora en partes iguales, es un 
criterio razonable que debería ser objeto de 
reglamentación vía resolución interpretati-
va, no debemos dejar de aclarar que hacerlo 
operación por operación es algo muy com-
plejo para su aplicación, sería problemáti-
co. Lo interesante sería dar participación a 
las jurisdicciones donde se vendieron los 
productos o mejor dicho de donde provie-
nen los ingresos, es importante por cuanto 
existe un sustento territorial para las juris-
dicciones compradoras.

II.3. Fletes de compra

En su momento fue motivo de varias crí-
ticas, por cuanto cuando se hablaba de fle-
tes, se entendía que era el referido a ventas, 
pero como está escrito en el Convenio Mul-
tilateral, y la esencia del impuesto, se en-
tiende que el ejercicio de una actividad a 
título oneroso también estaría comprendi-
do el flete de compra, aspecto que es recep-
tado en el Convenio. Por eso recordemos lo 
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que dice el art. 3° del Convenio Multilate-
ral donde se establece que se computarán 
como gastos, “los sueldos, jornales y toda 
otra remuneración, combustibles y fuerza 
motriz, reparaciones y conservación, alqui-
leres, primas de seguros y en general todo 
gasto de compra, administración, produc-
ción, comercialización, etc.” (la itálica me 
pertenece).

Es un tema que fue discutido en tiempos 
pasados, hoy en día se puede decir que este 
tipo de gastos sin duda da sustento territo-
rial. Entre los efectos que han producido 
tales situaciones, es que los agentes de per-
cepción actúan percibiendo a pesar de que 
el comprador no entre en la jurisdicción 
vendedora. La Comisión Arbitral emitió la 
res. gral. 04/2011, para reglar la actuación 
de los agentes de percepción, pero duda-
mos que se esté cumpliendo en su aplica-
ción lo que sería motivo de análisis.

Finalmente debemos traer a colación los 
comentarios que hizo doctrina calificada 
con estos conceptos  (8) en sus conclusio-
nes del trabajo:

“1. Los numerosos temas de interpreta-
ción controvertida en el Convenio Multila-
teral del impuesto sobre los ingresos brutos 
y los pronunciamientos discordantes de 
los organismos llamados a intervenir, con-
figuran un crítico clima de inseguridad ju-
rídica para contribuyentes y jurisdicciones 
involucradas y, desde el punto de vista de 
los profesionales que trabajan en la mate-

  (8) SIMESEN DE BIELKE, Sergio — EGÜEZ, Hermo-
sinda, "Fletes de compras: problemas que se plantean en 
el Convenio Multilateral", DTE, Marzo 2011.

ria, una desagradable posición frente a sus 
comitentes cuando se llega a un ajuste pre-
tendido por alguna jurisdicción que entien-
de que ha sido erróneamente calculado el 
coeficiente unificado, perjudicándola. De 
allí que adherimos a la conveniencia de 
una reformulación del citado Convenio, 
adecuando sus normas al nuevo contexto 
de negocios y armonizando las interpreta-
ciones contradictorias.

“2. En particular, para la cuestión relativa 
a los fletes de compras, existen dos posicio-
nes opuestas: constituyen costo de los bie-
nes adquiridos (en cuyo caso conforman 
los denominados ‘gastos no computables’) 
o se entienden comprendidos dentro de los 
gastos de compras (conformando, para esta 
posición, ‘gastos computables’).

“3. Existen varios criterios a contemplar 
acerca de los fletes de compra, criterios que 
hemos clasificado como:

“a) contable;

“b) tributario;

“c) de la letra del Convenio Multilateral;

“d) de los Organismos de Aplicación;

“e) jurisprudenciales.

“Del análisis de cada uno de ellos se evi-
dencia una clara dificultad interpretativa 
que merece superarse, dejando de lado la 
puja de las jurisdicciones para ‘atrapar’ una 
porción mayor de base imponible y que 
colocan al contribuyente en rehén de las 
disputas internas”.
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Creo que los párrafos transcriptos son claros en mencionar los problemas que acarrean 
los fletes de compra y también lo explico gráficamente.

II.4. Pagos a cuenta del impuesto en jurisdicción compradora

En varias jurisdicciones provinciales se implementaron puestos de control fiscales que 
además de controlar el ingreso de mercadería desde el punto de vista sanitario, también 
efectúan controles de la carga que llevan respecto a la documentación respaldatoria, en el 
caso de Salta, existe la figura del decomiso, también cobran pagos a cuenta del impuesto 
sobre los ingresos brutos, el cual es su misión principal.

Jurisdicción de 
comprador

Abona el flete de compra

Esta la situación a tener en 
cuenta, es un gasto 

de compra

Efectos

• Se inscribe para no tener 
percepciones crecientes

• Abultado saldo a favor

• Es difícil demostración y 
cuantificación

• No siempre está documentado

Efectos

Esta situación sería normal y 
es un gasto de venta

Se hace cargo del flete

Jurisdicción de vendedor

Sería el sustento 
territorial para el 

comprador

Sería el sustento 
territorial para el 

vendedor
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Con sentido común deberíamos decir 
que el pago a cuenta debería estar a cargo 
del vendedor que está introduciendo mer-
cadería a otra jurisdicción.

Sucede que el flete está a cargo del com-
prador, se pretende decir, que, si se presen-
ta esta situación, entonces se entiende que 
el comprador fue a retirar o comprar mer-
cadería en otra jurisdicción. Por lo tanto, el 
pago a cuenta es por parte del comprador 
y no del vendedor, en ese momento no hay 
problema por cuanto las administraciones 
fiscales están cobrando, pero el circuito de 
seguimiento de la mercadería no sería el 
correcto, y con más razón si la venta es en 
los términos digitales o electrónica.

Siempre que hablamos de pagos a cuen-
ta, en este caso una detracción que se efec-
túa como un pago a cuenta en los puestos 
de control fiscal, sabemos que lo que siem-
pre ponemos como ejemplo son las que 
conocemos como retenciones o percep-
ciones, pero hablamos de pagos a cuen-
ta, nos parece apropiado citar la siguiente 
doctrina  (9): “Como si no bastara con tan-
tos regímenes de retenciones y/o percep-
ciones, las  jurisdicciones  han establecido 
una serie de ‘pagos a cuenta’, que ya no se 
encuadran en el circuito ni del pago, ni de 
la facturación.

“Uno de los regímenes más importan-
tes en estos rubros es el referido a los ‘pa-
gos a cuenta’ detraídos de los depósitos 
bancarios, y digo ‘detraídos’ porque nun-
ca se puede confundir un depósito banca-
rio con un hecho imponible que haga nacer 
la obligación jurídico-tributaria a la que 
debe hacer frente el contribuyente. Las ra-
zones por las que uno efectúa un depósito 
bancario obedecen al depósito de cheques 
por cobranzas por ventas, que pueden ser 
al contado o a plazo, a la liquidación de bie-
nes, y los fiscos no diferencian el momento 
del nacimiento del hecho imponible.

    (9) KARABEN, Raúl, "Regímenes de retenciones, 
percepciones y/o pagos a cuenta del Impuesto sobre los 
Ingresos Brutos", Doctrina Tributaria ERREPAR (DTE); 
Práctica Integral Buenos Aires (PIBA) XXXV, VI.

“Para la mayoría de las jurisdicciones 
del país, rige el sistema de ‘pagos a cuen-
ta’ bancarios o de recaudaciones bancarias 
—SIFERE—, el cual es ampliamente cono-
cido por los contribuyentes de todo el país.

“Pero el primer interrogante que nos sur-
ge es que este sistema no es un sistema de 
retenciones, está mal denominado;  es un 
régimen de recaudación que se aplica so-
bre las acreditaciones bancarias, pero ja-
más un régimen de retenciones.

“Ahora, si no es un régimen de retencio-
nes  ni de percepciones, es un régimen de 
‘pagos a cuenta’ o de recaudación, pero si lo 
denominamos así, las direcciones genera-
les de rentas no tendrían potestad jurídica 
delegada por los códigos fiscales provin-
ciales que solamente les da la potestad de 
establecer regímenes de retención y/o per-
cepción, nada dice de crear regímenes de 
‘pagos a cuenta’ o recaudación que esté 
en manos de terceros, que no sea el Orga-
nismo Fiscal. Este tema es tan rico que nos 
vemos en la obligación de volver en otro 
trabajo en el futuro”.

Queda en claro entonces que los pagos 
a cuenta que pudieran existir, y que au-
mentan también los saldos a favor de los 
contribuyentes deben estar bien definidos 
como retención o percepción y sino corren 
el riesgo de no estar con las definiciones 
que tenemos en los códigos fiscales pro-
vinciales.

III. Conclusión

El Convenio Multilateral, como norma de 
aplicación, es una herramienta muy bien 
pensada para evitar la doble o múltiple im-
posición, que salvo las situaciones comple-
jas que se presentan en la economía que 
puedan llevar a cambiar las interpretacio-
nes, como las que estamos tratando en el 
presente trabajo, considero que las decisio-
nes en los casos concretos, al no tener un 
hilo conductor en los distintos temas, se 
está dejando de lado la aplicación del prin-
cipio de razonabilidad.
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Yendo sobre el tema específico, abogo que 
en los años que vengan se pueda modificar 
el Convenio Multilateral o sacar resoluciones 
interpretativas que hagan practica la aplica-
ción del citado convenio y darles a los contri-
buyentes una mayor seguridad jurídica.

Me interesa concluir específicamente so-
bre la aplicación del Convenio en lo que se 
refiere al comercio electrónico, que la mo-
dificación que surja del Convenio o de las 
resoluciones interpretativas que se emitan, 
se complementen razonablemente con las 
modificaciones en los métodos de vender 
productos o servicios y que concluye en la 
forma de atribuir la base imponible a las 
distintas jurisdicciones en el Régimen Ge-
neral del Convenio Multilateral.

Me permito citar como conclusión final 
palabras del Dr. Ballesteros (10), ya que a 
pesar del tiempo pasado, algunas reflexio-
nes hoy las seguimos discutiendo.“Para 
comprender los problemas que esto plan-
tea debemos primero examinar los distin-
tos aspectos que la norma establece.

“En primer lugar, hay que tener presente 
que la atribución de la base imponible debe 
estar respaldada por las respectivas cons-
tancias que hagan perfectamente demos-
trable el criterio seguido, ante los fiscos que 
eventualmente la verifiquen.

“A tal fin, el modo de formalizar las opera-
ciones puede hacerlas difícilmente demos-
trables. Si se hacen por correspondencia, 
posiblemente se conserve y podrá probar-
se que esas operaciones se realizaron por 
dicho medio; si se hacen por telegrama o 
teletipo también es probable que se tenga 
la constancia; pero preguntarse cómo se 
prueba a un Fisco que una venta se ha reali-
zado por medio de una llamada telefónica.

“Veamos este ejemplo: una operación 
comercial, se formaliza con un cliente que 
se domicilia, supongamos en la provincia 
de Jujuy. De dicha jurisdicción envían una 
nota notificándole al vendedor que es con-
tribuyente. Este puede atribuir el ingreso a la 

  (10) BALLESTEROS, Eduardo D., "Aspectos controverti-
dos del Convenio Multilateral", DT II 08-83-Errepar, p. 129.

provincia de Jujuy y con ello cree haber solu-
cionado el problema. Pero ¿qué hace cuan-
do mañana la Municipalidad de la Capital 
Federal realice una verificación y pretenda 
que demuestre que esa venta la ha realizado 
mediante un llamado telefónico a o desde 
la provincia de Jujuy? En alguna forma tiene 
que estar cubierto en ambas jurisdicciones, 
no es una sola. Porque mientras no se san-
ciones el Protocolo Adicional y aun cuando 
este sea sancionado, van a seguir los pro-
blemas y se puede encontrar con un grave 
perjuicio patrimonial ante los regímenes de 
actualización que tenemos vigentes en las 
jurisdicciones adheridas al Convenio.

“Claro, lo más adecuado sería que las ventas 
por correspondencia y similares fueran eli-
minadas del Convenio porque complican la 
aplicación del instrumento y no allegan ma-
yores recursos a las jurisdicciones del interior. 
Pero si eso no fuera así, se me ocurre que ante 
todo es elemental que, a través de la modifi-
cación del Convenio, que sería lo más idóneo, 
o a través de una resolución de la Comisión 
Arbitral, se fije en primer lugar taxativamen-
te, cuáles son los medios por los cuales deben 
formalizarse las operaciones en estos casos, 
para quedar dentro del ámbito del Conve-
nio. Y en segundo, que los medio que se fijen, 
como decimos, no en forma enunciativa sino 
taxativamente, sean de índole tal que resulten 
demostrables por el contribuyente y que no 
quede librado a criterio del Fisco o del con-
tribuyente, Es decir que esto debe surgir con 
plena certeza. Este es el primer problema que 
plantea esta figura que estamos analizando”.

Traer a colación expresiones del Dr. Ba-
llesteros implica que ya se veía en tiempos 
pasados lo que está sucediendo actualmen-
te, si bien la citada doctrina no está de acuer-
do con la figura que se implementó en el 
Convenio Multilateral, en lo particular con-
sidero que esta fue introducida en un mo-
mento que no era oportuno, pero hoy no 
podemos dejar de reconocer que los tiem-
pos han cambiado y que la modificación del 
Convenio se impone urgente, o bien la emi-
sión de resoluciones interpretativas con un 
sentido razonable que esté a la altura de los 
cambios tecnológicos y comerciales que se 
produjeron.
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I. Introducción

En el presente trabajo abordaremos una problemática  (1) en materia del impuesto so-
bre los ingresos brutos (ISIB en adelante) que se suscita cuando un sujeto local vende a 
terceros países mercaderías que no transitan por nuestro país, sino que son enviadas di-
rectamente desde un tercer país (de origen) al país consumidor.

Para graficar lo expuesto hemos confeccionado el siguiente esquema:

TRIANGULACIÓN DE VENTAS A TERCEROS PAÍSES

(*) Profesional independiente.

(1) No forma parte del alcance de este trabajo el análisis de otras aristas impositivas inherentes a este tipo de tran-
sacciones tales como la configuración de un EP (Establecimiento Permanente) en el exterior; liquidación de divisas; 
precios de transferencia; entre otras cuestiones que el lector deberá analizar adicionalmente y según las característi-
cas del caso en particular.
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Es pertinente aclarar que el vínculo jurídico y/o económico existente entre las partes es 
indistinto para nuestro análisis, y que el fabricante del exterior puede o no pertenecer al 
mismo país del sujeto comprador.

Asimismo, una variante al esquema anterior consiste en que el comprador fuese tam-
bién un sujeto local (residente argentino) que solicita la entrega en el exterior a sus clien-
tes o para su propio consumo en una filial o establecimiento propio del exterior:

VENTAS DE MERCADERÍAS A CLIENTES LOCALES ENTREGADAS EN EL EXTERIOR (*)

(*) Este esquema en rigor puede tener dos variantes, una consistiría en la entrega en el exterior 
para uso o consumo del comprador argentino en un establecimiento propio. La segunda alternati-
va es la reventa por parte del comprador a un sujeto del exterior (cliente), sea este una sociedad del 
grupo o tercero independiente, es indistinto. Vale aclarar que, en la primera alternativa no necesa-
riamente habrá facturación al exterior por parte del comprador.

Nótese que, bajo este esquema, el problema puede replicarse para el comprador local si 
factura a un sujeto del exterior (sea vinculado o no) la reventa de la mercadería. Es válido 
aclarar, dado que más adelante veremos la comparación con el impuesto al valor agrega-
do (IVA) en ciertos antecedentes, que en ninguna de las alternativas se configura el objeto 
de este último impuesto, puesto que la mercadería se encuentra localizada fuera del terri-
torio argentino  (2).

II. El hecho imponible en el ISIB y el sustento territorial

Recordemos que este impuesto lleva como nombre su base imponible pero su hecho 
imponible consiste en el ejercicio habitual —en una o más jurisdicciones de nuestro 
país— del comercio, industria, profesión, oficio, negocio, locaciones de bienes, obras o 
servicios, o de cualquier otra actividad a título oneroso, cualquiera sea la naturaleza del 
sujeto que la preste.

  (2) La única diferencia consistirá en un aspecto formal de facturación, en el primer esquema el vendedor confec-
cionará una factura "B" sin IVA y en el segundo le facturará al comprador con un documento tipo "A" también sin IVA. 
Obviamente, si el comprador argentino revende a un cliente del exterior nos encontraremos en el supuesto del primer 
esquema.
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A su vez, las exportaciones de bienes se 
encuentran exentas o no alcanzadas  (3) en 
todas las jurisdicciones. Mientras que, en 
la mayoría de las jurisdicciones, también 
se encuentran exentas o no alcanzas las ex-
portaciones de servicios.

En términos generales, por no decir de 
manera unánime, podemos aseverar que 
la doctrina concuerda en que la obligación 
tributaria nacerá respecto de un determi-
nado contribuyente en tanto se verifiquen, 
respecto de él, los aspectos objetivo, subje-
tivo, espacial y temporal del hecho impo-
nible, a menos claro está que sea aplicable 
una exención.

Por su parte, las exenciones se establecen 
respecto a hechos que están dentro del ob-
jeto del impuesto, pero que han sido deli-
beradamente excluidos por el legislador. 
Mientras que, las exclusiones obedecen a 
situaciones que no están dentro del objeto 
del impuesto, por no cumplirse alguno de 
los requisitos para configurar el hecho im-
ponible.

Normalmente en los códigos fiscales, 
las exclusiones de objeto en el ISIB se re-
lacionan a actividades esporádicas, a títu-
lo gratuito o que no se desarrollan en esa 
jurisdicción provincial. Según la doctrina 
mayormente aceptada, es una técnica le-
gislativa inadecuada la adoptada en cier-
tos códigos, de incluir a las exportaciones 
dentro de las exclusiones de objeto, puesto 
que en rigor se tratan de actividades desa-
rrolladas en jurisdicción provincial, habi-
tuales y a título oneroso, y por lo tanto se 
encuentran de manera indubitable dentro 
del objeto del tributo a menos que se esti-
pule su exención. Claro está que, a efectos 
prácticos para los contribuyentes es indis-
tinto puesto que no gravaran en ninguno 
de los dos casos las exportaciones, pero no 
es una distinción menor para analizar otras 
situaciones como las que nos toca en este 
trabajo.

  (3) Un caso particular es el de la provincia de Misio-
nes que hasta el período fiscal 2017 gravaba las exporta-
ciones de bienes y que con buen criterio decidió volver a 
eximirlas recientemente.

En cuanto al aspecto espacial, destacada 
doctrina  (4) ha dicho: “... El sustento terri-
torial, en definitiva, es el requisito conteni-
do en la definición del hecho imponible por 
el cual, para que él se configure, o sea, para 
que el Fisco respectivo pueda pretender el 
tributo, la actividad debe haberse ejerci-
do de manera efectiva, física, tangible, en 
el territorio de que se trate. Naturalmente, 
las constantes innovaciones tecnológicas y 
en los modos negociales, imponen una ac-
titud interpretativa atenta a las nuevas rea-
lidades, en cuanto se trate de apreciar la 
configuración de este supuesto de hecho 
integrante del hecho imponible, para lo 
cual volvemos sobre lo anterior, será impor-
tante reparar en 'la índole' de la actividad y 
en la modalidad adoptada en el caso...”.

Este requisito imprescindible delimita los 
límites territoriales de cualquier impuesto, 
y por ende los alcances de la potestad tri-
butaria de la autoridad fiscal. Sobre esta úl-
tima cuestión gira la problemática de este 
trabajo, puesto que el entendimiento en 
cuanto al lugar de desarrollo de la actividad 
gravada, es lo que definirá su suerte.

El problema se origina en el desdobla-
miento entre la actividad de comerciali-
zación (sea esta una concertación entre 
presentes o ausentes) y la localización de la 
mercadería objeto de la transacción.

Una primera aproximación —dada la 
particular situación de que las mercade-
rías no transitan por nuestro país— puede 
llevarnos a una apresurada conclusión en 
cuanto a la no gravabilidad en el ISIB, ante 
una supuesta falta de territorialidad.

Sin embargo, como veremos, desde la óp-
tica de ciertos fiscos provinciales al existir el 
despliegue de actividades vinculadas a esas 
ventas —tales como funciones de adminis-
tración y/o comercialización— en territorio 
nacional, se configuraría el hecho imponi-
ble a pesar de que la tradición de la cosa su-
ceda fuera de los límites de nuestro país.

    (4) BULLIT GOÑI, Enrique, "Impuesto sobre los In-
gresos Brutos", Ed. Depalma.
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III. Jurisprudencia administrativa

En este apartado comentaremos su-
cintamente los principales antecedentes 
administrativos mediante los cuales las 
direcciones de Rentas del fisco porteño y 
bonaerense han esbozado sus opiniones 
respecto a situaciones similares a las trata-
das en este artículo, que adelantamos, en 
todos sus casos se inclinan hacia su grava-
bilidad:

- Res. (DGR) 834/2006: a través de esta re-
solución Rentas de la Ciudad (actualmente 
AGIP) ratifica su opinión  (5) para un caso 
concreto, respecto a la procedencia en la 
gravabilidad del impuesto sobre la reventa 
a clientes locales de pinturas entregadas en 
el exterior (compradas a una empresa per-
teneciente al grupo económico del vende-
dor), bajo el argumento de que la actividad 
de comercialización se desarrolla en el país 
dado la vigencia de acuerdos comerciales 
con sus clientes que así lo estipulaban.

Adicionalmente, de la documentación de 
soporte surge que el cliente no paga el pro-
ducto a quien se lo entrega en el exterior 
sino a quien se lo factura, es decir la em-
presa argentina en cuestión, quien a su vez 
abona la factura al proveedor del exterior 
considerándola como un costo de la venta.

Asimismo, el fisco argumenta que existe 
un acuerdo comercial con el cliente que se 
ha concretado en la Argentina para respon-
der a necesidades específicas en el exterior 
y evitar el traslado desde nuestro país.

- Informe técnico (ARBA) 19/2012: en este 
antecedente el fisco de la provincia de 
Buenos Aires opina respecto a operacio-
nes de compraventa de mercaderías en el 
exterior, llevadas a cabo por un sujeto lo-
cal y comercializadas a través de su web 
con servers radicados en el exterior, con-
cluyendo en cuanto a su gravabilidad en 
el impuesto bajo el argumento de que la 
actividad se desarrolla en nuestro país sin 
importar la localización de los bienes co-

  (5) Informe técnico 385 DAT, DTT-DGR-2004.

mercializados y/o del server donde se re-
ceptan los pedidos.

Adicionalmente, el fisco provincial, ade-
más, de argumentar que existe sustento en 
su provincia, aclara por las dudas que la 
modalidad operativa examinada no resulta 
de ningún modo equiparable a la actividad 
de importar y luego exportar.

- Informe técnico (ARBA) 2/2014: el fisco 
bonaerense ratifica el criterio del informe 
anterior, en esta oportunidad dictaminó 
respecto a un contribuyente que concerta-
ba ventas en la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires con clientes locales respecto a 
mercadería comprada y entregada íntegra-
mente en el exterior.

Adicionalmente, el fisco rebatió la analo-
gía pretendida por el contribuyente con el 
IVA, dado que este último impuesto toma 
en consideración la ubicación de los pro-
ductos, en cambio, en opinión de ARBA 
este punto no es relevante para la configu-
ración del hecho imponible en el ISIB.

Asimismo, ARBA también sostuvo a su 
favor que el propio contribuyente describe 
el “carácter presencial” de las operaciones 
según los contratos firmados, por ende, la 
concertación se efectúa entre presentes en 
la CABA (donde posee su administración) y 
que por lo tanto “la ejecución” de las ope-
raciones no se materializa totalmente en el 
exterior (como alegaba la contribuyente) 
sin punto de conexión con el territorio pro-
vincial o nacional.

El fisco sostiene que hay sustento territo-
rial y que a los efectos de la atribución de 
ingresos en el marco del Convenio debe ha-
cerse bajo un criterio que tenga en cuenta 
la jurisdicción local vehículo de la concre-
ción de la operatoria.

IV. Doctrina

Una interesante opinión   (6) doctrinaria 
en sentido contrario al informe de Rentas 

    (6) KOSS, Ricardo, "Ingresos Brutos. Territorialidad 
del impuesto. Lugar de desarrollo de la actividad", Doc-
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de la Ciudad comentados ut supra, se sus-
tenta en la tesitura de que las ventas sobre 
mercaderías localizadas en el exterior no 
deberían quedar alcanzadas por el tribu-
to, aun cuando la concertación de la ope-
ración se realice en el territorio nacional, 
ya que de lo contrario se estaría contrarian-
do la decisión de la CS en la causa “Que-
brachales Fusionados”    (7) donde nuestro 
máximo tribunal sostuvo que la facultad re-
conocida a las provincias no comprende el 
comercio exterior.

No obstante, como veremos más adelan-
te, esta postura de la Corte dio un giro de 
ciento ochenta grados con el tiempo.

Asimismo, también existe calificada doc-
trina    (8) en disidencia con el fisco bo-
naerense, en concreto respecto al Informe 
(ARBA) 19/2012 comentado antes, bajo el 
fundamento de la inexistencia de un “nexo 
territorial” y la similitud de este tipo de 
operaciones a las exportaciones.

Al respecto los autores opinan que, no 
hay dudas en cuanto a que, si la mercade-
ría fuese despachada a la plaza local para 
luego ser exportada, el impuesto no se apli-
caría. Por el absurdo, la conclusión del in-
forme lleva indirectamente a que el ISIB 
se transforme en un gravamen aplicable 
sobre operaciones internacionales que no 
reconozcan la nacionalización de la merca-
dería; o, lo que es lo mismo, que el impues-
to estaría estructurado para incentivar ese 
despacho a plaza, lo que a todas luces re-
sulta una justificación forzada y un despro-
pósito. También aseveran que la operatoria 
es equivalente a una prestación de servicios 
a un sujeto del exterior (p. ej., el fabricante 
de la mercadería).

Sin embargo, no hemos hallado ca-
suística judicial que haya avalado estas 

trina Tributaria Errepar (DTE), febrero 2006.

   (7) CS, 21/07/1971, "Quebrachales Fusionados ICSA 
c. Provincia del Chaco s/ repetición".

  (8) GEBHARDT, Jorge - MALVITANO, Rubén, "Activi-
dades sin nexo territorial frente al impuesto sobre los in-
gresos brutos", Doctrina Tributaria Errepar (DTE), marzo 
2014.

posturas doctrinarias favorables a los 
contribuyentes.

V. Jurisprudencia judicial

Si bien, como hemos dicho, no se obser-
van antecedentes judiciales directos, consi-
deramos útil para arribar a una conclusión 
sobre el problema, analizar ciertos fallos 
que versan sobre el principio de territoria-
lidad y el comercio internacional en el ISIB.

En un antiguo fallo de Cámara    (9) en el 
cual se discutía si el ISIB afectaba o no la 
cláusula comercial de la Constitución Nacio-
nal en lo relativo al comercio internacional, 
se concluyó sobre la gravabilidad de la acti-
vidad desplegada por una empresa, la cual 
consistía en “... la importación de maderas 
provenientes en especial de la República de 
Brasil, y también de Suecia y de Trieste, que 
transportadas por vía marítima son descar-
gadas en el puerto de Buenos Aires y vendi-
das al costado del buque...”.

Dicho antecedente resulta interesante 
puesto que para decidir si se desarrollaba 
actividad en la CABA, y por ende la potes-
tad del fisco porteño para gravar las ventas 
en cuestión, la Cámara hizo hincapié en 
el hecho de que la mercadería había sido 
descargada en el puerto y seguidamente 
vendida al costado del buque, es decir que 
la madera estaba situada en territorio por-
teño.

Por otra parte, en el fallo “Quebracha-
les”  (10) la Corte tachó de inconstitucional 
las normas provinciales que gravaban las 
exportaciones por interferir en el comercio 
exterior, potestad que pertenece al gobier-
no nacional según nuestra Carta Magna: 
“Que no se deja de advertir que las pro-
vincias tienen una amplia facultad impo-
sitiva dentro de su territorio y que es justo 
y lógico que traten de recaudar los fondos 
necesarios para el desarrollo de sus activi-
dades estatales, a cuyo fin deben recurrir a 
la materia imponible dentro de su propio 

  (9) CNCiv., sala D, 01/02/1973, "Maderera Posadas SA".

  (10) CS, 21/07/1971, "Quebrachales Fusionados ICSA 
c. Provincia del Chaco s/ repetición".
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ámbito, es decir que se justifica que exijan 
las contribuciones pertinentes a socieda-
des que, como ocurre con la actora, produ-
cen mercaderías en fábricas allí instaladas; 
pero lo que no pueden es valerse de un me-
canismo como el que rige el impuesto a 
las actividades lucrativas, es decir: tomar 
como base imponible ventas realizadas por 
esas compañías al exterior del país, porque 
de esa manera interfieren las provincias en 
el comercio internacional y prácticamente 
gravan la exportación, con lo cual se toman 
atribuciones que son exclusivas del Con-
greso Nacional. Ello quiere decir que el im-
puesto cuya devolución se pide en autos se 
aplicó en trasgresión a los arts. 67, incs. 1º y 
12, y 108 de la CN”.

Sin embargo, esta línea argumental de 
la Corte Suprema viró radicalmente con el 
caso “Indunor SA”  (11), donde señaló: “No 
cabe confundir hecho imponible con la 
base de la imposición, pues el primero de-
termina y da origen a la obligación tributa-
ria, mientras que la segunda no es más que 
el elemento a tener en cuenta para cuantifi-
car dicha obligación. El primero se dirige al 
mero desarrollo de una actividad con fin de 
lucro, la segunda atiende al precio de ven-
ta de los productos como índice razonable 
para medir la riqueza producida, por lo que 
no puede cuestionarse la legitimidad cons-
titucional del acto de imposición por com-
putar dicha base para establecer el monto 
del tributo... la gabela así percibida será vá-
lida y legítima en tanto no grave específica-
mente actividades extraterritoriales y no se 
imponga con motivo o como requisito para 
permitir la salida de los productos del ám-
bito territorial”.

Luego, en reiteradas oportunidades, la 
Corte sostuvo firmemente esta postura:

- “Las provincias tienen facultades con 
fundamento en principios constitucionales 
para gravar las actividades lucrativas desa-
rrolladas en su territorio, sin que esa potes-
tad encuentre impedimento en el hecho 
de que los bienes afectados pudieran ex-

    (11) CS, 13/09/1973, "Indunor SA c. Provincia del 
Chaco".

portarse o estén destinados a esa finalidad, 
pues no se ha gravado la exportación mis-
ma, ni el impuesto ha sido establecido con 
motivo o a raíz de ella”  (12).

- “Que en virtud de lo expresado, no ha-
biéndose probado que el impuesto discu-
tido se aplique únicamente en ocasión de 
extracción de mercaderías para su exporta-
ción, ni que la ley local entorpezca o impi-
da la circulación de aquellas, corresponde 
desestimar esta repetición”  (13).

Vale aclarar que, estos antecedentes han 
sido emitidos durante la vigencia del im-
puesto sobre las “actividades lucrativas” 
(antigua denominación del ISIB), y en su 
momento consagraron la potestad de las 
provincias para gravar operaciones de co-
mercio exterior, en particular las exporta-
ciones.

Sin embargo, posteriormente, la adhe-
sión de las provincias a Ley de Copartici-
pación Federal de Impuestos, implicó en 
materia de exportaciones y a efectos de fa-
vorecer su competitividad, el compromiso 
a no hacer recaer el ISIB respecto a este tipo 
de ingresos  (14).

Consecuentemente las provincias fueron 
incorporando en sus códigos la exención o 
exclusión (según la técnica legislativa adop-
tada) de las exportaciones, para alinearse al 
consabido principio de tributación “en el 
país de destino” emanado del tratado del 
GATT/OMC, al que nuestro país ha adhe-
rido, y que en virtud de la última reforma 
constitucional posee rango supra legal y, 
por ende, es de aplicación obligatoria  (15).

    (12) CS, 28/11/1978, "Elías Moos SA c. Provincia de 
Buenos Aires".

  (13) CS, 02/04/1985, "Marwick SA c. Provincia de Mi-
siones".

   (14) KACENELSON, Anabela, "Tributación de servi-
cios internacionales en impuestos a los consumos", DTE, 
agosto 2016.

  (15) HALLEY CABRERA, Luis, "Los alcances de la im-
posición provincial sobre los ingresos brutos", DTE, julio 
de 2008.
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Por último, en un antecedente más cerca-
no, el Tribunal Fiscal de Apelaciones  (16) 
de la Provincia de Buenos Aires se expidió 
en una causa —que recaía sobre un provee-
dor de alimentos a compañías aéreas— a 
favor del fisco bonaerense en su pretensión 
de aplicar percepciones del ISIB sobre sus 
clientes que desarrollaban la actividad de 
transporte internacional (exenta).

Para justificar su decisorio, el tribunal 
consideró que había sustento territorial y 
remarcó que la Corte ha sostenido que las 
provincias pueden gravar la riqueza produ-
cida en su territorio, aunque una parte de 
ella trasponga sus fronteras a condición de 
que el gravamen no sea discriminatorio, o 
de algún modo impida o dificulte activida-
des interjurisdiccionales.

VI. Conclusión

Hemos visto que, de acuerdo con la pos-
tura de al menos dos de los principales fis-
cos provinciales, si un sujeto local lleva 
adelante funciones de administración y/o 
comercialización en nuestro país, a efectos 
de concretar ventas de mercaderías situa-
das en el exterior —que en ningún mo-
mento circulan por nuestro territorio—, 
igualmente se configuraría el hecho impo-
nible en el ISIB puesto que se estarían de-
sarrollando actividades a título oneroso en 
nuestro país vinculadas a tales ventas, inde-
pendientemente de la modalidad de con-
certación y/o ubicación del cliente.

    (16) TFBA, sala III, 20/04/2017, "Gate Gourmet Ar-
gentina SRL".

Si bien compartimos las posturas doc-
trinarias en cuanto a lo absurdo e injus-
tificable que resulta gravar este tipo de 
transacciones que pertenecen a la órbita 
del comercio internacional, lo cual colisio-
na con la regla del “país de destino”, se re-
quiere de una modificación legislativa que 
estipule la exclusión taxativamente, como 
sucedió con el caso de las exportaciones, 
debido a que como sabemos la analogía no 
resulta aplicable en materia de exenciones.

Por lo expuesto, para no tributar sobre 
ellas y a su vez evitar controversias con los 
fiscos provinciales, los contribuyentes tie-
nen a priori dos salidas, una es nacionalizar 
las mercaderías a través de su importación 
para luego exportarlas, de manera de obte-
ner la exención por exportación.

El problema de esta solución es que, ade-
más de los costos fiscales (v.gr.: tasas, aran-
celes, etc.) adicionales que ocasionaría, se 
perderían los beneficios en la logística co-
mercial que normalmente se busca con 
este tipo de transacciones, tales como la 
mejora en los tiempos y costos de entrega.

La segunda opción consistiría en instru-
mentar estas operaciones de manera tal 
que se configure la concertación (v.gr., a 
través de un representante de ventas) en el 
exterior, y de ese modo evitar el “nexo terri-
torial”. Claro está que, esta última alternati-
va conlleva la ponderación de otros efectos 
fiscales y comerciales como, p. ej., la confi-
guración de un EP en el exterior, que exce-
den el marco de este trabajo.
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Opinión

Publicación de las ordenanzas 
municipales en la provincia  
de Buenos Aires: a propósito de 
pronunciamientos de la Suprema 
Corte

Gastón Vidal Quera (*)

En el artículo el autor analiza el estado actual de las controversias suscitadas en el tributo de 
derecho de publicidad y propaganda en la provincia de Buenos Aires, analizando la norma-
tiva municipal correspondiente y los pronunciamientos de la Suprema Corte de la provincia.

I. El tema

A raíz de recientes pronunciamientos de 
la Suprema Corte de la provincia de Buenos 
Aires relacionados con la publicación de las 
ordenanzas municipales y los derechos por 
publicidad y propaganda, se analizará el 
tema, su estado actual y la controversia que 
generan esta clase de tributos municipales.

II. ¿Qué son los derechos por publici-
dad y propaganda? Potestades para su 
cobro

Esta clase de tributos generaron muchas 
controversias hace varios años ya que mu-
chos municipios, de la mano de tercerizar 
su cobro, empezaron a reclamar por publi-
cidad exterior e interior, así como también 
al “beneficiario” de la marca que no estaba 

ubicado en el ejido municipal y respecto a 
quien se distribuían sus productos.

Primero hay que analizar su naturaleza 
jurídica, si se trata de tributos o no.

En primer lugar, cómo están reguladas 
dentro de las ordenanzas fiscales de todos 
los municipios, los derechos de publicidad 
y propaganda tienen un indudable carácter 
tributario. Lo que debe definirse es si se tra-
ta de impuestos, tasas o contribuciones es-
peciales.

Comparto con la doctrina en entender 
que los derechos de publicidad y propa-
ganda son tasas, por retribuir la prestación 
por parte del municipio del servicio de con-
trol de la uniformidad y estética del espacio 
público y la preservación de la salubridad 
visual y sonora, por la instalación de ele-
mentos publicitarios o para evitar cualquier 
otro efecto pernicioso que pudiera derivar-(*) Profesional independiente.
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se de carteles, estructuras, publicidad mó-
vil, propaganda escrita o gráfica.

Se ha dicho con acierto acerca de los de-
rechos por publicidad y propaganda: 

“[S]e aplican sobre la colocación, ins-
cripción o circulación de avisos, letreros, 
chapas, escudos, volantes y cualquier otra 
publicidad o propaganda efectuada en la 
vía pública, siempre y cuando exista un 
asiento territorial en el ámbito del ejido 
municipal. Para las municipalidades de la 
provincia de Buenos Aires es necesario que 
la publicidad o propaganda se realice con 
fines lucrativos y comerciales: así lo dispo-
ne el art. 226, apart. 8, del dec.-ley 6769/58 
y sus modificaciones - Ley Orgánica Muni-
cipal”  (1).

Así las cosas, también se entiende que 
“[e]n general, se admite la procedencia de 
este tributo cuando se trata de gravar la 
existencia de elementos publicitarios insta-
lados en la vía pública o en el exterior de un 
local, sea con el concepto de precio público, 
o como tasa. En tanto tasa, el cobro de dicho 
tributo se justifica por la actividad municipal 
de policía de la publicidad, por estar facul-
tados para controlar su contenido, en cuan-
to al decoro de la publicidad y a las buenas 
costumbres, como también respecto de la 
seguridad de los elementos publicitarios 
ubicados en el ejido municipal, que apun-
ta a colocarlos en debida forma, para evitar 
caídas, como también impedir que obstacu-
licen las señales de tránsito” (2).

Y asimismo sostiene que “el problema se 
inicia cuando, con fines recaudatorios, los 
municipios hacen reclamos en concepto de 
publicidad y propaganda respecto no solo 
de los elementos publicitarios existentes en 
la vía pública, sino también sobre los que 
se vean desde la vía pública o lugares de ac-

    (1) ALMADA, Lorena, "Análisis de los últimos pre-
cedentes en materia de derechos de publicidad y pro-
paganda", Doctrina Tributaria ERREPAR (DTE), Tomo 
XXXV, febrero 2014

  (2) "Aplicación de las normas tributarias en el espa-
cio", por TEIJEIRO, Guillermo O., en "Tratado de Tributa-
ción", Ed. Astrea, 2003, t. I, p. 875.

ceso público. Así se intenta tributar por ele-
mentos publicitarios ubicados adentro del 
local”  (3).

Cabe destacar que el pago de los citados 
tributos resulta procedente en los casos en 
los cuales se coloca publicidad en la vía pú-
blica en jurisdicción municipal. Eso incluye 
el caso en el cual esta se encuentra en los 
carteles colocados en los frentes y paredes 
exteriores de los comercios y con tal moti-
vo son visibles desde la vía pública. En tales 
casos entiendo es una tasa que se cobra por 
la autorización, por la policía municipal de 
la moralidad, etc. Otro de los fundamentos 
está dado por el uso del espacio público de 
jurisdicción municipal que efectúa el parti-
cular al colocar los elementos publicitarios.

Pero en muchos casos los municipios 
reclamaban los derechos de publicidad y 
propaganda por elementos publicitarios 
colocados en el interior de los comercios, 
algo que aún hoy en día algunas jurisdic-
ciones, no en el caso de la provincia de Bue-
nos Aires, siguen exigiendo.

Cuando se trata del interior de un inmue-
ble de propiedad particular, el propietario 
(o en su caso el locatario, usufructuario, 
concesionario, etc.) tiene de por sí el de-
recho de colocar la publicidad que de-
see, y también el derecho de impedir que 
cualquier otro coloque la publicidad. Se 
comprende entonces que la pretensión 
municipal de percibir tales derechos, en 
tales casos constituye un absurdo, además 
del hecho de no prestarse servicio alguno.

En ese sentido la Comisión Federal de Im-
puestos en la res. 562 de fecha 17/08/2011 
(“Ondabel SA c/ Municipalidad de Guay-
mallén-Pcia. de Mendoza s/ Derecho de 
publicidad y propaganda”) consideró: “Nos 
inclinamos por sostener que se acerca más 
a identificarse con el Impuesto a las Ganan-
cias que con el IVA: es evidente en cuanto 
a la identificación del sujeto pasivo (la fir-

  (3) MARCOS, Laura M. — ÁLVAREZ ECHAGÜE, Juan 
Manuel, "Derechos de publicidad y propaganda: juris-
prudencia de la Corte Suprema de Justicia"; PET 2013 
(abril-512).
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ma que publicita sus productos) y a la im-
posible traslación a los precios, como podrá 
ocurrir con el último de los tributos ... Por 
consiguiente, consideramos que en el su-
puesto de hecho que se nos presenta ... se 
encuentra en pugna con el régimen de co-
participación federal de impuestos ... b) En 
el caso de la publicidad y propaganda por 
anuncios o anaqueles colocados en el in-
terior de los locales comerciales es un im-
puesto y, como tal, análogo al Impuesto a 
las Ganancias”; para finalmente resolver: 
“Declárese al tributo previsto en el art. 164 
y ss. del Código Tributario del municipio 
de Guaymallén, Pcia. de Mendoza, apro-
bado por la ordenanza general tributaria 
para el ejercicio 1977 —respecto de su apli-
cación por dicha actividad en el interior de 
los locales comerciales—, en pugna con el 
régimen de coparticipación federal de im-
puestos”. Idéntico temperamento y resolu-
ción tuvo lugar en el Expediente N° 777/10: 
Laboratorio Cuenca SA c/ Municipalidad 
de Guaymallén - Pcia. de Mendoza s/ Dere-
cho de publicidad y propaganda, de fecha 
17 de agosto 2011.

En conclusión, la potestad municipal no 
puede nunca abarcar o comprender publi-
cidad o elementos publicitarios en el inte-
rior de locales comerciales por cuanto no se 
puede cobrar ninguna clase de tributos so-
bre estas por estar ello en pugna con el ré-
gimen de coparticipación federal a criterio 
de la Comisión Federal de Impuestos y no 
poder prestarse ninguna clase de servicio.

Además en la provincia de Buenos Aires 
si bien la Ley Orgánica de Municipalida-
des dispone dentro de los recursos munici-
pales en el art. 226 inc. 8°: “Colocación de 
avisos en el interior y exterior de tranvías, 
vehículos en general, estaciones de ferro-
carril, teatros, cafés, cinematógrafos, y de-
más establecimientos públicos, colocación, 
inscripción o circulación de avisos, letreros, 
chapas, banderas de remates, escudos, vo-
lantes, y toda otra publicidad o propaganda 
escrita u oral hecha o visible en la vía públi-
ca con fines lucrativos y comerciales”.

En definitiva el resumen actual del tema, 
la publicidad exterior para poder ser grava-

da debe serlo con una tasa efectiva, real y 
con una concreta prestación de un servi-
cio divisible y no puede cobrarse por publi-
cidad que se la conoce como “interior”, lo 
que entiendo que se aplica a la provincia de 
Buenos Aires y a la totalidad de las jurisdic-
ciones.

III. La necesidad de publicación de las 
ordenanzas municipales: estado actual 
del tema en la provincia de Buenos Aires

La publicación de las ordenanzas muni-
cipales, su obligatoriedad o no y por qué 
medios, es una cuestión que ha generado 
bastante litigiosidad y controversias entre 
los fiscos municipales y los contribuyentes.

La difusión y conocimiento de ordenan-
zas municipales (fiscales e impositivas) que 
establecen tributos es fundamental en un 
estado de derecho y razones de certeza y 
seguridad jurídica así lo aconsejan.

En la República Argentina existen más de 
dos mil doscientos cincuenta (2250) mu-
nicipios, y solo en la provincia de Buenos 
Aires hay casi ciento cuarenta (140), en los 
que cada uno de ellos tienen diferentes ca-
racterísticas, costumbres e incluso acceso 
a herramientas tecnológicas. La difusión 
de sus normas es algo importante y que da 
certeza en la relación Fisco y contribuyente 
y que evita conflictos y controversias.

El tema, ha generado particular con-
troversia en el tributo que cobran los mu-
nicipios denominados “derechos por 
publicidad y propaganda”, que en muchos 
casos el reclamo se endereza directamen-
te contra el “beneficiario” de la publicidad, 
que es en la mayoría de los casos el titular 
de la marca o el que tiene el derecho a ex-
plotarla, que carece de asiento o presencia 
en el municipio que le cobra. En ese caso, 
se ha planteado como dichos sujetos to-
man conocimiento que son sujetos pasivos 
del tributo, lo que ocurre como veremos 
muchas veces en el ámbito de juicios de 
apremio. En otras palabras, cómo se toma 
conocimiento de la normativa en cues-
tión, para poder cumplir con los deberes 
formales y materiales a su cargo, de ahí la 
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jurisprudencia que se fue gestando en la 
materia. Es fundamental que se conozca las 
normas por parte de los destinatarios lega-
les tributarios para que estos puedan cum-
plir con ella, o, en su caso impugnarla por 
las razones que consideren.

IV. Marco normativo de la provincia de 
Buenos Aires

Cabe considerar que, en primer lugar, la 
Constitución de la provincia de Buenos Ai-
res, dispone en el art. 191 que la Legislatura 
deslindará las atribuciones y responsabi-
lidades de cada departamento, confirién-
doseles las facultades necesarias para que 
puedan atender eficazmente todos los in-
tereses y servicios locales, con sujeción 
a las reglas que enumera. Por su parte, el 
art. 193 de la Constitución establece: “Las 
atribuciones expresadas tienen las siguien-
tes limitaciones: 1) Dar a publicidad por la 
prensa a todos sus actos, reseñándolos en 
una memoria anual, en la que se hará cons-
tar detalladamente la percepción e inver-
sión de sus rentas”.

En el tema se debe analizar la Ley Orgá-
nica de Municipalidades (dec. ley 6769/58) 
y la ordenanza general 267/80 que se en-
cuentran vigentes, con sus respectivas mo-
dificatorias.

La Ley Orgánica de Municipalidades dis-
ponía —ya que fue modificada, como se 
analizará— en el art. 108 dentro de las atri-
buciones del Intendente la de promulgar 
y publicar las disposiciones del Consejo o 
vetarlas dentro de los diez días hábiles de 
su notificación, caso contrario, quedarán 
convertidas en ordenanzas. En forma coin-
cidente la ordenanza general 267/80 (regu-
latoria del procedimiento administrativo 
y de producción de los actos administrati-
vos) dispone en el art. 125 que “los regla-
mentos administrativos producirán efectos 
jurídicos a partir del día siguiente al de su 
publicación por medio que determine el 
Departamento Ejecutivo”. Esas normas atri-
buían al Departamento Ejecutivo la facul-
tad de promulgar y publicar las ordenanzas 
municipales, y determinar razonablemente 
el medio de publicidad a ser utilizado.

No existía de acuerdo a esas normas, en 
la provincia de Buenos Aires, la obligato-
riedad de organizar un boletín informati-
vo municipal ni la obligación de publicas 
las ordenanzas en un BO, sino que la forma 
de difusión estaba en cabeza del intenden-
te municipal que determinaba la manera 
en que ella se llevaba a cabo.

En ese sentido, esa facultad delegada al 
intendente municipal fue reconocida por 
la Suprema Corte de Justicia de Buenos Ai-
res hace muchos años al sostener: “La Ley 
Orgánica de Municipalidades atribuye al 
Departamento Ejecutivo la promulgación y 
publicación de ordenanzas y, consecuente-
mente, cabe reconocerle atribuciones para 
determinar razonablemente el medio de 
publicidad a utilizar”  (4).

De tal manera, se tuvo por válida la ma-
nera en que el Intendente daba difusión a 
sus normas al sostener: “... la difusión a tra-
vés de los medios masivos de comunica-
ción y la comunicación a los vecinos de lo 
dispuesto mediante la exhibición de la co-
pia de la mencionada ordenanza en el hall 
central del municipio”  (5).

Como no se establecía que manera de 
difundir las normas municipales es que se 
generaron situaciones como las que anali-
zó la jurisprudencia de la Suprema Corte de 
Buenos Aires.

V. Los fallos de la Suprema Corte de 
Buenos Aires

Los dos fallos que se comentarán abor-
dan el tema de la necesidad de publicar las 
ordenanzas municipales.

El primero de ellos, dictado el 13 de julio 
de 2020 en la causa “Municipalidad de Be-
razategui c/ Molinos Río de La Plata SA s/ 
apremio” se dictó a raíz de un fallo de la CS 
que había revocado una anterior senten-
cia de la Suprema Corte. Cabe destacar que 

  (4) SCBA, "Santos, Eladio c/ Municipalidad de Bahía 
Blanca", 14/11/1989.

   (5) SCBA, "Gallardo, Alicia Angela c/ Municipalidad 
de Colón", 25/08/1998.
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la ejecución versaba sobre la ejecución de 
derechos por publicidad y desde su prime-
ra presentación la demandada sostuvo “la 
inexistencia de deuda ante la falta de publi-
cación de las ordenanzas que sustentarían 
el crédito reclamado en autos”.

La Suprema Corte del voto del Dr. Soria 
por la mayoría al que se adhirieron Genoud 
y Pettigiani con la solución de la Dra. Kogan 
indicó: “…debo destacar que de la compul-
sa de autos no surge que la ordenanza haya 
sido publicada en el BO ni en ningún otro 
medio de comunicación con cobertura en 
el domicilio de la demandada. En segundo 
orden, merece resaltarse la actitud asumi-
da por el municipio ejecutante quien, más 
allá de haber alegado que las ordenanzas 
fueron puestas a conocimiento de la deu-
dora, pudo —al momento de contestar las 
excepciones impetradas— acreditarlo y no 
lo hizo. ... la deuda reclamada no puede ser 
ejecutada por la vía escogida, por lo que el 
medio de impugnación debe ser declarado 
procedente, siendo innecesario —en aten-
ción a lo indicado— el tratamiento de las 
restantes excepciones”.

El otro caso de la misma fecha en la cau-
sa “Municipalidad de Junín c/ Cadbury Sta-
ni Adams Argentina s/ apremio” se rechazó 
la ejecución por publicidad y propaganda 
de los períodos 2005 a 2009. Surge del voto 
de la mayoría que “…en lo que respecta a la 
alegada publicación en la página web del 
municipio, coincido con lo dictaminado 
por el señor Procurador General en cuan-
to pesaba sobre la ejecutante la carga de 
acreditar que la ordenanza que diera ori-
gen al cobro de los derechos de publicidad 
y propaganda hubiera estado disponible 
para cualquier usuario de internet, perma-
neciendo en tal condición de fácil accesibi-
lidad mientras durara su vigencia, sin que 
conste en las actuaciones el más mínimo 
atisbo de respaldo probatorio que así lo co-
rrobore ... la mera mención de que las or-
denanzas fiscales e impositivas vigentes en 
los períodos 2005 a 2009 fueron ‘oportuna-
mente publicadas’ en la página web oficial 
del ente municipal .... nada dice acerca de 
su satisfactoria divulgación y certeza res-
pecto de la autenticidad de los textos, sus 

fechas de publicación ni su permanencia 
en el tiempo durante los períodos fisca-
les que se reclaman .... la deuda exigida no 
puede ser ejecutada por la vía escogida”.

VI. Modificación de la Ley Orgánica de 
Municipalidades en el año 2012

Como ocurre en muchos casos, la juris-
prudencia obligó al cambio de la legisla-
ción vigente.

En tal sentido, se modificó la Ley Orgá-
nica de Municipalidades de la provincia de 
Buenos Aires (dec.-ley 6769/58) en el mes 
de diciembre de 2012 con el dictado de la 
ley 14.491. Es importante para conocer el 
alcance de la reforma referirse a los funda-
mentos de la ley, para lo cual se los transcri-
be íntegramente:

El presente proyecto tiene por finali-
dad modificar el art. 108 de la del dec.-ley 
6769/58 “Ley Orgánica de las Municipali-
dades”, a los efectos de que dicho cuerpo le-
gal recepte de manera amplia y plenamente 
el principio republicano, en materia de pu-
blicidad de los actos de gobierno.

Se consagra de esta manera la garantía en 
materia de transparencia y acceso a la in-
formación con que cuentan los ciudadanos 
de la provincia de Buenos Aires, en con-
cordancia con el art. 12 inc. 4), de la Carta 
Magna provincial estableciendo que todas 
las personas en la provincia gozan del de-
recho a la información y la comunicación; 
con la ley 12.475 reconoce a toda persona 
física o jurídica que tenga un interés legí-
timo, el derecho de acceso a documentos 
administrativos cuya divulgación no se en-
cuentre prohibida expresamente.

Actualmente la Ley Orgánica Municipal 
atribuye al Departamento Ejecutivo Muni-
cipal la promulgación y publicación de or-
denanzas.

El tema de la vigencia de las disposicio-
nes normativas (fundamentalmente las 
de carácter general, como las ordenanzas) 
es importante a la hora de juzgar la efica-
cia del sistema republicano. La provincia 
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de Buenos Aires no exige en su legislación, 
como bien lo hace su par cordobesa, la or-
ganización de un Boletín informativo mu-
nicipal.

Así se contempla la obligación de los 
municipios de confeccionar un boletín, 
publicarlo en forma mensual, ponerlo a co-
nocimiento de la población en forma gra-
tuita y en lugares públicos... (Ley Orgánica 
de las Municipalidades de la provincia de 
Buenos Aires, Iván Tenaglia, Librería Edito-
ra Platense, Ed. 2000, comentario al art. 24, 
p. 61).

Por otra parte, si bien algunos municipios 
—no todos— de la provincia de Buenos Ai-
res en la práctica cuentan con Boletines 
Oficiales, el acceso por parte de los ciuda-
danos no es un trámite sencillo, más aún 
cuando se trata de buscar normas o temas 
legales con referencias escasas, o acceder 
a ellas desde lugares alejados o desde otras 
jurisdicciones.

Por lo expuesto, la incorporación de las 
nuevas tecnologías de la comunicación y 
de la información (TIC) y en particular a 
través de las páginas web oficiales los mu-
nicipios los Departamentos Ejecutivos en 
el marco de sus exclusivas competencias 
pueden facilitar un rápido y ágil acceso a la 
información en materia de normas legales 
promulgadas.

También cabe señalar que existe norma-
tiva provincial que requiere de la adhesión 
voluntaria de los municipios, mediante or-
denanza para su entrada en vigencia en la 
jurisdicción local; no existiendo en la ac-
tualidad un sistema de registro que verifi-
que y ordene dichas adhesiones.

En consecuencia, la ley promueve la crea-
ción de este Registro Oficial atento la nece-
sidad de contar con un instrumento que 
permita coordinar con los municipios la 
aplicación e interpretación de la normativa 
provincial adherida por las municipalida-
des en lo referente a una más eficiente ad-
ministración local.

Por lo expuesto, solicito a los señores le-
gisladores que me acompañen con su voto 
la presente iniciativa.

En consonancia, con los fundamentos se 
establecen las siguientes modificaciones:

“ARTÍCULO 1º: Sustitúyese el Inc. 2 del art. 
108 del Decreto-Ley 6.769/58 ‘Ley Orgánica 
de las Municipalidades’, el que quedará re-
dactado de la siguiente manera:

“‘Inc. 2º: Promulgar las ordenanzas o en 
su caso vetarlas dentro de los diez días há-
biles, contados desde su notificación.

“Asimismo, dar a publicidad en el BO mu-
nicipal, las disposiciones del Concejo y las 
ordenanzas’”.

“ARTÍCULO 2º: Incorpórase como incs. 
18 y 19 del art. 108 del Decreto-Ley 6769/58 
“Ley Orgánica de las Municipalidades”, y sus 
modificatorias, los siguientes:

“‘Inc. 18: Confeccionar el BO municipal 
en el que deberán publicarse las ordenan-
zas del Concejo, decretos y resoluciones de 
ambos departamentos, que dicten las Auto-
ridades del Gobierno municipal.

El BO municipal se confeccionará como 
mínimo una vez por mes, y se pondrá en 
conocimiento de la población en la sede de 
la municipalidad y en los lugares de acce-
so público, que al efecto se determine; tam-
bién deberá incorporarse en la página web 
oficial del municipio, sin restricciones’.

“‘Inc. 19: Llevar un Registro Especial de 
ordenanzas y disposiciones en general, nu-
merado correlativamente, que adhieran a 
normas de carácter provincial.

‘En los casos que se disponga la adhesión 
a una norma provincial, deberá comuni-
carse al Poder Ejecutivo provincial, dentro 
de los tres [3] días hábiles contados desde 
su publicación, para ser incorporada a un 
Registro provincial de adhesiones a normas 
de la provincia de Buenos Aires (RANOP)’”.

Se dispone, por ende, que las ordenan-
zas fiscales e Impositivas, sean publicadas 
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en un BO municipal y que dichas normas 
también se pueda tener acceso por medio 
de las páginas web de los respectivos muni-
cipios para, de esa manera, contar con ade-
cuada difusión y conocimiento por parte de 
todos los habitantes.

Por lo expuesto, a partir del año 2013, en 
el tema que se viene analizando deberá con-
trolarse el cabal cumplimiento de la publi-
cación de la manera que ahora se establece 
para ver si los tributos que se establecen y las 
obligaciones de las respectivas ordenanzas 
fiscales, han sido publicadas en el BO muni-
cipal y en los sitios webs con fácil acceso.

La respuesta de la jurisprudencia al tema fue 
la que forzó el cambio legislativo para que se 
respete el principio basal de la seguridad ju-
rídica y de certeza en un tema tan importante 
como es el de la publicación de las normas.

VII. Comentarios finales

Como comentarios finales se puede sos-
tener:

1) Los derechos por publicidad y propa-
ganda son tributos, dentro del género tasas 

que cobran los municipios por el servicio 
de control de los elementos publicitarios 
que se colocan, su seguridad y las carac-
terísticas de lo que se pone con respecto a 
esta.

2) Es necesario en un estado de derecho 
que se dé amplia difusión a las normas mu-
nicipales para evitar que se generen litigios 
como los que analizó la Suprema Corte de 
la provincia de Buenos Aires.

3) El acceso a la normas municipales para 
cualquier interesado debe estar al alcance 
de la mano sea en registros informáticos 
de fácil acceso esencialmente en la pági-
na web de cada municipio, con las últimas 
modificaciones. Lo ideal es la publicación 
también en un BO además de poder acce-
der vía web.

4) Si las particularidades del municipio 
no permiten contar con herramientas in-
formáticas se le debe dar la más amplia di-
fusión y ser de fácil acceso su obtención de 
los textos actuales en el municipio o en su 
Concejo Deliberante.
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Opinión

Un freno judicial a la implementación 
de un régimen de retención 
irrazonable

José Daniel Barbato (*)

La idea del presente artículo es analizar la causa "Banco Credicoop Limitado c. Municipali-
dad de Córdoba - plena jurisdicción” del 21/05/2020, en la que se declara la nulidad de los 
actos emanados por la Dirección General de Recursos Tributarios de la municipalidad de Cór-
doba, la cual implementó un régimen de retención sobre la contribución que incide sobre la 
actividad comercial, industrial y de servicios; y designó, para ello, a las entidades bancarias 
como agentes de recaudación con relación a sus proveedores, con lo cual se estableció una 
carga pública en cabeza de dichas entidades y se dio origen a un supuesto de responsabili-
dad fiscal por deuda ajena.

I. Introducción

La Cámara Contencioso Administrativa 
de la Tercera Nominación del Poder Judicial 
de Córdoba  (1), en la causa “Banco Credi-
coop Limitado c. Municipalidad de Córdo-
ba - plena jurisdicción”  (2) del 21/05/2020, 
admitió la acción contenciosa administrati-
va interpuesta por la mentada entidad ban-
caria y, en consecuencia, declaró la nulidad 
de los actos administrativos emanados de 
la Dirección General de Recursos Tributa-
rios de la citada municipalidad.

En este supuesto, la municipalidad de 
Córdoba  (3), por medio de una resolución 
general —la 15/2016— implementó un ré-

(*) Abogado y consultor tributario.

 (1) De acá en simplemente la Cámara, a cargo de las 
Dras. María Martha del Pilar Angeloz de Lerda y Cecilia 
María de Guernica.

 (2) Expediente 3611419 iniciado el 28/04/2017.

 (3) De acá en más, lisa y llanamente la MCO.

gimen de retención sobre la Contribución 
que incide sobre la Actividad Comercial, 
Industrial y de Servicios    (4) y, por ello, 
designó a las entidades bancarias —entre 
ellos, el banco accionante— como agen-
te de recaudación del mentado tributo con 
relación a sus proveedores estableciéndose 
una carga pública en cabeza de dichas en-
tidades dando origen a un supuesto de res-
ponsabilidad fiscal por deuda ajena.

Dicha situación motivó a la entidad fi-
nanciera a impugnar los correspondientes 
actos administrativos emitidos por la au-
toridad municipal habiéndose agotado la 
instancia administrativa y, por ello, la par-
te actora objetó, en el ámbito judicial, su 
designación como agente de retención del 
CIACIS.

El accionante, en su presentación, mani-
festó su disconformidad con la pretensión 
tributaria municipal basándose sintética-

  (4) De aquí en adelante, sencillamente la CIACIS.

Tho
mso

n R
eu

ter
s



86 • IMPUESTOS | PP • TRIBUTARIO PROVINCIAL Y MUNICIPAL - prOvinciA de córdObA - Opinión

Un freno judicial a la implementación de un régimen de retención irrazonable

mente en estos argumentos: 1) Sostuvo la 
ilegitimidad e inconstitucionalidad de la 
resolución General que lo designó agente 
de retención por violar el principio de le-
galidad tributaria. 2) Puso de manifiesto 
los agentes de recaudación (de retención 
y de percepción) son sujetos a quienes no 
se les verifica el hecho imponible y, por 
ello, deben pagar una obligación ajena. 
3) Resaltó que dicha responsabilidad tri-
butaria solo puede ser creada por dispo-
sición legal. 4) Destacó que el accionar 
comunal se apoyó en una ilegítima de-
legación legislativa. 5) Indicó que, en el 
caso, las entidades financieras designa-
das como agentes de retención no tenían 
ninguna vinculación respecto a la posible 
configuración de los hechos imponibles 
de sus clientes siendo esto absolutamente 
ilógico. 6) Interpretó que la MCO trasladó 
al accionante sus facultades de verifica-
ción y fiscalización y tal tarea implica un 
costo que no es remunerado siendo ello 
contrario al principio de razonabilidad. 
7) Estimó que el régimen de retención era 
ilegítimo al tratarse de una tasa ya que el 
hecho imponible no está constituido úni-
camente por la actividad desplegada por 
el contribuyente sino que principalmente 
se encuentra integrado por una cuestión 
totalmente ajena a él relativa al servicio 
que debe prestar el municipio en razón 
de la actividad comercial, industrial y de 
servicios que aquel realiza en su ámbito 
territorial. 8) Precisó que la elección ar-
bitraria efectuada por el Fisco al designar 
a los bancos como agentes de retención 
afecta también el principio de igualdad 
en la tributación ya que esta no tiene fun-
damento al ser sujetos completamente 
ajenos a la relación jurídica tributaria. 
9) Refirió que la ilegítima designación 
como agente de retención le implica la 
obligación de asumir una responsabi-
lidad solidaria con relación a su actua-
ción frente a una tasa a pesar de no tener 
ninguna relación con el hecho imponi-
ble que se pueda o no verificar entre el 
cliente como presunto contribuyente de 
la tasa y el fisco municipal y esto eviden-
ciaba una violación al derecho de propie-
dad. 10) Acotó que la CIACIS, al ser una 

tasa que recae sobre los ingresos brutos, 
eran análogos y vulneraba el art. 9º de la 
ley 23.548 del Régimen de Coparticipa-
ción Federal.

El Tribunal competente, en su pronuncia-
miento, hizo lo siguiente: 1) Examinó dis-
tintos artículos, en particular 71, 180, 186 y 
188, de la Constitución de la Provincia de 
Córdoba. 2) Citó un precedente del Alto 
Tribunal cordobés —causa “Banca Nazio-
nale del Lavoro SA”, sentencia 206/1999, 
—donde se manifestó que la voluntad 
del Constituyente, por medio de la refor-
ma constitucional de 1994, fue conferir a 
los municipios el carácter de autónomos. 
3) Puso de manifiesto que las atribuciones 
impositivas de las municipalidades deben 
ser ejercidas dentro del marco del repar-
to de competencias entre las Provincias 
y la Nación y conforme a los principios 
constitucionales que rigen la materia (le-
galidad, igualdad, equidad, proporciona-
lidad, no confiscatoriedad, generalidad, 
capacidad contributiva, etc.). 4) Desta-
có que el principio de legalidad en virtud 
del cual ningún tributo puede ser exigido 
sin Ordenanza que lo disponga estable-
ciendo expresamente: “Solo la ordenanza 
puede:... 3) Indicar el sujeto pasivo (res-
ponsables por deuda propia y ajena), así 
como todos los supuestos en los que exis-
ta responsabilidad solidaria”. 5) Citó el an-
tecedente “Cintafón SRL” del 03/04/1986 
del Alto Tribunal Federal quien aportó el 
concepto de agente de retención. 6) Dijo: 
“... El instituto de la retención o de la per-
cepción requiere, pues, de ciertos con-
dicionantes para convertir a un sujeto en 
responsable por deuda tributaria ajena. 
Así es menester que el fisco sea acreedor 
del contribuyente y, a su vez, que este se 
encuentre vinculado con el agente de re-
tención o de percepción, no solo en virtud 
de la disposición material de la suma dine-
raria que este ostenta, sino a través de su 
participación en un negocio que dé lugar 
al nacimiento de la obligación impositiva 
en cabeza del contribuyente. En otras pa-
labras, para la procedencia de su designa-
ción como tales, los agentes de retención y 
de percepción deben tener algún vínculo 
jurídico con el contribuyente, que guarde 
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a su vez relación con el nacimiento de la 
relación jurídico-tributaria entre ese con-
tribuyente y el Estado...”. 7) Aseveró que “... 
los agentes de retención y de percepción 
están, pues, interpolados en una relación 
jurídica tributaria y en razón de ello, y 
además, por estar o entrar en posesión de 
una suma de dinero a la cual pueden am-
putar o adicionar el tributo, la ley los elige 
para desempeñarse en tal carácter. Su ac-
tuación, por tanto, queda legitimada con 
la circunstancial intervención como par-
te en una relación jurídica privada que, a 
su vez, da origen al nacimiento del hecho 
imponible en cabeza de su contraparte...”. 
8) Expresó que “... el fundamento de esta 
carga pública es que el Estado recaude los 
tributos en el momento mismo que se pro-
duzca el hecho imponible, en la fuente, es 
decir, en el momento del nacimiento de 
la obligación tributaria, por lo que el ca-
rácter de retenedor, solo puede atribuirse 
a quien tenga participación en la opera-
ción gravada...”. 9) Recordó que la CS, en 
el fallo “Laboratorios Raffo SA c. Munici-
palidad de Córdoba” del 23/06/2009, con-
sideró que la CIACIS era una tasa y, como 
tal, su cobro se conectaba con la concre-
ta, efectiva e individualizada prestación de 
un servicio relativo a algo no menos indi-
vidualizado (bien o acto) del contribuyen-
te. 10) Puso de relieve que entre el agente 
pagador de la CIACIS y el agente de reten-
ción designado no era próxima dado que 
el banco era completamente ajeno al he-
cho imponible previsto para la tasa trata-
da. 11) Expresó que “... la razonabilidad de 
los regímenes de retención y de la conse-
cuente atribución de responsabilidad so-
lidaria a un tercero, está dada cuando la 
retención o detracción es una consecuen-
cia del negocio privado celebrado entre el 
tercero y el contribuyente, hecho fáctico 
que fundamenta la obligación de retener, 
lo que no sucede en el supuesto de autos, 
ya que, repito, la configuración del hecho 
imponible no se relaciona con dicha rela-
ción jurídica...”.

Este precedente, a mi juicio, amerita el 
desarrollo de algunos comentarios que se 
expondrán seguidamente.

II. Notas preliminares

A los efectos de comprender esta temáti-
ca, resulta necesario abordar, en forma pre-
via, ciertas aristas de importancia.

II.1. La CIACIS es una tasa

El tributo en discusión es la CIACIS el 
cual actualmente está contemplado en los 
arts. 256 y ss. del Código Tributario  (5) de 
la MCO.

Al respecto, dicho Código, en su art. 256, 
prevé: “El ejercicio de cualquier actividad 
comercial, industrial, de servicios, u otra a 
título oneroso y todo hecho o acción desti-
nado a promoverla, difundirla, incentivar-
la o exhibirla de algún modo, está sujeto al 
pago del tributo establecido en el presente 
título, conforme a las alícuotas, adiciona-
les, importes fijos, índices y mínimos que 
establezca la Ordenanza Tarifaria Anual, en 
virtud de los servicios municipales de con-
tralor, salubridad, higiene, asistencia so-
cial y cualquier otro no retribuido por un 
tributo especial, pero que tienda al bien-
estar general de la población. Asimismo, 
se incluyen todas las acciones que por sí o 
por intermedio de otras instituciones vin-
culadas o asociadas, desarrolle el muni-
cipio a fin de promover el desarrollo de la 
economía local y la competitividad de los 
sectores productivos, fijando la ordenanza 
Tarifaria Anual los importes que retribuirán 
este servicio. Estarán gravadas las activida-
des desarrolladas en sitios pertenecientes a 
jurisdicción federal o provincial enclavados 
dentro del ejido municipal”.

También el art. 261 del CTM, en su parte 
correspondiente y al regular el tributo bajo 
examen, dispone: “La habitualidad está de-
terminada por la índole de las actividades 
que dan lugar al hecho imponible, el obje-
to de la empresa, profesión o locación y los 
usos y costumbres de la vida económica. 
El ejercicio habitual de la actividad grava-
da deber ser entendido como el desarrollo 
en el ejercicio fiscal de hechos, actos u ope-
raciones de la naturaleza de las alcanzadas 

  (5) De ahora en más, simplemente el CTM.
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por el tributo, con prescindencia de su can-
tidad o monto cuando las mismas se efec-
túan por quienes hacen profesión de tales 
actividades. El ejercicio en forma disconti-
nua o variable de actividades gravadas, no 
hace perder al sujeto pasivo del gravamen 
su calidad de contribuyente. Habitualidad. 
Presunciones. Se presume la habitualidad 
en el desarrollo de las siguientes activida-
des: 1) Intermediación ejercida percibien-
do comisiones, bonificaciones, porcentajes 
u otras retribuciones análogas. 2) Fraccio-
namiento y venta de inmuebles (loteos), 
compraventa y locación de inmuebles. 
3) Explotaciones agropecuarias, mineras, 
forestales e ictícolas. 4) Comercialización 
en esta jurisdicción de productos o mer-
caderías que entran en ellas por cualquier 
medio de transporte. 5) Operaciones de 
préstamos de dinero, con o sin garantía. 
6) Organización y explotación de exposicio-
nes, ferias y espectáculos artísticos”.

A su vez, el art. 260 del CTM, en su par-
te pertinente, ordena: “La base imponible 
estará constituida por el monto total de los 
ingresos brutos devengados por las activi-
dades gravadas en el período fiscal, salvo lo 
dispuesto para casos especiales...”.

De lo expuesto, se infiere que la CIACIS es 
un tributo debiéndose precisar a qué cate-
goría clásica pertenece.

En primer lugar, el tributo en cuestión lo 
único que tiene de “contribución” es sola-
mente su denominación porque, de sus as-
pectos esenciales, se visibiliza que este no 
tiene ligamen alguno con la realización de 
obras y/o de mejoras efectuadas por el Es-
tado en un espacio físico determinado y 
que benefician a un grupo de contribuyen-
tes por mediar un incremento en el valor de 
su patrimonio  (6).

En segundo término, se colige que, si bien 
el texto normativo comunal hace alusión a 
una contribución que incide sobre la activi-
dad comercial, industrial y de servicios, su 

  (6) Un ejemplo de ello es la contribución que se cobra 
a los frentistas por el incremento de valor de los inmue-
bles ante la pavimentación de una calle.

hecho imponible se configura con el ejerci-
cio habitual y a título oneroso de una activi-
dad dentro del espacio físico de la comuna 
y, además, su base imponible está dado por 
los ingresos brutos del período fiscal y to-
das estas connotaciones lo aproximan al 
concepto de impuesto.

En tercer orden, la normativa en jue-
go también hizo referencia a la prestación 
de “... los servicios municipales de contra-
lor, salubridad, higiene, asistencia social y 
cualquier otro no retribuido por un tributo 
especial...” y, por lo tanto, esta gabela sería 
una tasa.

En cuanto a este último aspecto, la base 
imponible de la tasa en sí sería harto cues-
tionable porque el costo del servicio deriva-
do de esta no tiene conexión alguna con los 
ingresos brutos del período fiscal.

Sin embargo, esta incertidumbre teórica 
fue oportunamente disipada por la CS, en 
la causa “Laboratorios Raffo SA c. Munici-
palidad de Córdoba”    (7) del 23/06/2009, 
al determinar que la CIACIS, dentro de las 
distintas categorías ortodoxas de los tribu-
tos, conformaba una tasa  (8).

    (7) Fallos 332:1503. En dicho fallo, el Alto Tribunal, 
al hacer suyo la opinión de la Procuración General de la 
Nación, aseveró que "... Teniendo en cuenta que la di-
ferencia entre tasa e impuesto queda indubitablemente 
determinada por la existencia o no del desarrollo de una 
actividad estatal que atañe al obligado y que los diferen-
tes modos bajo los cuales los contribuyentes desempe-
ñen sus actividades no causan mutación en la naturaleza 
jurídica del tributo, resulta evidente que la 'Contribución 
que incide sobre el Comercio, la Industria y las Empresas 
de Servicios' (CCIES) tipificada en el art. 167 del Código 
Tributario Municipal de la Ciudad de Córdoba no encua-
dra dentro de los primeros, ya que el legislador diseñó 
el presupuesto de hecho adoptado para hacer nacer la 
obligación de pago tomando en cuenta la prestación de 
los particulares de ciertos servicios comprendidos en una 
serie de actividades estatales que enumera, de forma no 
taxativa...".

  (8) En efecto, la CS, en el precitado antecedente y apo-
yándose en el dictamen de la Procuración General de la 
Nación, también expresó que "... se evidencia contraria 
a todas luces a un requisito fundamental respecto de las 
tasas, reiteradamente exigido por una extensa y constan-
te jurisprudencia del Tribunal, como es que al cobro de 
dicho tributo debe corresponder siempre la concreta, 
efectiva e individualizada prestación de un servicio re-
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II.2. El instituto de la responsabilidad tri-
butaria y la CIACIS

Se manifestó, en su hora, que la relación 
jurídica tributaria, en cuanto a su conteni-
do, era compleja  (9) y, en la esfera propia 
del derecho tributario sustantivo, el legisla-
dor, en aras de proteger con mayor celo el 
crédito tributario del Estado, creó distintos 
sujetos en la relación jurídica impositiva.

La doctrina clásica, basada en la separa-
ción entre deuda y responsabilidad    (10), 
distinguió dos categorías de sujetos pasi-
vos.

Efectivamente, uno es el responsable por 
deuda propia, entendiendo por tal a aquel 
que deberá efectuar el pago del impuesto 
sea con recursos y en nombre propio (deu-
dor), y el otro es el responsable por deuda 
ajena, interpretando por tal a aquel que de-
berá efectuar el pago del impuesto en nom-
bre ajeno (responsable).

En resumen, y como puede observarse, 
en el plano del derecho tributario sustanti-
vo, hay dos sujetos nítidamente distintos, el 
deudor y el responsable.

Al respecto, se dijo que “... los elemen-
tos para determinar los sujetos pasivos de 
la obligación tributaria son aquellos que la 
ley establece que deben ser reunidos para 
el perfeccionamiento del hecho imponible 
—que ocasiona el nacimiento de la obliga-

ferido a algo no menos individualizado (bien o acto) del 
contribuyente...".

  (9) Al respecto, se apuntó que "... otros autores, como 
Pugliese, sostienen también la existencia de una relación 
compleja, donde, al lado de la relación principal de pagar 
el impuesto, estarían las obligaciones accesorias de pagar 
intereses y multas, es decir, todas las relaciones de carác-
ter sustantivo, pero no tributario, sino penal, esto es, re-
laciones de Derecho Tributario Penal. Pero estas son ori-
ginadas por otros hechos, que no son los que dan origen 
a la relación tributaria; la infracción es un hecho punible 
del que nace la relación jurídica tributaria penal...", Conf. 
JARACH, "Curso de Derecho Tributario", Ed. Cima, Bue-
nos Aires, 1980, 3ª ed., p. 124.

  (10) La distinción clásica estriba en "deuda" (o "debi-
tum" o "schuld") y "responsabilidad" (u "obligatio" o "haf-
tung"), Conf. JARACH, "Curso...", ob. cit., p. 157.

ción tributaria en cabeza de su realizador— 
y para el perfeccionamiento del hecho 
generador de responsabilidad que ocasio-
na el nacimiento de la responsabilidad para 
los demás sujetos. Es preciso destacar que 
la responsabilidad de los sujetos distintos 
al contribuyente de derecho o deudor no 
nace por perfeccionar el hecho imponible 
sino por otro hecho distinto...”  (11).

En este sentido, también se señaló que 
“... además del sujeto pasivo de la obliga-
ción, la ley tributaria muchas veces agrega 
otros responsables del pago de la obliga-
ción tributaria, e incluso del cumplimiento 
de otros deberes fiscales, quienes son ha-
bitualmente designados como 'responsa-
bles'...”  (12).

A su vez, los responsables fiscales inte-
gran una categoría de sujetos pasivos de la 
obligación tributaria habiendo sido defini-
dos como “... quienes por imperativo legal, 
han de cumplir la antedicha obligación, si 
se producen los presupuestos de hecho que 
la norma establece para que la obligación 
se extienda a los mismos, lo que supone 
que asumen una posición deudora junto 
con los deudores...”  (13).

En definitiva, el legislador tributario, con 
el propósito de alcanzar una mayor tutela 
del crédito tributario estatal, estableció dos 
presupuestos diferentes.

Por un lado, el destinatario legal tribu-
tario que es el sujeto que debe afrontar el 
pago del gravamen y que está considerado 
en su hecho imponible y, por el otro, el su-
jeto que, en ciertas ocasiones, debe abonar 
el citado crédito y que se verifica con el na-
cimiento de la responsabilidad, de estrecha 

  (11) Conf. PALAVECINO — BARBATO, "Responsabili-
dad por deudas y multas impositivas y aduaneras", Ed. La 
Ley, Buenos Aires, 2001, 1ª ed., p. 20.

   (12) Conf. GIANNINI, A. D., "Instituciones de Dere-
cho Tributario", Ed. Derecho Financiero, Madrid, 1957, 
p. 124.

    (13) Conf. SAINZ DE BUJANDA, "Los sujetos de la 
obligación tributaria", en Ensayos sobre Administración 
Pública y Derecho Tributario, Ed. Macchi, Buenos Aires, 
1968, t. I, p. 361.
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conexión con el aspecto subjetivo pasivo de 
la obligación tributaria.

En otras palabras, el legislador estableció 
que la obligación tributaria nacida respecto 
al sujeto que realizó el hecho gravado viene 
a tener una pluralidad de sujetos obligados 
a su pago, el uno, por consumarse el he-
cho imponible y, el otro, por materializarse 
el presupuesto de responsabilidad, ambos 
definidos por ley.

En este marco conceptual, se encuen-
tran como responsables los agentes de 
recaudación —a saber, el agente de reten-
ción  (14), el agente de percepción  (15) y el 
sustituto  (16)— los cuales son especies del 
responsable por deuda ajena que son asi-
duamente utilizados por el Estado por ser 
de suma utilidad al momento de allegar re-
cursos al erario y de facilitar sus deberes de 
contralor.

En fin, en la relación jurídica tributaria 
de la CIACIS, se aprecia, por un lado, que 
el acreedor es la MCO y, por el otro, la enti-

    (14) El agente de retención es "... el sujeto que, en 
razón de su función, oficio, actividad o profesión entra 
en contacto con una masa de riqueza que adeuda o que 
debe entregar al contribuyente, de la cual detrae, resta o 
amputa una parte, con la obligación de ingresarla a las 
arcas fiscales...", Conf. VICCHI, "Los agentes de reten-
ción: condiciones de responsabilidad y límites para insti-
tuirlos", publicado en Derecho Fiscal, t. XLVI, ps. 200 y ss.

  (15) El agente de percepción "... es el sujeto que debe 
agregar a las sumas de las que resulte acreedor, por la 
venta de bienes o por la prestación de servicios, un im-
porte en concepto de tributo que, cobrado o no del con-
tribuyente, debe ingresar al fisco...", Conf. VICCHI, ob. 
cit., ps. 200 y ss.

    (16) El sustituto es aquel por el cual "... la ley tribu-
taria sustituye completamente al sujeto pasivo en las 
relaciones con la administración financiera por una per-
sona diversa, la cual ocupa el puesto de aquel y queda, 
por consiguiente, obligada —no junto al sujeto pasivo 
sino en lugar del mismo— al cumplimiento de todas las 
obligaciones, tanto materiales como formales, que deri-
van de la relación jurídica impositiva..." aclarando que 
"... la esencia de la sustitución tributaria no consiste en 
que una persona deba satisfacer una deuda de otra, sino 
en el hecho de que la primera se coloca en el lugar de la 
segunda, a todo lo largo de la relación tributaria, desde 
el comienzo hasta el fin...", Conf. CORTI, A. y otros, "Pro-
cedimiento Fiscal", Ed. Tesis, Buenos Aires, 1987, p. 62.

dad financiera es el responsable por deuda 
ajena al ser un agente de retención del gra-
vamen en tanto que su proveedor es un res-
ponsable por deuda propia.

III. Primer comentario

En el contexto examinado, se observa que 
la implementación de un régimen de reten-
ción a diversas entidades financieras, desde 
el punto de vista del derecho tributario sus-
tantivo, es un absurdo dado que el banco, al 
tratarse de una tasa y de un responsable por 
deuda ajena, no se beneficiaba con la pres-
tación del servicio público contenido en la 
CIACIS que es exigida por la MCO.

Ciertamente, la tasa en sí misma es 
“... aquel tributo caracterizado por la pres-
tación de un servicio público individualiza-
do hacia el sujeto pasivo. Se entiende que, 
como tributo, es un recurso obligatorio 
cuya fuente es la ley y tiene carácter coer-
citivo...”    (17), es decir, “... es la prestación 
pecuniaria debida a un ente público, en vir-
tud de una norma legal y en la medida que 
en esta se establezca, por la realización de 
una actividad del propio ente que afecta de 
modo particular al obligado...”  (18).

De ello se infiere que la legitimidad de 
esta categoría tributaria está relaciona-
da con la prestación de un servicio públi-
co que se individualiza en el contribuyente 
pagador (o sea, el proveedor del banco o 
el responsable por deuda propia) y tal cir-
cunstancia no se verifica en modo alguno 
en el agente de retención (es decir, el ban-
co) por ser responsable por deuda ajena en 
la CIACIS.

Lo dicho con anterioridad fue oportuna-
mente validado por el Alto Tribunal en nu-
merosos antecedentes.

En efecto, la CS, en la causa “Municipa-
lidad de Santa Fe c. Marconetti Limita-
da SA” de 1964, dijo: “... La no prestación 
efectiva de los servicios municipales hace 

  (17) Conf. JARACH, "Finanzas públicas y derecho tri-
butario", Ed. Cangallo, Buenos Aires, 1983, p. 234.

  (18) Conf. GIANNINI, A.D., ob. cit., p. 50.
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improcedente el cobro de la tasa corres-
pondiente...”  (19) y, en igual sentido, en el 
antecedente “Compañía Química SA c. Mu-
nicipalidad de Tucumán” del 05/09/1989, 
expresó que “... al cobro de las tasas debe 
corresponder siempre la concreta, efectiva 
e individualizada prestación de un servi-
cio...”  (20).

En línea con ello, el Tribunal cimero, en 
autos “Hidroeléctrica Tucumán SA c. Tucu-
mán, Provincia de s/ acción declarativa” del 
11/06/2002, expresó: “... La concesionaria 
de la generación de energía hidroeléctrica 
no se encuentra comprendida en la obli-
gación de tributar la tasa al uso del agua, 
contemplada en la ley 731 de Riego de la 
Provincia de Tucumán, pues —además de 
no corresponder a un servicio efectivamen-
te prestado— el uso del agua de la provincia 
como fuente generadora de energía en-
cuentra contrapartida en la regalía del art. 
43 de la ley 15.336...”  (21).

Además, el Alto Tribunal, in re “Massalin 
Particulares SA c. Tierra del Fuego, Pro-
vincia de s/ acción declarativa de incons-
titucionalidad” del 21/03/2006, afirmó: “... 
Al cobro de una tasa debe corresponder 
—entre otros extremos— una individua-
lizada prestación de un servicio relativo 
a algo no menos individualizado (bien o 
acto) del contribuyente...”  (22).

En definitiva, el régimen de retención de 
la MCO, al obligar a actuar a la entidad ban-
caria como agente de retención y ser un res-
ponsable por deuda ajena sin que obtenga 
ningún beneficio con la prestación del ser-
vicio público que es objeto de la CIACIS, 
conforma una situación que no se compa-
dece con la lógica fáctica ni normativa.

IV. Segundo comentario

Otra arista a considerar es que, desde el 
punto de vista del derecho tributario sus-

  (19) Fallos 259:413, publicado en www.csjn.gov.ar.

  (20) Fallos 312:1575, publicado en www.csjn.gov.ar.

  (21) Fallos 325:1370, publicado en www.csjn.gov.ar.

  (22) Fallos 329:792, publicado en www.csjn.gov.ar.

tantivo, la responsabilidad solidaria, para 
ser legítima, nace en la medida en que se 
cumplan ciertas condiciones puesto que: 
a) se aplica a título represivo; b) es de ca-
rácter subjetiva; c) es subsidiaria; y d) debe 
permitir un adecuado de ejercicio del dere-
cho de defensa de responsable por deuda 
ajena.

En lo aquí interesa, la cuestión que se 
intenta resaltar es que la responsabilidad 
solidaria es de índole subsidiaria y, por lo 
tanto, el Fisco debería exigir primero su 
crédito al responsable por deuda propia 
(el proveedor) y, luego y si este incumple 
con tal exigencia, se debería intimar al res-
ponsable por deuda ajena (el banco).

En otros términos, la entidad bancaria, 
en su condición de responsable por deuda 
ajena, debería abonar la CIACIS únicamen-
te en la medida en que su proveedor, en su 
rol de responsable por deuda propia, no 
cumpla con esta y, en consecuencia, el Fis-
co acreedor, para ello, debería previamen-
te intimar de pago al proveedor deudor y, 
si este no cumple, allí sí podría requerir la 
responsabilidad solidaria del banco.

Esta tesitura se sustenta en las contribu-
ciones efectuadas por la doctrina y la juris-
prudencia.

A tal efecto, se dijo que “... la responsa-
bilidad atribuida a los directores no qui-
ta a esta garantía su carácter subsidiario, 
asistiéndole a los directores el derecho de 
exigir previamente el pago al deudor prin-
cipal...”  (23).

En la misma línea, se sostuvo que “... los 
directores, gerentes, etc. no responden 
como deudores directos de la obligación de 
pagar el impuesto porque la suya no es una 
obligación propia sino como responsables 
por la deuda ajena. La solidaridad no qui-
ta a esta obligación su carácter subsidiario, 
por lo que asiste a estos administradores el 
derecho a que se exija previamente el pago 

  (23) Conf. Tribunal Fiscal de la Nación, en el fallo ple-
nario "Salvatierra, Mario R." del 28/10/1975, publicado 
en Derecho Fiscal, t. XXV-B, p. 1106.
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al deudor principal, como lo establece la 
ley...”  (24).

Finalmente, es susceptible de mención 
que “... la subsidiariedad aludida tiene su 
razón de ser en que el deudor principal de 
la obligación tributaria es solo el contribu-
yente cuya obligación nace de un hecho 
imponible único. La obligación, en cambio, 
de los directores de la sociedad nace de un 
acto distinto y posterior del hecho impo-
nible, con lo que resulta indudable que la 
solidaridad debe ser impuesta por la ley en 
forma subsidiaria...”  (25).

Por último, es susceptible de mención 
que, si bien los referidos aportes aborda-
ron la responsabilidad solidaria de los in-
tegrantes del órgano de administración de 
los entes societarios, sus consideraciones 
son también de proyección al supuesto de 
los agentes de retención de la CIACIS.

V. Tercer comentario

Otra faceta a tener en cuenta es que el ré-
gimen de retención de marras, al tratarse 
de una tasa y al recaer sobre un responsa-
ble por deuda ajena que no tiene una rela-
ción con el hecho imponible del gravamen 
ni obtiene beneficio alguno con la presta-
ción del servicio público que es objeto de 
este, desvirtuó el instituto de la responsa-
bilidad solidaria apartándose del principio 
de la realidad económica, típica del dere-
cho tributario.

En cuanto a la interpretación de las le-
yes fiscales, el CTM, en su art. 3º, primer 
párrafo, establece que “... Para determinar 
la verdadera naturaleza del hecho impo-
nible, se atenderá a los actos, situaciones y 
relaciones económicas que efectivamente 
realicen, persigan o establezcan los contri-
buyentes o responsables...”.

  (24) Conf. CNFed. Cont. Adm., sala IV, en autos "Club 
Adelante Asociación Civil y Deportiva" del 15/07/1999.

    (25) Conf. FREYTES, "Responsabilidad tributaria de 
los directores de los administradores de sociedades anó-
nimas", publicado en Derecho Fiscal, t. XXVII, ps. 714 y 
ss.

Al respecto, la CS, en autos “Atkinsons J. 
E. Ltda”. del 24/05/1957, se refirió al princi-
pio interpretativo de la realidad económica 
al señalar: “... Si esa ha sido la realidad de 
los hechos, es con arreglo a ella que ha co-
rrespondido aplicar la ley impositiva para 
dar el caso su justa solución. Así lo autori-
zan las normas interpretativas de las leyes 
tributarias que se dan en los arts. 12 y 13 de 
la ley 11.683. Como lo indica de estos tex-
tos: 'Para determinar la verdadera natura-
leza del hecho imponible se atenderá a los 
actos, situaciones y relaciones económicas 
que efectivamente realicen, persigan o es-
tablezcan los contribuyentes...'”  (26).

También el Alto Tribunal, en la causa 
“Narden Argentina SRL” del 08/06/1971, 
resolvió que “... en la interpretación de las 
leyes tributarias ha de atenderse a su fin 
y significación económica, a la verdadera 
naturaleza del hecho imponible y a la si-
tuación real de base, aunque a ese fin sea 
preciso apartarse, en alguna medida, del 
régimen que en el derecho común gobierna 
la personalidad de las sociedades...”  (27).

En línea con lo dicho, se expidió la 
CS, en el precedente “Eurotur SRL” del 
04/05/1995, al aseverar que “... en materia 
impositiva, toda interpretación debe reali-
zarse atendiendo esencialmente a la reali-
dad económica de que se trate. Tal ha sido 
la intención del propio legislador cuando 
en los arts. 11 y 12 de la ley 11.683 (actuales 
1º y 2º del mismo texto legal) estableció que 
la determinación de la verdadera naturale-
za del hecho imponible debe hacerse aten-
diendo a los actos, situaciones y relaciones 
económicas que efectivamente realicen, 
persigan o establezcan los contribuyen-
tes...”  (28).

La citada jurisprudencia avala la tesitura 
porque el régimen de retención implemen-
tado por la MCO, al no tener en conside-

(26) Conf. Procedimiento Fiscal-II-Errepar-308.006.001.

(27) Fallos 280:18.

(28) Publicado en Procedimiento Fiscal-II-Errepar-308. 
002.001.
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ración las particularidades mencionadas, 
transgrede el principio señalado.

VI. Cuarto comentario

En línea con lo anterior, es susceptible de 
mención que la instauración de un régimen 
de retención, con las falencias normativas 
referidas, se opone al principio de razona-
bilidad, reconocido en el art. 28 de la CN, y 
que consiste, en apretada síntesis, en la ne-
cesaria adecuación de medios y fines.

Este significativo concepto fue abordado 
por autorizada doctrina al ilustrar que “... la 
garantía del debido proceso sustantivo con 
respecto a la ley, consiste en la exigencia 
constitucional de que las leyes deben con-
tener una equivalencia entre el hecho an-
tecedente de la norma jurídica y el hecho 
consecuente de la prestación o sanción, 
teniendo en cuenta las circunstancias que 
motivaron el acto, los fines perseguidos en 
él y el medio que como prestación o san-
ción establece dicho acto...”  (29).

En este caso, se corrobora la falta de pro-
porcionalidad existente entre el objetivo 
perseguido (el aseguramiento de la recau-
dación de un tributo municipal) y el medio 
utilizado para ello (el establecimiento de 
un régimen de retención que desnaturalizó 
el instituto de la responsabilidad solidaria 
dado que el agente de recaudación no tiene 
ligamen con el hecho imponible del grava-
men ni tampoco recibe servicio público al-
guno por el pago de este)  (30).

Vale decir que la Cámara, en su decisión, 
se hizo eco de esta idea, con una visión lige-
ramente diferente, al expresar que “... la ra-
zonabilidad de los regímenes de retención 
y de la consecuente atribución de respon-
sabilidad solidaria a un tercero, está dada 

    (29) Conf. LINARES QUINTANA, "Razonabilidad de 
las leyes", Ed. Astrea, Buenos Aires, 1970, Cap. XVIII.

  (30) En línea con ello, no hay que olvidar que "... Este 
(en alusión al medio utilizado) debe guardar razonable 
proporcionalidad con la finalidad perseguida, de modo 
de no ocasionar una innecesaria e irracional restricción 
al ejercicio de derechos constitucionales...", Conf. SPIS-
SO, "Acciones y recursos en materia tributaria", Ed. Lexis 
Nexis, Buenos Aires, 2005, 1ª ed., p. 68.

cuando la retención o detracción es una 
consecuencia del negocio privado celebra-
do entre el tercero y el contribuyente, he-
cho fáctico que fundamenta la obligación 
de retener, lo que no sucede en el supues-
to de autos, ya que, repito, la configuración 
del hecho imponible no se relaciona con 
dicha relación jurídica...”.

VII. Quinto comentario

La instauración de un régimen de reten-
ción que desnaturalizó el instituto de la res-
ponsabilidad solidaria por no tener vínculo 
alguno el responsable por deuda ajena con 
el hecho imponible del CIACIS ni benefi-
ciarse con la prestación de ningún servicio 
público por el pago de esta menoscaba a 
otros apotegmas fundamentales del dere-
cho constitucional tributario.

En primer lugar, lo manifestado es con-
trario al principio de ejemplaridad el cuál 
fue reconocido por la CS, en autos “Aero-
líneas Argentinas c. Provincia de Buenos 
Aires”    (31) del 13/11/1986, ilustró que “... 
esta solución tiende a revertir la incoheren-
cia que revelan los actos del Estado que por 
un lado, no incluye el impuesto a los ingre-
sos brutos en el costo de la tarifa oficial de 
la empresa de transporte aéreo y, por otro, 
el mismo Estado lato sensu intenta percibir 
dicho impuesto, cuando la aludida exclu-
sión lo desnaturalizó en su sustancia técni-
ca, con lesión al principio de ejemplaridad 
que debe presidir sus actos...”  (32).

Este paradigmático fallo mereció impor-
tantes comentarios por parte de la doctrina 
al señalar que “... la ética jurídica impo-
ne que el Estado dé ejemplos y sea con-
secuente y no incoherente en su accionar, 
no mereciendo tutela jurisdiccional quien 
no ostente rectitud ética en su conducta y 
posterior presentación en justicia, fórmu-
la (doctrina de los actos propios) que tam-
bién opera en las obligaciones tributarias y 

  (31) Fallos 308:2153 y publicado en ED, 122-724 y ss.

  (32) Este criterio también fue compartido por el Tri-
bunal Fiscal de la Provincia de Buenos Aires, en la causa 
"Rogelio De Luca SCA" del 06/08/1974, publicado en De-
recho Fiscal, t. XXVI, p. 670.
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el derecho que lo rige y no es excluyente del 
Estado fisco sino aplicable al mismo de ma-
nera principal...”  (33).

En segundo término, la situación des-
cripta también infringe el principio de se-
guridad jurídica el cual cuenta con un valor 
primordial en un Estado de derecho.

Al respecto, se opinó que “... el principio 
de formalismo consiste en la necesidad de 
que existan normas procesales de cumpli-
miento ineludible para las partes y para 
los jueces y en la eficacia en el tiempo y en 
el espacio, de las resoluciones judiciales. 
Bajo el primer aspecto, el formalismo pue-
de ser considerado como el antimural de 
la arbitrariedad del Estado y como un ele-
mento básico de la libertad civil. Bajo el se-
gundo, el formalismo da estabilidad y, por 
ende, eficacia a las resoluciones judicia-
les...”  (34).

Coincidente con este temperamento, se 
aseveró: “... La seguridad, en su doble ma-
nifestación (certidumbre del Derecho y 
eliminación de la arbitrariedad) ha de con-
siderarse ineludiblemente en función de 
la legalidad y de la justicia. Esta última y la 
seguridad son valores que se fundamentan 
mutuamente y que, a su vez, necesitan de 
la legalidad para articularse de modo efi-
caz...”  (35).

Concurrentemente, el Alto Tribunal, en 
el precedente “Autolatina Argentina SA c. 
DGI” del 27/12/1996, precisó que “... una 
conclusión contraria afectaría el principio 
de reserva o legalidad supondría paralela-
mente un serio menoscabo de la seguridad 
jurídica, valor al que este Tribunal ha reco-

  (33) Conf. CORTI, A., "Jurisprudencia fiscal anotada" 
en IMP 45-A, ps. 47 y ss.

  (34) Conf. PODETTI, "Teoría y técnica del proceso ci-
vil", Ed. Ediar, Buenos Aires, 1963, p. 116.

  (35) Conf. SAINZ DE BUJANDA, catedrático de la Uni-
versidad Complutense, citado por CASÁS, "Revista Jurí-
dica de Buenos Aires. Derechos humanos y tributación", 
Ed. Lexis Nexis, Buenos Aires, 2001, p. 65.

nocido, asimismo, jerarquía constitucio-
nal...”  (36).

En tercer orden, la implementación de 
un absurdo régimen de recaudación tam-
bién vulnera el apotegma de la buena fe 
que está estrechamente ligado con la mo-
ralidad exigible al obrar de la Administra-
ción pues “... el derecho administrativo se 
relaciona con la 'moral' desde dos puntos 
de vista: primero en cuanto toda persona 
administrativa ha de tener inexcusable-
mente una base moral, ya que la moral 
es y debe ser la base de toda la actividad 
de la administración y el soporte de la ac-
tuación de los administrados (...) Una de 
las formas en que se traduce la moral ra-
dica en la pureza de las intenciones, ele-
mento integrante de la 'buena fe'. Todos 
los conceptos esenciales de la buena fe en 
materia civil son de aplicación en materia 
administrativa...”  (37).

En este sentido, cabe mencionar que la 
Procuración del Tesoro de la Nación, en un 
célebre dictamen del 17/04/1986  (38), ma-
nifestó que “... el Estado Nacional, persona 
ética por excelencia, debe actuar no solo 
dentro del orden jurídico, sino también en 
consideración a la equidad y a los princi-
pios que la informan...”.

En consonancia con ello, la jurispruden-
cia de la CS y la doctrina sostuvieron la im-
portancia especial del principio de la buena 
fe en el derecho público y del contenido 
moral de los actos administrativos  (39).

A su vez, la buena fe, consagrada en el 
(anterior) art. 1198 del Cód. Civil y en el 
(actual) art. 9º del Cód. Civ. y Com., es un 
principio supremo del derecho y, por ende, 

  (36) Fallos 319:3208.

    (37) Conf. ALTAMIRA, "Curso de Derecho Adminis-
trativo", Ed. Depalma, Buenos Aires, 1971, p. 36.

    (38) Acuerdo 3098/1995, "Dirección de Parques Na-
cionales".

    (39) Al respecto, ver: CS Fallos 298:265, 307:1227, 
307:1601, 308:191; y MARIENHOFF, "Tratado de Derecho 
Administrativo", Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, 
t. 2, ps. 347 y ss.
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marco necesario de la actuación de un Es-
tado de Derecho, en particular, ante el 
mandato constitucional de afianzar la jus-
ticia contenida en el Preámbulo.

VIII. Palabras finales

A modo de conclusión, se señala lo si-
guiente:

1. La implementación del régimen de re-
tención, en materia de CIACIS, por parte de 
la MCO es altamente controvertido y cues-
tionable.

2. En este contexto, se observa, por un 
lado, que el acreedor es la MCO y, por el 
otro, la entidad financiera es el responsable 
por deuda ajena al ser un agente de reten-
ción en tanto que su proveedor es el res-
ponsable por deuda propia.

3. Dicho régimen, apoyado en un excesivo 
afán recaudatorio, desnaturalizó el institu-
to tributario de la responsabilidad solida-
ria olvidándose que su procedencia debe 
cumplir inevitablemente con el recaudo de 
subsidiariedad puesto que el Fisco debería 
exigir su reclamo, en primer lugar, contra el 
responsable por deuda propia (el provee-
dor del banco) y, luego y si este incumple, 
debería direccionar su pretensión contra el 
responsable por deuda ajena (la entidad fi-
nanciera).

4. El establecimiento de este régimen de 
retención no se compadece con la lógica 
fáctica y jurídica porque la carga del agente 
de retención no tiene ninguna relación con 
el hecho imponible de la tasa ni él tampoco 
se beneficia con la prestación del servicio 
público que es motivo del gravamen.

5. Las particularidades mencionadas 
transgreden significativos axiomas del de-

recho tributario tales como el de la realidad 
económica, de razonabilidad, de ejempla-
ridad de los actos de gobierno, de seguri-
dad jurídica y de buena fe.

6. Independientemente de la opinión 
vertida, se aprecia que el fallo comentado 
es auspicioso dado que ratificó el criterio 
ya fijado por la CS en el citado anteceden-
te “Laboratorios Raffo” al considerar que la 
CIACIS es una tasa —con la consecuente 
necesidad de que su cobro esté atado a la 
prestación de un servicio a favor del contri-
buyente pagador— y, de este modo, la Cá-
mara respetó la doctrina del acatamiento 
moral de los fallos de la CS por parte de los 
tribunales inferiores  (40).

7. El mentado precedente también se 
comparte porque este, al resolver, tam-
bién puso énfasis en la necesidad de que 
el agente de retención, al actuar como res-
ponsable por deuda ajena, tenga proximi-
dad con el hecho imponible del gravamen 
que deba abonar el responsable por deuda 
propia.

8. La Cámara, entre sus diversos funda-
mentos, subrayó la importancia que tiene 
el principio de razonabilidad a la hora de 
establecer un régimen de recaudación el 
cual indudablemente representa una carga 
económica y administrativa para los parti-
culares en pos de colaborar con los entes 
recaudadores que muchas veces, por co-
modidad, les trasladan sus compromisos a 
los particulares.

    (40) Al respecto, tener presente el fallo de la CS, en 
la causa "Magín Suárez, Luis" del 23/02/1987, Fallos 
310:348.Tho
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Se declaró la inconstitucionalidad 
del régimen de recaudación 
bancaria del impuesto sobre 
los ingresos brutos de la provincia 
de Tucumán

Carlos E. Yatzkaier (*)

El autor analiza una importante jurisprudencia de la Suprema Corte de la provincia de Tucu-
mán, en la cual se declara la inconstitucionalidad del régimen de recaudación bancaria en el 
impuesto sobre los ingresos brutos.

I. Introducción

Con fecha 2 de marzo de 2020, la Excma. 
Corte Suprema de Justicia, falló sobre el re-
curso de casación interpuesto por la pro-
vincia de Tucumán, contra el fallo emitido 
por la Cámara Contencioso Administrativa 
- Sala III de esta provincia, el 11/12/2018.

El actor, C. F. J. A., en su presentación 
original cuestiona y solicita se declare la 
inconstitucionalidad de las res. grales. 
93/2014; 14/2016 y 59/2016, siendo la sen-
tencia de la Cámara favorable al presen-
tante. La parte demandada (provincia de 
Tucumán) recurrió dicha sentencia me-
diante un recurso de casación ante la Corte 
Suprema de Justicia de esta provincia, que 
confirmó la sentencia de cámara en todos 
sus términos.

Para comprender acabadamente la im-
portancia de esta acción y su desenlace, en 
forma previa efectuaré un detalle de qué es 
lo que se cuestiona.

En materia tributaria y desde antaño 
(el viejo impuesto a los réditos), surgió la 
posibilidad de lo que se denomina recauda-
ción en la fuente, que en su origen se limi-
tó a un régimen denominado “Retención”, 
que significa que el pagador de una obliga-
ción detrae un importe determinado por la 
ley y lo deposita al fisco por cuenta y orden 
del beneficiario del pago. En este caso po-
demos afirmar sin lugar a duda que es en 
principio, razonablemente legítimo, por-
que la fuente generadora del hecho impo-
nible ya se produjo y lo que hace el pagador 
es actuar de mediador entre el contribu-
yente y el fisco. La operación comercial o de 
servicio finalizó y en este caso para el ven-
dedor o prestador de servicio, ya generó la 
base imponible del impuesto. Además, en 
el impuesto a las ganancias, que es un tri-

(*) Contador público nacional. Titular del Estudio Car-
los E. Yatzkaier & Asociados. Especialista en Tributación.
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buto anual, es realmente adelantar el pago 
del impuesto de esa operación casi al con-
tado y como pago a cuenta del impuesto 
definitivo. En el caso del impuesto sobre los 
ingresos brutos esta situación puede cam-
biar significativamente, ya que siendo la 
base imponible el monto devengado en el 
mes, el vendedor o prestador puede al mes 
siguiente pagar el impuesto aún sin perci-
bir su importe, y si el pago se produce en el 
mes subsiguiente al del pago, la retención 
significa un doble pago ya que por la ope-
ración ya tributó el impuesto y sobre el mis-
mo monto se produce la retención.

Con el transcurso del tiempo y con el ad-
venimiento de otros impuestos como el IVA 
o ingresos brutos, surgió la “percepción”, 
un régimen que supone que las compras o 
contrataciones de servicios que un contri-
buyente realiza se le efectúa una recauda-
ción anticipada del impuesto y consiste en 
un recargo sobre el precio de compra que se 
adiciona y cuyo importe así recaudado por 
el vendedor debe ser depositado por cuen-
ta y orden del comprador. Esta idea impli-
ca suponer que el bien o servicio adquirido 
tendrá su correlato en el momento de de-
vengarse el impuesto. Parte de una premisa 
falsa, ya que suponer que todo tipo de ad-
quisición está relacionada con la determi-
nación del impuesto, es una falacia, porque 
si bien pueden tener relación futura con un 
hecho que puede acaecer o no. Ejemplo: un 
comercio adquiere mercaderías en un de-
terminado mes, y dicha mercadería no se 
vende sino luego de transcurridos 6 meses, 
ya pagó una parte del impuesto y conge-
ló un saldo a favor que será utilizado en el 
mes en que dicha venta se produce. Si bien 
podemos decir que hay una relación cau-
sa efecto, esta no es absoluta y menos aún 
temporal. En este caso se produce un daño 
patrimonial o financiero, atento que el 
monto anticipado genera un saldo que no 
genera ni intereses ni actualización, frente 
a un impuesto que se devengará en perío-
dos posteriores.

Otra herramienta que los fiscos han uti-
lizado son los “anticipos impositivos”, muy 
común en los impuestos a las ganancias y 
bienes personales, donde a partir de la de-

terminación del impuesto de un año, se 
programan sobre la base de dicho impues-
to, anticipar el pago de dicho importe en 
varios pagos antes del vencimiento general 
del impuesto generando en el transcurso 
del ejercicio un crédito (que tampoco de-
venga intereses ni actualizaciones) a favor 
del contribuyente y que según el resultado 
del nuevo ejercicio, el impuesto anticipa-
do puede ser igual, mayor o menor al real, 
con lo cual el fisco presupone que el con-
tribuyente pagará como mínimo el impues-
to abonado en el ejercicio anterior. Con la 
persistente situación inflacionaria de nues-
tro país, es probable que realmente a pesar 
de los anticipos ingresados, el contribuyen-
te tendrá un saldo a pagar luego de su des-
cuento, y si no lo tiene por lo menos habrá 
perdido el costo financiero del saldo a su fa-
vor que en promedio será la tasa de interés 
de 180 días (si tomamos la tasa vigente en 
los bancos del 50 o 60 % anual será entre un 
25 y 30 %).

Finalmente, en los últimos años, apare-
ció un nuevo régimen de anticipo impositi-
vo en el impuesto sobre los ingresos brutos 
de la mayoría de las jurisdicciones del país, 
que consiste en gravar con una alícuota, 
la totalidad de los depósitos efectuados 
en cuentas bancarias, y lo que se denomi-
na “régimen de recaudación bancaria”, que 
de todos los regímenes anteriormente des-
criptos es el más perverso. A los efectos de 
fundamentar esta afirmación diremos que 
básicamente no tiene ninguna relación con 
la determinación impositiva del impuesto, 
ya que para ello la base de cálculo son las 
ventas devengadas en el período que se de-
clara, ventas que pueden ser de contado, 
con tarjetas de débito y crédito o en cuen-
ta corriente, lo que básicamente demues-
tra que los depósitos bancarios pueden 
obedecer a ventas o a otros motivos como 
cobranzas de tarjetas, de cuentas corrien-
tes, etc. realizadas en períodos anteriores 
y sobre los cuales ya se tributó el impues-
to. Tampoco es representativo de capaci-
dad contributiva atento que en la cuenta 
pueden ingresar depósitos por conceptos 
no comerciales como, por ejemplo: a) en-
víos de dinero de familiares; b) devolucio-
nes por notas de créditos; c) reintegros de 
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gastos; d) remesas recibidas del exterior, u 
otros. Sin embargo, a la hora del ingreso del 
dinero no se discrimina y se realiza el cobro 
íntegramente.

Para completar el cuadro de situación va-
rias jurisdicciones con Tucumán y Misio-
nes a la cabeza establecieron regímenes de 
agravamiento incrementando las alícuotas 
de recaudación frente a algunos incumpli-
mientos por parte del contribuyente, como, 
por ejemplo, cuando la alícuota general de 
recaudación bancaria es del 2,5 % si el con-
tribuyente omite la presentación de una 
Declaración Jurada la Dirección de Rentas 
lo califica como incumplidor y le efectúa 
una recaudación a la alícuota del 7 %.

Ahora bien, si efectuamos una compo-
sición de lugar y relacionamos la totalidad 
de los regímenes de recaudación (reten-
ción, percepción y recaudación bancaria) 
un contribuyente puede pagar un impor-
te que puede triplicar el monto que le co-
rresponde pagar en concepto del impuesto 
mensual, generando saldos a favor que por 
otro mecanismo es imposible de recuperar 
durante el año calendario, puesto que no se 
puede gestionar su devolución hasta que 
termine el ejercicio y se determine un saldo 
de Declaración Jurada anual, y dicho saldo 
determinado en el mes de diciembre recién 
está habilitado a partir del mes de febrero 
una vez presentada la del mes de enero.

Habiendo clarificado de dónde surge el 
problema, ahora intentaremos delinear 
cual fue el planteo efectuado por el actor:

1. Plantea que la Dirección General de 
Rentas de la provincia de Tucumán, no tie-
ne las facultades suficientes para dictar las 
resoluciones generales que reglamentan 
el régimen de recaudación bancaria, aten-
to que el Poder Legislativo no puede dele-
gar al Poder Ejecutivo y este tampoco en la 
DGR los llamados reglamentos delegados 
cuando estos exceden los preceptos legales.

2. Al aplicar estos conceptos en mate-
ria tributaria, y de conformidad al art. 3 
del Cód. Tributario, solo por ley se puede 
a) crear, modificar o suprimir tributos; 

b) definir el hecho imponible, c) fijar la alí-
cuota del tributo y su base de cálculo; d) in-
dicar el sujeto pasivo.

3. Que al margen de establecer alguna alí-
cuota diferencial para aquellos contribuyen-
tes que no registren su inscripción no puede 
establecer una alícuota mayor al impuesto.

4. Que al establecer una alícuota agravada 
para aquellos contribuyentes que no presen-
ten en tiempo y forma sus declaraciones jura-
das, aplica un agravamiento que constituyen 
una sanción de naturaleza penal, ajena total-
mente a sus facultades ignorando justamente 
los lineamientos básicos del derecho penal.

Cuando entramos a analizar el extenso 
fallo de la Corte, dejaremos de lado en esta 
oportunidad el análisis de las cuestiones 
procesales sobre la vía intentada por el ac-
tor, efectuadas por la demandada provincia 
de Tucumán, y que en su totalidad fueron 
desechados.

Al tratarse de un recurso que pone en tela 
de juicio la sentencia de la Cámara Conten-
cioso Administrativa, la Corte al analizar di-
cho fallo expresa:

a) La cámara acorde lo reseñado en el 
apart. 3, consideró: “queda claro que de 
conformidad al art. 3 L. 5121, solo por ley 
puede a) crear, modificar o suprimir tribu-
tos; b) definir el hecho imponible; c) fijar 
la alícuota del tributo y la base de cálculo; 
d) indicar el sujeto pasivo”.

b) Surge del análisis del art. 219, 4° párr., 
ley 5121: “se desprende que, por medio de 
las RG, se ha excedido claramente la materia 
respecto de la cual la autoridad de Aplicación 
podía establecer una alícuota, coeficiente 
y/o porcentaje diferencia, en tanto la norma 
solo la habilitaba a hacerlo únicamente res-
pecto de aquellos sujetos que no acrediten 
su inscripción en el citado impuesto...”.

c) Cita jurisprudencia sentada por la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación.

d) El Alto tribunal de la Nación sostuvo: 
“resulta necesario recordar que el princi-
pio de legalidad o de reserva de lay no es 
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solo una expresión jurídico forma, sino que 
constituye una garantía substancia, en la 
medida que su esencia viene dada por la 
representatividad de los contribuyente a lo 
que agregó que 'este principio de raigambre 
constitucional abarca tanto a la creación de 
impuesto, tasas o contribuciones como a 
las modificaciones de los elementos esen-
ciales que componen el tributo, es decir el 
hecho imponible, la alícuota, los sujetos al-
canzados y las exenciones'” (cita fallos).

e) Similares razonamientos surgen de 
distintas sentencias de la Corte de esta pro-
vincia.

f ) Este tribunal expresó “que el exceso re-
glamentario que el a quo le atribuye al ré-
gimen de percepción del impuesto por la 
Dirección de Rentas, a través de las resolu-
ciones cuestionada resulta incontrastable 
en la medida que en el supuesto en análi-
sis el Fisco adopta un parámetro (gasto o 
erogación del contribuyente por compra de 
mercadería) distinto al de los ingresos bru-
tos que el Legislados tomara en considera-
ción para medir el volumen de la actividad 
cuyo ejercicio está sujeto al impuesto de 
marras, apartándose así de la base imponi-
ble tipificada en el art. 221 del CTP” (cau-
sa: Abastecedora del Norte SRL - Sentencia 
1233, 06/10/2016).

g) En la conclusión final expresa: “A la luz 
de lo expuesto resulta fundada la conclu-
sión de la Cámara referida a que la Potestad 
reglamentaria (ejercida por la demandad) 
para añadir otra sanción implica decidida-
mente violentar principios básicos del de-
recho constitucional, por lo que al ampliar 
mediante una resolución general, los su-
jetos plausibles de ser alcanzados por esa 
alícuota diferencial, más allá de aquellos 
previstos por la ley, la autoridad de Aplica-
ción —DGR— ha excedido el marco jurí-
dico sustancial al introducir dentro de los 
elementos constitutivos (sujetos pasivos) 
personas extrañas a las previstas en el CTP”.

h) Por ello el planteo del recurrente (Pcia. 
de Tucumán) se rechaza.

II. Breve comentario final del planteo y 
del fallo de Corte

Como se ha podido advertir, y tal como se 
viene planteando desde la doctrina, las en-
tidades profesionales, y los contribuyentes 
en general, la extensión de un régimen de 
recaudación bancaria medido a través de 
una detracción de los depósitos que efec-
túan los ciudadanos, algunos de los cua-
les son contribuyentes del impuesto sobre 
los ingresos brutos y otros no, excede la ra-
zonabilidad que la recaudación de los im-
puestos debe tener. Este fallo lo confirma 
para este caso particular, no resultando ex-
tensiva a la totalidad de los contribuyentes, 
pero es un saludable indicio que nuestras 
autoridades debería considerar a los efec-
tos de su eliminación lisa y llana.

Los fundamentos para esta aseveración 
son:

1. La realización de un depósito de dinero 
en cuenta bancaria, o la transferencia entre 
cuentas, no forma parte de la base imponi-
ble del impuesto sobre los ingresos brutos, el 
que se encuentra definido como “el ejercicio 
habitual y a título oneroso en jurisdicción de 
la provincia, del comercio, industria, profe-
sión, oficio, negocio, locaciones de bienes, 
obras o servicios, o cualquier otra actividad a 
título oneroso... cualquiera sea el sujeto que 
la preste ... (art. 214 CTP) y la base imponi-
ble (base de cálculo) se determinará sobre la 
base de los ingresos brutos devengados du-
rante el período fiscal (art. 221)”.

2. El sistema de recaudación bancaria cons-
tituye un anticipo a cuenta del impuesto que 
supera los límites de razonabilidad habida 
cuenta que no es el único y es el que más se 
aparta de la realidad económica de los ne-
gocios. Nótese lo siguiente: Un contribuyen-
te compra Mercaderías y anticipa un 5 % de 
su monto a cuenta de un impuesto que a di-
cha fecha no se devengó (no nació la obliga-
ción de pago); luego vende esa mercadería 
con tarjeta de crédito, al percibir el importe 
por parte de la entidad emisora tiene una re-
tención del 5 %; dicho pago se acredita en la 
cuenta bancaria del comercio y por ese depó-
sito se le retiene en concepto de recaudación 
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bancaria un 2,5 % en condiciones normales o 
un 7 %, como en el caso de autos. Si sumamos 
vemos que como mínimo se duplicó el pago a 
cuenta comparado con el impuesto. Automá-
ticamente hay un saldo a favor.

3. La recaudación bancaria sobre depó-
sitos, en algún sentido viola el principio 
de intangibilidad de los depósitos, ya que 
vía una resolución general se designaron 
agentes de recaudación a las Entidades Fi-
nancieras, con las reservas que expresamos 
anteriormente.

4. Que la autoridad de aplicación y me-
diante un sencillo método informático, y a 
modo de morigerar transitoriamente esta 
generación indefinida de saldos a favor, 
podría disponer de manera automática la 
suspensión de todos los sistemas de recau-
dación (retención, percepción y recauda-
ción bancaria) a todos los contribuyentes 
inscriptos que tengan saldos a favor en las 
últimas 2 declaraciones juradas hasta que 
dicho saldo sea consumido, evitando de 
ese modo que el contribuyente deba efec-
tuar la tramitación, que siempre está sujeto 

a una decisión administrativa discrecional 
por parte del fisco.

III. Consideraciones finales

Todos sabemos que el Fisco necesita para 
su funcionamiento y para cumplir con sus 
funciones, de la recaudación impositiva, y 
desde nuestro punto de vista no propicia-
mos de ninguna manera la evasión, ni las 
artimañas que perjudiquen dicha recau-
dación, pero no es menos cierto que para 
ello el fisco también debe actuar de buena 
fe, dando el ejemplo en este sentido, adqui-
riendo la debida autoridad moral para exi-
girlo, ya que el fin (recaudación) no justifica 
los medios (métodos de dudosa legalidad), 
y el hecho que otras administraciones tri-
butarias utilicen este tipo de herramientas 
(razonamiento que en diversas oportunida-
des utilizan las autoridades para su justifi-
cación), no deberían esas malas prácticas 
ser copiadas y en su lugar propender a la 
justicia tributaria, seguramente los con-
tribuyentes cuando vean estas conductas 
ejemplares, las acompañaran mejorando 
sus declaraciones voluntarias.
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Opinión

El contrato de trabajo y el pago 
de la remuneración en moneda 
extranjera frente a las restricciones 
cambiarias

Daniel G. Pérez (*)

En el trabajo se analiza cómo ciertas modificaciones en el nuevo Código Civil y Comercial pue-
den impactar en el contrato de trabajo y, subsecuentemente, en el pago de la remuneración res-
pecto de los contratos y las obligaciones de dar sumas en dinero en moneda extranjera.

I. Introducción

El objetivo de este trabajo es investigar la 
penetración que han tenido ciertas modifi-
caciones operadas en el nuevo Código Civil 
y Comercial respecto de institutos centrales 
del derecho laboral, y esto comparado con las 
restricciones que, por estos días y en forma 
creciente, impiden a los ciudadanos acceder 
a la compra de moneda extranjera. Justifica-
das económicamente o no estas restriccio-
nes, lo cierto es que sí lo son en el marco de 
situación ciertamente compleja e inestable.

Es que, como ya anunciamos en trabajos 
anteriores, la influencia del nuevo derecho 
civil y comercial es de real magnitud en el 
derecho laboral.

En este aspecto queremos indagar el im-
pacto que pueda tener en el contrato de 
trabajo y subsecuentemente, en el pago de 
la remuneración (como uno de elementos 

sustantivos de este contrato) lo que ha in-
troducido el código civil y comercial res-
pecto de los contratos y las obligaciones de 
dar sumas en dinero en moneda extranjera.

Este no es un tema menor ni colateral, 
puede ser el centro de toda una discusión 
profunda y dogmática. Desentrañar, por lo 
pronto, el juego de la voluntad de las partes 
en el contrato de trabajo a partir de nuevas 
situaciones que —en aspecto de la volun-
tad— asume el código civil y comercial, es 
por lo pronto una de estas encomiendas.

A esto se agrega ahora una situación al-
tamente conflictiva, desde el momento en 
que existen limitaciones concretas para 
operar en el mercado cambiario y satisfacer 
el pago de las remuneraciones en moneda 
que no es de curso legal.

O sea, el cumplimiento de una obliga-
ción asumida frente a la imposibilidad de 
su concreción.

II. La autonomía de la voluntad en el 
contrato de trabajo

Habiendo avanzado decididamente el 
Código Civil y Comercial frente a la auto-

(*) Máster Universitario en Dirección y Gestión de 
los Sistemas de Seguridad Social. Universidad de Alcalá 
(España) y Organización Iberoamericana de la Seguridad 
Social (OISS). Socio del Estudio Pérez & Fiocco.
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nomía de la voluntad, su entendimiento y 
los límites impuestos por la misma norma 
de fondo, es necesario ahora determinar de 
qué manera juega la autonomía de la vo-
luntad en el marco del contrato de trabajo.

A pesar de que pueda resultar extraño, la 
autonomía de la voluntad juega un papel 
preponderante en la conformación del con-
trato de trabajo. En todo caso, los límites a 
dicha autonomía están enmarcados dentro 
de los mismos principios que funcionan en 
relación con todo el marco contractual.

Dicen M. C. Piña y P. Ledesma de Fuster 
que más allá de las disposiciones normati-
vas, al momento de la celebración del con-
trato, tanto el trabajador como el empleador 
convienen las condiciones que tendrá la re-
lación laboral real y concreta que las unirá. 
Añaden que, cada una de ellas manifiesta 
su voluntad a través de la concertación con 
las características que presentará la vincu-
lación durante toda su existencia, en tanto 
no se violen los mínimos previstos por la ley 
y que, como la propia ley prevé las cláusu-
las que violenten esas condiciones, serán 
nulas y sustituidas ope legis, por las normas 
contenidas en la propia ley, en especial lo 
que determinan los arts. 7°; 11; 12 y 13  (1).

Se aprecia entonces que, la autonomía de 
la voluntad no se sustituye o se anula, solo 
que puede limitarse en función del orden 
público laboral, al que deben someterse las 
partes como marco protectorio. También 
debe quedar claro que, en el caso que cier-
tas cláusulas violenten normas de orden 
público el contrato no se anula, sino solo 
aquellas partes que resulten violatorias.

Esto expresa claramente el art. 13 de la 
LCT, en cuanto a la sustitución de las cláu-
sulas nulas.

Las ya mencionadas autoras Piña y Le-
desma, dicen en este caso que, no se trata 

  (1) PIÑA, María del Carmen - LEDESMA DE FUSTER, 
Patricia, Comentario a las Disposiciones Generales, Art. 
1º de la LCT en "Ley de Contrato de Trabajo. Comentada 
y Concordada"; Director Raúl E. Altamira Gigena, Edito-
rial Errepar, Buenos Aires 2010, p. 10.

de la derogación de una norma, fruto de la 
autonomía de las partes que suscribieron el 
contrato por una norma heterónoma impe-
rativa, sino de una sustitución o reemplazo 
de las disposiciones que excedieron el marco 
de atribución de las facultades que el ordena-
miento jurídico le reconoce a aquellas  (2).

Si para concretar la óptica de lo que sig-
nifica formular un contrato de trabajo en 
donde como parte del sinalagma la contra-
prestación que recibe el trabajador por la 
puesta a disposición de sus servicios, se re-
ferencia en una moneda extranjera, habría 
que juzgar esta cláusula a la luz del art. 9 de 
la LCT, en cuanto a la prevalencia de la nor-
ma más favorable al trabajador.

Si el establecimiento de la remuneración 
del trabajador fuera efectuado en moneda 
extranjera y, esta forma buscada y conveni-
da por las partes resultara en una situación 
favorable; por ejemplo: por resultar fijado 
en una moneda dura o que mantuviera el 
poder adquisitivo del salario como el dólar 
estadounidense, resultaría que esa forma 
de retribución podría llegar a ser muchos 
más favorable que utilizar moneda de cur-
so legal (veremos el tema del curso legal en 
el próximo punto).

De acuerdo con lo analizado, no existi-
ría limitación alguna a que las partes en 
ejercicio de su voluntad acordaran que la 
remuneración fuera fijada en moneda ex-
tranjera, como precio de tal retribución, 
en la medida que dicha convención resul-
tare más favorable al trabajador; esto nos 
resuelve una parte del interrogante. Queda 
ahora por analizar si fijada la remuneración 
en moneda extranjera (lo que vimos como 
válido), puede la remuneración ser pagada 
en esa moneda, lo que desde ya anuncia-
mos es cosa distinta.

III. La remuneración del trabajador

Sostuvimos en su oportunidad y hoy tam-
bién reafirmamos que una definición muy 
simple y concisa dice que el salario es el 

  (2) PIÑA, María del Carmen - LEDESMA DE FUSTER, 
Patricia, ob. cit., ps. 84-85 en comentario al art. 13 LCT
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precio del trabajo efectuado por cuenta y 
orden de un patrono o empleador.

El concepto de salario ha evolucionado 
con el progreso y hoy constituye uno de los 
problemas más complejos de la organiza-
ción económica y social de los pueblos. Los 
desequilibrios de los salarios son capaces 
de provocar las más graves perturbaciones.

Más de los dos tercios de la población 
mundial dependen para su existencia, de 
las rentas que el trabajo por cuenta ajena 
les proporciona. Sostiene Fernández Ma-
drid que el criterio para identificar el salario 
es que la prestación constituya una venta-
ja patrimonial para el trabajador en dine-
ro o en especie, que retribuya sus servicios 
(contraprestación por el trabajo prestado o 
puesta a disposición del empleador)  (3).

En síntesis, es remuneración toda venta-
ja patrimonial que perciba el trabajador por 
poner su fuerza de trabajo a disposición del 
empleador, o por estar amparado por algu-
na suspensión legal. Se constituye así en un 
elemento esencial del contrato de trabajo 
que no admite su modificación en forma 
unilateral, so pena de violar el principio de 
intangibilidad del salario  (4).

Pero aquí la ley de contrato de traba-
jo comienza a ser más rigurosa en cuanto 
al pago de la remuneración en dinero y en 
cuanto a los medios de pago.

El art. 107 expresa que las remuneracio-
nes que se fijen por las convenciones colec-
tivas deberán expresarse en dinero, y en el 
segundo párrafo dice que el empleador no 
podrá imputar los pagos en especie a más 
del 20% de las remuneraciones.

Este artículo es —en realidad— el pri-
mer eslabón de lo que se desarrolla a partir 

  (3) FERNÁNDEZ MADRID, Juan Carlos, "Tratado Prác-
tico de Derecho del Trabajo", 3ª edición, Tomo II, Buenos 
Aires, Editorial La Ley, 2007, ps. 637 y subsiguientes

  (4) PÉREZ, Daniel G., "Ley de Contrato de Trabajo Co-
mentada y Concordada". Tomo I. Título IV De la remune-
ración del trabajador, Capítulos I a IV; Editorial Errepar, 
Buenos Aires 2010, p. 613.

de los arts. 124 y subsiguientes de la ley y 
que se identifican con el precepto de tute-
la del salario. En principio determina que, 
las remuneraciones que fueren fijadas por 
las convenciones colectivas deberán ex-
presarse, en su totalidad en dinero. Esto es 
en cuanto a su fijación o expresión. Obvia-
mente esto responde a la naturaleza misma 
de los aspectos convencionales del contra-
to de trabajo. En lo que a nuestro trabajo 
atañe, no caben dudas que las convencio-
nes colectivas deben fijar los salarios en 
moneda de curso legal.

A renglón seguido el segundo párrafo au-
toriza la imputación de los pagos en especie 
con un límite preciso del veinte por ciento 
(20%); o sea las remuneraciones “imputa-
das” en especie son permitidas en la LCT, 
sujetas a un límite.

Pero como antes expresamos, el art. 107, 
es el primer eslabón de lo que se desarrolla 
a partir del art. 124 de la ley.

El bloque de artículos que comienza con 
el 124, no ha resistido el embate del tiem-
po y las nuevas formas tecnológicas. Parece 
absolutamente fuere de época el primer pá-
rrafo de dicho artículo cuando expresa que 
las remuneraciones debidas al trabajador 
deberán pagarse —bajo pena de nulidad— 
en “...efectivo, cheque a la orden del traba-
jador para ser cobrado personalmente por 
este...”, sin perjuicio de que prosigue dicien-
do que la acreditación en cuenta abierta a 
su nombre en entidad bancaria o en institu-
ción oficial, también será un medio idóneo 
para dar cuenta del pago de la remunera-
ción.

Esta última forma de pago que en el tex-
to constituía casi una excepción, por obra 
de la bancarización y el uso masivo del di-
nero “electrónico” se ha transformado en la 
forma prevalente (y hasta obligatoria), ha-
biendo desplazado a los medios habituales 
de pago (efectivo o cheque). Estos son los 
importantes cambios que ha experimen-
tado el pago de la remuneración; aunque 
desde ya, debe aclararse que el pago del sa-
lario a través del depósito en cuentas ban-
carias, abiertas especialmente para cada 
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trabajador, parecería satisfacer plenamente 
aquel concepto de “pago directo” que es el 
que establece el art. 124.

Debemos recalcar que el texto del art. 124 
es de los más recientemente modifica-
dos. La ley 26.590, publicada en el BO el 
5/05/2010, agrega un segundo párrafo al 
texto anterior a esta reforma, redactado del 
siguiente modo:

“...Dicha cuenta, especial tendrá el nom-
bre de cuenta sueldo y bajo ningún concep-
to podrá tener límites de extracciones, ni 
costo alguno para el trabajador, en cuanto 
a su constitución, mantenimiento o extrac-
ción de fondos en todo el sistema bancario, 
cualquiera fuera la modalidad extractiva 
empleada...”.

Pero, de todos modos y más allá de la 
bancarización del sistema del pago de la re-
muneración la manda obligatoria es que las 
remuneraciones deben abonarse en “dine-
ro”; esto equivale a decir en moneda de cur-
so legal, so pena de nulidad del acto por el 
que se abona la remuneración.

Relacionemos entonces el pago de la re-
muneración con la modificación recien-
temente operada por el Código Civil y 
Comercial.

IV. Las obligaciones de dar sumas en di-
nero en el Código Civil y Comercial

Para explicar el cambio en el nuevo códi-
go debemos necesariamente remontarnos 
al pasado.

El Código Civil en su redacción original 
disponía en el art. 617 que, si el acto cons-
titutivo de la obligación se hubiera estipu-
lado en dar moneda que no fuera de curso 
legal en la República Argentina la obliga-
ción debía considerarse como de dar can-
tidades de cosas. En estrecha ligazón con 
tal disposición el original art. 2311, estable-
cía que la moneda extranjera no era dinero 
sino una cosa.

La redacción original del Código Civil 
adoptaba el criterio nominalista y por tal 

razón, el también original art. 619 estable-
cía: 

“...si la obligación del deudor fuere de en-
tregar una suma de determinada especie 
o calidad de moneda corriente nacional, 
cumple la obligación dando la especie de-
signada, u otra especie de moneda nacio-
nal al cambio que corra en el lugar el día de 
vencimiento de la obligación...”.

Se produce un cambio de singular impor-
tancia a partir de la ley 23.928 de Conver-
tibilidad del Austral (BO 28/03/1991). Esta 
ley establecía a partir del 1º de abril de 1991 
una relación cambiaria fija entre la mone-
da nacional y la estadounidense, a razón 
de 1 dólar estadounidense por cada 10.000 
australes o posteriormente un peso con-
vertible. Necesitaba y se exigía la existencia 
de respaldo en reservas de la moneda cir-
culante, por lo que se restringía la emisión 
monetaria al aumento del Tesoro Nacional. 
El período en que duró la ley de convertibi-
lidad se llamó popularmente “el uno a uno”, 
en clara referencia a la igualdad del peso 
frente al dólar estadounidense.

Pero, lo importante y en relación con esta 
nueva óptica de adjudicarle un papel tan 
trascendente al dólar estadounidense en el 
ámbito de la convertibilidad, produjo tam-
bién la adaptación del código civil, modifi-
cando los arts. 617, 619 y 623. En lo que a 
nuestra indagación compete, resaltamos la 
redacción de los arts. 617 y 619.

“...Artículo 617: Si por el acto por el que 
se ha constituido la obligación, se hubiere 
estipulado dar moneda que no sea de cur-
so legal en la República, la obligación debe 
considerarse como de dar sumas de dine-
ro...”.

“...Artículo 619: Si la obligación del deu-
dor fuese de entregar una suma de determi-
nada especie o calidad de moneda, cumple 
la obligación dando la especie designada, el 
día de su vencimiento...”.

De esta forma el código civil se alejaba del 
criterio nominalista, creando entonces lo 
que podríamos designar como una segun-
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da moneda de curso legal; o por lo menos 
podríamos decir: obligaciones “converti-
bles” en moneda extranjera.

De allí queda claro entonces que las obli-
gaciones de dar en moneda extranjera se 
consideraban obligaciones de dar sumas 
en dinero y por lo tanto la cancelación de 
la obligación debía efectuarse en la mone-
da pactada.

Tuvo esto una singular modificación a 
partir de la crisis 2001-2002 y la llamada 
“pesificación” y la posterior jurisprudencia 
emanada de todos los conflictos apareci-
dos en virtud de esa crisis que introducían 
la teoría del “esfuerzo compartido”; empero 
estas circunstancias, no se alteraba la nue-
va redacción del código civil en lo relativo 
a las obligaciones asumidas en moneda ex-
tranjera: obligaciones de dar sumas en di-
nero.

Viene entonces la introducción del Códi-
go Civil y Comercial. Podemos decir (con 
matices) que el texto del Cód. Civ. y Com. 
vuelve al criterio nominalista que había es-
tablecido el texto original del Código Civil 
anterior a la reforma de la ley 23.928.

En efecto, los arts. 765 y 766 vienen a es-
tablecer:

“...Artículo 765.- Concepto. La obligación 
es de dar dinero si el deudor debe cierta 
cantidad de moneda, determinada o deter-
minable, al momento de constitución de la 
obligación. Si por el acto por el que se ha 
constituido la obligación, se estipuló dar 
moneda que no sea de curso legal en la Re-
pública, la obligación debe considerarse 
como de dar cantidades de cosas y el deu-
dor puede liberarse dando el equivalente 
en moneda de curso legal...”.

“...Artículo 766.- Obligación del deudor. 
El deudor debe entregar la cantidad corres-
pondiente de la especie designada...”.

De esta forma e independientemente de 
las contradicciones que pudieran notarse 
entre la redacción in fine del art. 765, cuan-
do se estipula que la obligación puede ser 

cumplida dando el equivalente en moneda 
de curso legal y el art. 766 cuando, (en cier-
to sentido inverso) dice que el deudor debe 
entregar la cantidad de moneda correspon-
diente a la especie designada, lo cierto es 
que se provoca la vuelta al criterio nomi-
nalista y las obligaciones de dar en moneda 
extranjera no son obligaciones de dar dine-
ro sino de dar cantidades de cosas.

Empero, aparte de la vuelta a un criterio 
nominalista, quedaba por zanjar un tema 
de trascendencia en materia de obligacio-
nes contractuales; esto es, si las cláusulas 
relativas al precio son de orden público o 
de naturaleza supletoria, y en tal sentido, 
disponibles para las partes en función de 
la autonomía de la voluntad. Esta disquisi-
ción no es menor.

Por lo pronto, la Sala F de la Cámara Na-
cional en lo Civil opinó en este transcen-
dente tema    (5). El caso trataba de una 
deuda por un mutuo concertado en dóla-
res, por el que se había obligado la deudora 
a pagar una suma en dólares en 36 cuotas, 
con más un interés del 16% anual sobre sal-
dos.

La deudora actora pretendía abonar la 
suma convertida a pesos, ya que, según ex-
presaba había arbitrado todos los medios 
para cumplir con su obligación, pero que 
ello le era imposible por razones de orden 
público (cepo cambiario), y a su criterio 
correspondía cancelar la deuda contraída 
mediante la entrega del valor de la cuota, 
más los intereses respectivos en moneda 
nacional al cambio oficial vigente al día an-
terior de pago.

Dos cosas nucleares expresan la Cámara, 
en el mismo sentido que el juzgado de pri-
mera instancia en lo comercial.

a) Que conforme a lo establecido en el 
Código Civil y Comercial las normas lega-
les relativas a los contratos son supletorias 

  (5) Expte. N° 79.776/2012 - "Fau, Marta R. c. Abecian, 
Carlos A. y otros S/ Consignación" — CNCiv., Sala F, 
25/08/2015, Expte. N° 76.280/2012 - "Libson, Teodoro y 
otros c. Fau, Marta R. s/ Ejecución Hipotecaria.
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a la voluntad de las partes a menos que de 
su modo de expresión, de su contenido o 
de su contexto resulte de carácter indispo-
nible (art. 962), mientras que el art. 7º del 
referido cuerpo normativo se dispuso que 
la norma supletoria no se aplica a los con-
tratos en ejecución, debiéndose por lo tan-
to aplicar la normativa supletoria vigente al 
momento de celebración del contrato.

b) Citando al art. 765 dice que dicha nor-
ma no resulta ser de orden público y por no 
resultar una norma imperativa no habría 
inconvenientes en que las partes en uso de 
la autonomía de la voluntad (arts. 958 y 962) 
pacten como dice el art. 766 que el deudor 
debe entregar la cantidad correspondiente 
en la especie designada.

V. Conclusiones y situaciones especiales

Por todo lo expuesto y analizado, pode-
mos a forma de resumen concluir que:

- En virtud de la autonomía de la volun-
tad que impera tanto en el derecho civil 
como el laboral, no observamos limitación 
alguna para que las partes fijen el precio de 
contrato de trabajo (remuneración) en mo-
neda extranjera, siempre que esto resulte 
ser de una condición más favorable al tra-
bajador. En tal sentido la experiencia de 
los usos y la economía ha demostrado que; 
por ejemplo, el dólar estadounidense ha re-
sultado una moneda que resguarda mejor 
el carácter alimentario del salario y que ha 
preservado en forma más favorable el po-
der adquisitivo de la moneda.

- En todo caso, no podría abonarse 
(so pena de nulidad) en otra moneda que 
no fuera la de curso legal, por la limitación 

impuesta por el art. 124 y subsiguientes de 
la LCT.

- La solución a estas dos situaciones, en 
principio contrapuestas, podría encontrar-
se en el mismo contrato de trabajo, fijan-
do la remuneración en moneda extranjera 
y también el método de conversión a mo-
neda local al momento del pago de la re-
muneración, lo que supondría asimismo 
un acuerdo de partes; siempre teniendo en 
cuenta —obviamente— la condición más 
favorable para el trabajador.

- Claro está que, en este momento, esta 
última variante es la más compleja. La dife-
rencia de distintos valores de cambio para 
transacciones, o para atesoramiento o sim-
plemente un valor referencial del merca-
do (dólar blue), complican la situación a 
convertir la moneda extranjera a curso le-
gal. Pero aquí habría que trabajar con dos 
opciones: (i) o bien instrumentar la forma 
bajo presentación, de obtener las especies 
de moneda necesarias para satisfacer el sa-
lario en la moneda elegida; o (ii) establecer 
una forma de conversión afín a las situa-
ciones cambiarias imperantes, siempre te-
niendo en cuenta la posición más favorable 
al trabajador.

- Existe una limitación importante en este 
momento para la obtención de moneda ex-
trajera, por lo que, resultaría realmente 
complicado satisfacer pagos de salarios en 
moneda extranjera de contratos celebrados 
en la República Argentina cuya prestación 
efectiva se estuviere desarrollando en el ex-
tranjero. En estos casos, también se debería 
gestionar la posibilidad de obtener la mo-
neda extranjera para su posterior transfe-
rencia.Tho
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Se analizan, desde el punto de vista técnico y de liquidación práctica, las últimas novedades 
sobre el convenio colectivo de encargados de edificios de propiedad horizontal.

I. Marco normativo

En el Estatuto del Personal de Casas de 
Renta y Propiedad Horizontal, se fundaron 
algunas pautas relativas a las obligaciones 
y derechos de los trabajadores, tales como 
estabilidad, régimen de licencias, trata-
miento del preaviso, indemnización por 
antigüedad, vivienda, un registro rubricado 
adicional y hasta una libreta de trabajo, en-
tre otros.

Sin perjuicio del Estatuto, este se comple-
menta con un convenio colectivo de traba-
jo, el 589/2010 y sus modificatorias.

Las leyes que encuadran la actividad del 
personal dependiente de edificios son el 
Estatuto del Encargado de edificios, el Có-
digo Civil y Comercial (Cód. Civ. y Com.), 
Propiedad Horizontal, la Ley de Contrato 
de Trabajo.

Ley de Contrato de Trabajo, art. 9º, se de-
termina el principio de la norma más favo-
rable para el trabajador al indicar: “En caso 
de duda sobre la aplicación de normas le-
gales o convencionales, prevalecerá la más 
favorable al trabajador, considerándose 
la norma o conjunto de normas que rija 
cada una de las instituciones del derecho 

del trabajo. Si la duda recayese en la inter-
pretación, o alcance de la ley, los jueces o 
encargados de aplicarla se decidirán en el 
sentido más favorable al trabajador”.

El Poder Ejecutivo, en pleno COVID-19, a 
través del dec. 297/2020 estableció el “ais-
lamiento social, preventivo y obligatorio” 
desde el viernes 20 de marzo al 31 de mar-
zo, que luego fuere prorrogando, y en la 
última oportunidad lo hizo hasta el 20 de 
septiembre próximo. La función de los en-
cargados de edificios es “servicios esencia-
les de vigilancia, limpieza y guardia”.

No gozaba consenso entre las entidades 
profesionales y gremiales que regulan la ac-
tividad para concluir si esta alcanzaba o no 
a los encargados.

La entidad gremial que agrupa a los tra-
bajadores del sector (SUTERH) había an-
ticipado que los trabajadores debían 
“presentarse a realizar jornadas reducidas 
de común acuerdo con el consorcio o el 
administrador para desarrollar tareas es-
pecíficas de recolección de residuos y de 
limpieza de las zonas comunes en sus luga-
res de trabajo”.

Finalmente se publicó la resolución del 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad 
Social 233 (BO 23/03/2020) que confirma el (*) Profesional independiente.
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carácter esencial de la actividad de los en-
cargados de edificios.

II. Servicios centrales y clasificación de 
edificios

El art. 6º del CCT 589/2010 enumera los 
servicios centrales que pueden presentar 
los edificios y que son tenidos en cuenta a 
la hora de establecer la categorización de 
estos.

- Agua caliente.

- Calefacción.

- Compactador y/o incinerador de resi-
duos.

- Servicio central de gas envasado (si no 
hay gas natural).

- Desagote de cámara séptica (circuns-
cripto a las zonas en las que existe para uso 
común).

- Ablandador de agua (circunscripto a las 
zonas en las que existe para uso común del 
edificio).

- Natatorio.

- Gimnasio.

- Saunas.

- Canchas de pádel.

- Canchas de tenis o squash.

- Salón de usos múltiples.

- Solárium y lavandería.

Los edificios se clasifican de la siguiente 
manera:

- Primera categoría: edificios con 3 o más 
servicios centrales.

- Segunda categoría: edificios con 2 servi-
cios centrales.

- Tercera categoría: edificios con 1 servi-
cio central.

- Cuarta categoría: edificios sin servicios 
centrales.

En función a la categoría del edificio se 
determinan las remuneraciones básicas 
correspondientes al personal que se des-
empeña en cada uno de ellos.

III. Categorías de trabajadores

De acuerdo con el art. 7º, CCT:

a) Encargado/a permanente: es quien tie-
ne la responsabilidad directa ante el em-
pleador del cuidado y atención del edificio, 
desempeñando sus tareas en forma perma-
nente, normal y habitual.

b) Ayudante permanente: es quien se-
cunda al/a la encargado/a en sus tareas, 
debiendo desempeñarlas en forma perma-
nente, normal y habitual.

c) Ayudante de temporada de jornada 
completa: es aquel/la que ejerce las funcio-
nes designadas en b) en forma temporaria 
en zonas turísticas del país, y por un perío-
do mínimo de 90 días, y hasta un máximo 
de 120 días. Los períodos mencionados po-
drán complementarse con las prestaciones 
que se efectivicen en los denominados fe-
riados de “Semana Santa”, y vacaciones de 
invierno y/o verano, según corresponda a la 
zona turística en cuestión o feriados puente 
(por dec. 52/2017 con vigencia a partir de 
enero 2017, se han eliminado los feriados 
turísticos o puente).

Este/a trabajador/a adquirirá su estabi-
lidad con arreglo a lo establecido en la ley 
12.981 y modificatorias y en el art. 97 de la 
Ley de Contrato de Trabajo, a partir de su 
contratación en la primera temporada, si 
ello respondiera a necesidades también 
permanentes de la empresa o explotación 
ejercida.

d) Ayudante de temporada de media jor-
nada: es quien cumplimenta las mismas 
funciones que el/la ayudante de tempora-
da, trabajando la mitad de la jornada y per-
cibiendo lo dispuesto en la escala salarial 
del presente convenio, aplicando el con-
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cepto vertido en c) respecto al cómputo de 
temporada.

e) Ayudante de media jornada: es quien 
cumplimenta las mismas funciones que 
el/la ayudante permanente en edificios de 
hasta 35 unidades, o donde trabaje un ayu-
dante permanente, sin importar la cantidad 
de unidades existentes en el edificio, traba-
jando la mitad de la jornada y percibiendo 
lo dispuesto en la escala salarial del presen-
te convenio o en edificios donde ya trabaja-
sen ayudantes permanentes, trabajando la 
mitad de la jornada.

f ) Encargado/a no permanente: es quien 
realiza tareas propias del/de la encargado/a 
en edificios en los que tengan a su cargo 
hasta 25 unidades sin servicios centrales o 
con servicios centrales de calefacción y/o 
agua caliente. Este/a trabajador/a tendrá 
la obligación de cumplir un horario de per-
manencia de hasta 4 horas diarias. Los ho-
rarios vigentes en esta categoría a la fecha 
de sanción de este convenio serán mante-
nidos sin modificación.

g) Suplente de jornada completa: es quien 
reemplaza al/a la titular cuya jornada de 
trabajo sea de 8 horas diarias, durante el 
descanso semanal de este/a, vacaciones, 
enfermedad y/o cualquier licencia que 
contemple el presente convenio y/o la le-
gislación laboral vigente. El/la suplente del 
descanso semanal adquiere estabilidad en 
su cargo a los sesenta días corridos desde 
su ingreso. La jornada laboral de este per-
sonal podrá ser igual al del/de la titular, 
percibiendo los importes que fije la escala 
salarial vigente.

h) Suplente de media jornada: es quien 
reemplaza al/a la titular. Respecto de este 
personal rigen las mismas condiciones que 
la del suplente de jornada completa y perci-
birá el cincuenta por ciento (50%) del valor 
diario establecido.

i) Personal asimilado: es aquel que des-
empeña sus tareas en forma permanente, 
normal y habitual, distinta de las defini-
das como a cargo del/de la encargado/a, 
ayudante o vigilador/a, como ser: ascen-

soristas, telefonistas, administrativos/as, 
jardineros/as, recepcionistas, personal de 
mantenimiento, etcétera.

j) Encargado/a de unidades guardaco-
ches: en esta categoría están comprendi-
dos/as los/as trabajadores/as que realizan 
sus tareas en forma permanente, normal y 
habitual en los garajes destinados a guardar 
los vehículos de los propietarios y/o usua-
rios legítimos, siendo sus tareas el realizar 
la limpieza general de garaje, apertura y 
cierre dentro de su jornada de labor, aco-
modar y cuidar los coches.

k) Personal con más de una función: es el/
la encargado/a o ayudante que además, de 
las tareas específicas desempeña otras dis-
tintas en el edificio, en forma permanente, 
normal y habitual, dentro de su jornada de 
labor, como ser: a) apertura, cierre, cuida-
do y limpieza de garaje y/o jardín; b) mo-
vimiento de coches hasta un máximo de 
veinte unidades; y c) limpieza de pileta de 
natación y mantenimiento del agua (con 
productos adecuados para la tarea, los que 
serán provistos por el consorcio), saunas, 
salones de usos múltiples o cualquier otro 
de los definidos como servicios centrales.

l) Personal de vigilancia nocturna: es 
aquel que tiene a su cargo exclusivamente 
la vigilancia nocturna del edificio y sus ins-
talaciones, debiendo prestar la debida cola-
boración en casos de emergencia.

m) Personal vigilancia diurno: con jorna-
da de 8 horas diarias de lunes a sábado, has-
ta las 13:00 horas de este último día, con la 
misión y función de vigilar el edificio, espe-
cialmente en cuanto a la gente que ingresa 
o egresa, y el funcionamiento de los servi-
cios centrales, con la obligación en este úl-
timo supuesto de dar aviso inmediato al 
designado por el administrador en caso de 
detectarse fallas o emergencias.

n) Personal vigilancia media jornada: con 
4 horas diarias de labor, de lunes a sába-
do, con iguales funciones que el de jorna-
da completa, con un cincuenta por ciento 
(50%) del salario de este.
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o) Mayordomo/a: es quien realiza las ta-
reas propias del/de la encargado/a en for-
ma permanente, normal y habitual, en 
inmuebles donde existen tres o más traba-
jadores/ as a sus órdenes.

p) Trabajadores/ as jornalizados/as o de 
limpieza: son quienes realizan tareas de 
limpieza y que no trabajen más de 18 ho-
ras por semana en el mismo edificio. A este 
tipo de personal se le abonará por hora de 
trabajo realizado, no pudiendo en ningún 
caso pagarse menos de 2 horas diarias. El 
valor hora se obtendrá de la siguiente for-
ma: se considerará el sueldo básico que 
percibe un/a encargado/a permanente sin 
vivienda de edificios de primera categoría, 
dividiendo tal remuneración por 120, el im-
porte resultante será el valor de una hora 
de trabajo. En ningún caso la aplicación de 
esta norma podrá dar lugar a una disminu-
ción del salario actualmente vigente.

Los/as trabajadores/ as que realicen ta-
reas de retiro de residuos los días domin-
gos y feriados quedan incluidos en esta 
categoría.

q) Intendentes: todo/a trabajador/a que 
tiene a su cargo emprendimientos destina-
dos a propiedad horizontal y/o rentas y/o 
barrio cerrados y/o complejos habitacio-
nales con servicios múltiples, prestando su 
conocimiento y supervisión del estado ge-
neral de las instalaciones del edificio y sus 
servicios y ejecutará las órdenes que la Ad-
ministración le imparta a su respecto, las 
que deberán estar debidamente plasmadas 
en el “Libro de órdenes”. Los intendentes no 
pueden cumplir las funciones que desem-
peñan los administradores.

El art. 8º menciona la designación de su-
plente:

Cuando haya encargado/a y ayudante, 
será facultad del empleador la designación 
del suplente. Sin perjuicio de ello, en los ca-
sos en que el cónyuge del/la encargado/a 
desempeñe las tareas del ayudante, el fran-
co semanal y las vacaciones serán gozadas 
conjuntamente, si así lo solicitaran.

IV. Obligaciones del personal

Las obligaciones del personal surgen del 
art. 23, CCT:

1. Habitar la unidad que en el edificio se 
ha destinado a ese fin, el que no puede ser 
alterado, la que deberá mantener en per-
fecto estado de conservación e higiene des-
tinándola exclusivamente para el uso que le 
es propio, para habitarla con su familia in-
tegrada por esposa/o e hijos/as, estándole 
prohibido darle otro destino ni albergar en 
ella, aunque fuera transitoriamente a per-
sonas extrañas al núcleo familiar. El admi-
nistrador podrá verificar personalmente el 
estado de la vivienda en compañía del/de 
la empleado/a, siempre en horarios de tra-
bajo.

El trabajador está obligado a pernoctar 
allí en las jornadas hábiles.

2. Usar la ropa y el equipamiento de tra-
bajo que debe suministrarle el empleador, 
la que deberá conservar en perfecto estado 
de limpieza.

3. En caso de que un empleador le su-
ministre indumentaria para vestir en el 
cumplimiento de sus funciones, el/la 
trabajador/a deberá usarla en las circuns-
tancias que queden determinadas. Las 
prendas deberán ser confeccionadas sin 
adornos, leyendas ni colores llamativos. La 
vestimenta consistirá en dos trajes, uno de 
verano y otro de invierno, cuatro camisas, 
dos corbatas y un par de zapatos. La entrega 
de este vestuario deberá repetirse cada dos 
años, la que deberá conservar en perfecto 
estado de limpieza.

4. Avisar al administrador, de inmediato, 
toda novedad que se produjera en el edi-
ficio. Asimismo, el trabajador sin vivienda 
deberá notificar de inmediato a la Adminis-
tración del consorcio el cambio de domi-
cilio, el que deberá ser realizado en forma 
fehaciente; en caso de no hacerlo se ten-
drán por válidas las notificaciones que se 
cursen en el domicilio laboral.
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5. Poner en conocimiento del adminis-
trador, inmediatamente de formulado, 
cualquier reclamo que hagan los copropie-
tarios. Si el administrador no viviera en el 
edificio los gastos que demandare la comu-
nicación estarán a cargo del empleador.

6. Acordar a todos y cada uno de los co-
propietarios u ocupantes por igual el co-
rrecto tratamiento a que tienen derecho los 
integrantes del consorcio.

7. Mantener en perfecto estado de con-
servación, aseo e higiene todas las partes 
comunes del edificio, así como también las 
puertas de uso común. Asimismo, no estará 
obligado/a al lavado de paredes pintadas, 
salvo las manchas producidas en las inte-
riores comunes cuando sean ocasionales 
y no derivadas de su uso normal o produ-
cidas por el paso del tiempo. El resultante 
de esta tarea no es responsabilidad del/de 
la trabajador/a.

8. Controlar el funcionamiento de las má-
quinas e instalaciones del edificio.

9. Entregar sin dilación alguna a cada 
destinatario la correspondencia que viniera 
dirigida a ellos, como, asimismo, los resú-
menes de expensas y comunicaciones que 
efectuare el administrador por escrito a los 
copropietarios.

10. Vigilar la entrada y salida de perso-
nas del edificio, impidiendo, sin excepción 
alguna, la entrada de vendedores ambu-
lantes, promotores y/o similares y el esta-
cionamiento de personas en las puertas de 
acceso o espacios comunes.

11. Impedir la entrada al edificio de pro-
veedores fuera del horario que al efecto fije 
el administrador.

12. Poner en funcionamiento y asegurar 
la protección de los servicios generales del 
edificio en las oportunidades que fije el ad-
ministrador dentro del horario habitual de 
tareas, debiendo, además, cambiar lámpa-
ras y tubos fluorescentes de las partes co-
munes del edificio.

13. Acatar las órdenes que le imparta el 
administrador, las que deberán ser fija-
das en un “Libro de órdenes” rubricado 
por la autoridad competente, el que per-
manecerá en poder del administrador con 
la obligación del encargado de notificar-
se recibiendo una copia de lo expuesto, 
pudiendo hacer los descargos que estime 
conveniente.

14. Abstenerse de realizar cualquier tarea 
de atención a los copropietarios en su ho-
rario de trabajo, pudiendo realizarlos por 
su cuenta en horario de descanso y francos.

15. Mantener debidamente actualizado y 
proporcionar a sus reemplazantes, circuns-
tanciales o definitivos, toda la información 
concerniente al desempeño de las distintas 
tareas a su cargo.

16. La responsabilidad de las tareas recae 
exclusivamente en la persona designada 
por el principal, estando excluido derivar 
dicha responsabilidad en familiares o ter-
ceros, siendo tal incumplimiento una falta, 
no teniendo el empleador responsabilidad 
alguna ante eventuales accidentes o recla-
mos que pudieran producirse por parte de 
estos familiares o terceras personas.

17. Las llaves del sótano y controles del 
edificio solo podrán encontrarse en poder 
del/de la trabajador/a encargado/a y del 
administrador o la persona que este desig-
ne. De encontrarse su acceso en la vivienda 
del/de la encargado/a, solo podrá acceder-
se en caso de emergencia.

18. El administrador del consorcio se ha-
lla facultado para indicar el lugar donde 
deberán hallarse a disposición los/as em-
pleados/as, comprendidos en la conven-
ción colectiva de trabajo vigente, cuando 
no se encuentren prestando tareas efecti-
vas.

19. El administrador podrá determinar 
y ordenar la cantidad de veces que se reti-
rarán los residuos en el edificio dentro del 
horario de trabajo. En caso de que en el edi-
ficio se generen residuos provenientes de 
consultorios médicos, odontológicos, ve-
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terinarios, de análisis clínicos, radiológicos, 
estos se dispondrán de acuerdo con la legis-
lación vigente. El/la trabajador/a no deberá 
manipular en ningún caso esos residuos.

20. El/la empleado/a con vivienda que 
se encuentre en el edificio tendrá la obli-
gación de prestar colaboración en el con-
sorcio, aunque se encuentre fuera de su 
horario de servicio, cuando se produzcan 
emergencias, situaciones de urgencia o 
cuando se ponga en peligro la seguridad 
de los bienes y de las personas que habi-
tan el consorcio. La colaboración prestada 
por el/la empleado/a en tales circunstan-
cias deberá ser remunerada con el pago de 
horas extraordinarias. El desconocimiento 
de lo expuesto será considerado como fal-
ta grave.

21. Entre el/la trabajador/a y el emplea-
dor se podrá establecer libremente la rea-
lización de jornadas continuadas y sin 
descansos intermedios, dentro de lo esta-
blecido en la presente convención.

22. Barrer y recoger la basura del cordón 
de la vereda en toda la extensión del frente 
del edificio.

23. Deberá observar el correcto aseo e hi-
giene personal durante la jornada laboral 
como, asimismo, de la vestimenta.

El personal no estará obligado:

1. A realizar la cobranza de expensas co-
munes.

2. A la tenencia de la réplica de las llaves 
de las unidades que compongan el edificio.

3. A la tenencia ni atención del aparato te-
lefónico de uso común, si lo hubiere.

4. A retirar materiales, o escombros prove-
nientes de las obras realizadas por el consor-
cio o por los copropietarios en el edificio.

5. El/la encargado/a no estará obligado/a 
a recibir ni firmar notificaciones adminis-
trativas ni judiciales y/o correspondencia 
certificada destinada a los consorcistas, sal-
vo expresa autorización del destinatario.

6. A manipular los residuos para su sepa-
ración que no sean realizados en su origen 
en las unidades funcionales.

V. Beneficios de estar afiliados al SUTERH

V.1. Nacimiento

- Un paquete de pañales descartables.

- Un set o ajuar para nacimiento.

- La suma de $500 en concepto de ayuda 
especial por nacimiento.

V.2. Documentación

- Último recibo de sueldo donde conste el 
descuento del sindicato.

- Carnet sindical del SUTERH.

- Fotocopia del certificado de nacimiento, 
partida de nacimiento o DNI del bebé.

Estos beneficios están disponibles para el 
afiliado por un plazo de 60 días a partir de la 
fecha de nacimiento.

V.3. Sepelios

0800-888-7656 - Línea Gratuita

El servicio protege a:

- Afiliado titular y cónyuge.

Incluye:

- Sala velatorio.

- Ataúd especial para tierra, nicho, pan-
teón o bóveda.

- Un coche fúnebre portando hasta 4 co-
ronas.

- Un auto remís de acompañamiento.

V.4. Nuevos beneficios

- Cobertura para hijos solteros menores 
de 21 años.

- Para el caso de fallecimiento del cónyu-
ge del afiliado titular, el SUTERH entregará 
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por única vez la suma de $1.000, en con-
cepto de quebranto económico, que se hará 
efectivo en nuestra sede de Sarmiento 2040 
(hasta 30 días de producido el deceso).

- Cobertura del 50% de los gastos de tras-
lado terrestre del cónyuge del afiliado ti-
tular en todo el país, debiendo para ello 
justificar su residencia habitual en el lugar 
donde desea ser trasladado.

V.5. Documentación necesaria para obte-
ner el beneficio

- Documento de identidad.

- Último recibo de sueldo donde conste el 
descuente del sindicato.

- Carné sindical del SUTERH.

VI. Remuneraciones

VI.1. Res. ST 992/2020 (BO 19/08/2020). 
Res. ST 992/2020 BO 19/08/2020. Compen-
sación del dec. 14/2020. Escala salarial des-
de el 01/07/2020, 01/11/2020 y 01/02/2021

Las partes acuerdan un incremento sa-
larial para todos los trabajadores y traba-
jadoras que revistan en las categorías del 
CCT, de conformidad al siguiente esquema 
y tomando como base salarial la del mes de 
marzo del año 2020, a saber:

- Absorción del incremento salarial pre-
visto en el DNU 14/2020 (03/01/2020) que 
se adicionará a la remuneración de los tra-
bajadores y las trabajadoras a partir de la 

correspondiente al mes de julio de 2020. 
Estos importes a partir de ese mes, serán 
considerados a su vez a los efectos de liqui-
dar la totalidad de adicionales salariales de 
CCT y/o previstos en el contrato individual 
de trabajo en las remuneraciones que se 
devenguen en el futuro.

- Quince por ciento (15%) —porcentaje 
en el que se incluyen los importes estable-
cidos en el DNU 14/2020— para la cuarta 
categoría establecida aplicándose en forma 
proporcional a las restantes categorías es-
tablecidas en el referido artículo, con la re-
muneración del mes de julio de 2020.

- Ocho por ciento (8%) para la cuarta ca-
tegoría establecida, aplicándose en forma 
proporcional a las restantes categorías esta-
blecidas en el referido artículo, con la remu-
neración del mes de noviembre del año 
2020.

- Seis por ciento (6%) para la cuarta ca-
tegoría establecida, aplicándose en forma 
proporcional a las restantes categorías esta-
blecidas en el referido artículo, con la remu-
neración del mes de febrero del año 2021.

El presente Acuerdo tiene vigencia de un 
[1] año, hasta el 31/07/2021. Sin perjuicio 
de ello, las partes pactan que en el mes de 
noviembre de 2020 efectuarán una primera 
revisión conforme al nivel general de Índi-
ce de Precios al Consumidor cuyo cálculo 
establece el INDeC, correspondiente al año 
2020 y considerando las remuneraciones 
devengadas hasta esa fecha.

FUNCIÓN 1° Cat. 2° Cat. 3° Cat. 4° Cat.

Encargado permanente con vivienda 46.631 44.688 42.745 38.859

Encargado permanente sin vivienda 54.810 52.527 50.243 45.675

Ayudante permanente con vivienda 46.631 44.688 42.745 38.859

Ayudante permanente sin vivienda 54.810 52.527 50.243 45.675
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FUNCIÓN 1° Cat. 2° Cat. 3° Cat. 4° Cat.

Ayudante media jornada 27.405 26.263 25.121 22.838

Personal asimilado con vivienda 46.631 44.688 42.745 38.859

Personal asimilado sin vivienda 54.810 52.527 50.243 45.675

Mayordomo con vivienda 48.362 46.347 44.332 40.302

Mayordomo sin vivienda 57.050 54.673 52.295 47.541

Intendente 69.828 69.828 69.828 69.828

Personal con más 1 función con vivienda 46.631 44.688 42.745 38.859

Personal con más 1 función sin vivienda 54.810 52.527 50.243 45.675

Encargado guardacoches con vivienda 41.116 41.116 41.116 41.116

Encargado guardacoches sin vivienda 44.648 44.648 44.648 44.648

Personal vigilancia nocturna 49.380 49.380 49.380 49.380

Personal vigilancia diurna 45.974 45.974 45.974 45.974

Personal vigilancia media jornada 22.987 22.987 22.987 22.987

Encargado no permanente con vivienda 22.123 22.123 22.123 22.123

Encargado no permanente sin vivienda 24.045 24.045 24.045 24.045

Ayudante temporario 45.036 45.036 45.036 45.036

Ayudante temporario media jornada 22.518 22.518 22.518 22.518Tho
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Para cualquiera de las categorías

Personal jornalizado no más 18 horas (según ART. 7 INC. P HORA) 465,70

Suplente con horario por día 2.033,50

Retiro de residuos por unidad destinada a vivienda u oficina 83,30

Clasificación de residuos res. 2013 243 SSRT-GCABA 1.435,20

Valor vivienda 306,10

Plus por antigüedad conf. res. 106/09 – incs. d), e), h), n) y p) de los arts. 7° y 8° 
por año ( 1%)

456,80

Plus por antigüedad – por año art. 11 ( 2%) 913,50

Plus limpieza de cocheras 1.137,10

Plus movimiento de coches – hasta 20 unidades 1.683,60

Plus jardín 1.137,10

Plus zona desfavorable 50%

Título de encargado integral de edificio 10%

Plus limpieza de piletas y mantenimiento del agua 1.912,90

Fuente: https://suterh.org.ar/planilla-salarial-julio-2020/.

El acuerdo anterior era de julio 2019, tenía validez por un año:

Nueve con 50/100 por ciento (9,5%) para la cuarta categoría establecida en el art. 6º de 
los CCT 589/10, aplicándose en forma proporcional a las restantes categorías establecidas 
en el referido artículo, con los haberes del mes de julio de 2019.

Nueve con 50/100 por ciento (9,5%) para la cuarta categoría establecida en el art. 6º de 
los CCT 589/10, aplicándose en forma proporcional a las restantes categorías establecidas 
en el referido artículo, con los haberes del mes de noviembre de 2019.

Nueve con 50/100 por ciento (9,5%) para la cuarta categoría establecida en el art. 6º de 
los CCT 589/10, aplicándose en forma proporcional a las restantes categorías establecidas 
en el referido artículo, con los haberes del mes de marzo de 2020.

VII. Particularidades

VII.1. Licencias especiales

Nacimiento: 3 días hábiles. En caso de parto múltiple la licencia será de 10 días corridos. 
En cualquier caso, si la madre falleciera durante el parto o inmediatamente después, la li-
cencia será de 30 días corridos.
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Matrimonio: 10 días corridos. Se deberá 
notificar al empleador con una antelación 
no menor a 30 días a la fecha de iniciación 
de la licencia.

Lactancia: LCT.

Maternidad: 90 días. Se iniciará a los 45 
días anteriores al parto y hasta 45 días pos-
teriores. La trabajadora podrá optar por 
que se le reduzca la licencia anterior al par-
to que en tal caso no podrá ser inferior a 
30 días, el resto del período de licencia se 
acumulará al período de descanso poste-
rior al parto. En caso de nacimiento pre tér-
mino se acumulará al descanso posterior 
todo el lapso de licencia que no se hubiere 
gozado antes del parto, de modo de com-
pletar los 90 días. Durante el período de 
licencia por maternidad la trabajadora per-
cibirá una suma igual a la retribución bru-
ta que hubiera debido percibir en caso de 
haber trabajado. Esta suma tiene el carácter 
de asignación familiar. Para el goce de esta 
asignación se requerirá una antigüedad mí-
nima y continuada en el empleo de 3 meses 
(LCT, art. 177).

Estado de excedencia: LCT.

Hospitalización de hijo recién nacido: el 
empleador otorgará un permiso diario de 
dos horas a la madre cuyo hijo recién na-
cido deba permanecer hospitalizado, hasta 
que sea dado de alta y durante un máximo 
de 3 meses.

Adopción: para la madre adoptante 60 
días contados a partir del otorgamiento de 
la guarda con fines de adopción.

Fallecimiento:

Cónyuge: 5 días corridos.

Hijo: 5 días corridos

Padres: 5 días corridos.

Hermanos: 3 días corridos. Si el trabaja-
dor o la trabajadora debiera viajar a más de 
500 kilómetros del lugar de prestación de 
tareas con motivo del deceso del pariente, 
se adicionan 2 días más de licencia.

Padres - Hijos políticos: 1 día. Solamente 
para familiar político de primer grado. Si el 
trabajador o la trabajadora debieran viajar 
a más de 500 kilómetros del lugar de pres-
tación de tareas con motivo del deceso del 
pariente, se adicionan 2 días más de licen-
cia.

Abuelos: 1 día. Si el trabajador o la traba-
jadora debieran viajar a más de 500 kilóme-
tros del lugar de prestación de tareas con 
motivo del deceso del pariente, se adicio-
nan 2 días más de licencia.

Nietos: 1 día. [Si el trabajador o la trabaja-
dora debieran viajar a más de 500 kilóme-
tros del lugar de prestación de tareas con 
motivo del deceso del pariente, se adicio-
nan 2 días más de licencia.

Estudios:

Enseñanza media y otras: Ver régimen 
general.

Enseñanza universitaria: Ver régimen 
general.

Donación de sangre: Ver régimen general.

VII.2. Licencias gremiales

Licencia para ejercer funciones sindica-
les: el dirigente gremial no tiene obligación 
de desalojar la vivienda durante la licencia 
gremial.

Permisos especiales: el empleador otorga-
rá hasta 5 permisos especiales por año ca-
lendario a los trabajadores/ as que fueren 
convocados por la FATERYH para partici-
par en eventos de capacitación, culturales 
o sociales.

Licencia sin goce de sueldo: hasta 3 y hasta 
6 meses cuando la antigüedad en el servi-
cio fuera mayor a 5 o 10 años respectiva-
mente, por una sola vez en el término de 10 
años, debiendo notificar al empleador con 
una antelación no inferior a 30 días de la 
fecha de iniciación de la licencia. Esta cir-
cunstancia deberá ser homologada con el/
la suplente ante la autoridad competen-
te. En este caso el/la trabajador/a con vi-
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vienda deberá permitir el alojamiento del/
la suplente en la dependencia que como 
complemento del trabajo ocupa en la finca, 
la que deberá serle reintegrada al retomar 
el cargo. El sueldo del/la reemplazante, es-
tará a cargo del empleador y será igual al 
básico del reemplazado.

Mudanza: 1 día, para el trabajador sin vi-
vienda, una vez por año, no pudiendo me-
diar menos de 1 año entre una licencia y la 
otra.

Licencia por enfermedad de hijo: 10 días, 
una vez por año, para el cuidado de hijos 
menores de 15 años, para las trabajadoras 
activas o para los trabajadores que tengan 
hijos menores a su cargo exclusivo.

Licencia especial deportiva: ver régimen 
general.

Citación judicial: ver régimen general.

Elecciones en país limítrofe: para aquellos 
trabajadores/as de la actividad que quie-
ran emitir voto en las elecciones naciona-
les de su país, de la licencia prevista en la 
ley 23.759 para dichos casos, el pago de dos 
días, estarán a cargo de los empleadores, 
por lo que no serán descontados del pago 
de la licencia anual ordinaria que corres-
ponda.

Bomberos voluntarios: ver régimen general.

VII.3. Licencia anual ordinaria

Un período continuado de descanso 
anual, conservando las retribuciones que 
recibe durante el servicio de:

- Doce días hábiles cuando la antigüedad 
al servicio del empleador no exceda de cin-
co años;

- Veinte días hábiles cuando la antigüedad 
al servicio del empleador sea mayor de cin-
co años y no exceda de diez años;

- Veinticuatro días hábiles cuando la an-
tigüedad al servicio del empleador sea ma-
yor de diez años y no exceda de veinte años;

- Veintiocho días hábiles cuando la anti-
güedad al servicio del empleador exceda de 
veinte años;

Los trabajadores que a la fecha de entra-
da en vigencia del presente convenio estu-
vieran gozando —de conformidad con las 
disposiciones de CCT 306/1998— de un pe-
ríodo de vacaciones superior mantendrán 
su derecho.

Queda reservado al empleador, dentro 
del plazo comprendido desde el 1º de octu-
bre hasta el 30 de abril, señalar la época en 
que se acordarán las vacaciones, debiendo 
dar aviso al/la empleado/a u obrero/a con 
anticipación de cuarenta y cinco [45] días.

Trabajadores/as suplentes: gozarán de las 
vacaciones totales establecidas en el cuán-
do trabajen más de la mitad de los días 
laborables comprendidos en el año calen-
dario o aniversario de trabajo de conformi-
dad con las normas legales vigentes

Los que no reúnan el tiempo mínimo 
percibirán en concepto de vacaciones el 
salario correspondiente a un día por cada 
veinte días efectivamente trabajados o frac-
ción mayor de quince días hasta los cinco 
años de antigüedad.

Luego de cinco años de antigüedad y has-
ta los diez el salario por vacaciones se du-
plicará y desde los diez años en adelante se 
triplicará. En estos casos, el/la suplente go-
zará de las vacaciones durante los días que 
componen su jornada habitual.

El/la trabajador/a temporario/a: gozará 
de las mismas vacaciones que el/la suplen-
te.

A tener en cuenta: las horas extras realiza-
das, en cualquier fecha y circunstancia, no 
generarán más plazo de vacaciones.

“Art. 13: Se establece el día 2 de octubre de 
cada año como el Día del/la Trabajador/a 
de Propiedad Horizontal. Dicho día el per-
sonal estará franco total de servicio; de 
trabajarlo deberá ser abonado indepen-
dientemente como feriado”.
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VIII. Otras pautas

VIII.1. Cotizaciones sindicales y a la Caja 
de Protección a la Familia

“Art. 9º: Para el cálculo de las cotizaciones 
sindicales y la Caja Protección a la Familia, 
se tendrá en cuenta el total de las remune-
raciones percibidas por el/la empleado/a, 
cualquier fuese su categoría”.

VIII.2. Aportes de obra social

“Art. 10: Los aportes y contribuciones a la 
obra social se calcularán conforme el sala-
rio de jornada completa de la categoría en 
que se desempeña el trabajador/a”.

VIII.3. Bonificación por antigüedad

“Art. 11: Independientemente de los suel-
dos básicos fijados los/as trabajadores/as 
percibirán una bonificación por antigüedad 
por cada año de servicio equivalente al 2% 
del sueldo básico de un ayudante perma-
nente sin vivienda de cuarta categoría.

“Se considerará tiempo de servicio efec-
tivamente trabajado desde el comienzo 
de la vinculación el que corresponda a los 
sucesivos contratos entre las mismas par-
tes y el tiempo de servicio anterior, cuan-
do el trabajador/a cesado en el trabajo por 
cualquier causa, reingrese a las órdenes del 
mismo empleador.

“A partir del 1 de mayo de 2009, la boni-
ficación por antigüedad para los trabaja-
dores de las categorías de media jornada, 
suplente y jornalizados (incs. d, e, h, n y p del 
art. 7º y art. 8º) será del 1% del sueldo básico 
de los ayudantes permanentes sin vivienda 
de cuarta categoría.

“Este nuevo porcentual regirá para los tra-
bajadores/as que ingresen a partir de la ho-
mologación del presente acuerdo”.

VIII.4. Feriados nacionales

“Art. 17: Los feriados nacionales trabaja-
dos serán abonados con un incremento del 
100% conforme lo establecido en la Ley de 
Contrato de Trabajo; de no ser abonados se 

otorgará en compensación, un descanso de 
treinta y seis horas corridas en la semana si-
guiente o cuando las partes lo convengan. Se 
iguala el feriado a un día domingo y se exige 
el pago como horas extras”.

VIII.5. Condiciones para el retiro de resi-
duos

“Art. 18: En los edificios en que el/la 
trabajador/a retira los residuos de la uni-
dad, tendrá derecho a percibir las esca-
las fijadas en el art. 15 por tal concepto, en 
proporción a la tarea asignada. Los resi-
duos deberán estar embolsados en forma 
en que se garantice su higiene, respetando 
las regulaciones locales en materia de dis-
posición y retiro. Asimismo, la seguridad 
del/la trabajador/a en el desarrollo de esta 
tarea deberá salvaguardarse entregándose-
le guantes de cuero de descarne reforzado, 
siendo obligatorio su uso. Esos guantes se-
rán suministrados por el empleador quien 
procederá a su reposición cada vez que 
estos se deterioren, obligándose el/la 
trabajador/a al aviso de tal situación de-
volviendo los inutilizados. Dejase constan-
cia que esta norma no podrá ser utilizada 
en forma alguna para reducir la retribución 
por ese concepto.

“En los lugares donde se prevea regula-
ción específica en materia de disposición 
y retiro de residuos se suscribirán conve-
nios locales al efecto, los que formaran 
parte integrante del presente convenio 
colectivo de trabajo. Los trabajadores/as 
percibirán los pluses que se fijen en las 
escalas salariales previstas en dichos con-
venios locales”.

VIII.6. Contribuciones y aportes mensuales

VIII.6.a. Caja de Protección a la Familia

“Art. 19: La Caja de Protección a la Fami-
lia alcanza en sus beneficios a la familia 
de todos/as los/as trabajadores/ as com-
prendidos en esta Convención, teniendo 
derecho exclusivamente a tal beneficio el 
cónyuge, hijo/a legítimo/a o legitimado/a y 
adoptado/a y respecto de quienes fueran le-
gatarios/as o beneficiarios/as instituidos/as 
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expresamente por el/la trabajador/a, cuya 
designación excluirá el derecho a los demás 
beneficiarios. El referido beneficio por fa-
llecimiento se regirá por la siguiente regla-
mentación:

“1. Integración del fondo: Aporte mensual 
del 1,5% del salario a cargo del empleador 
por cada trabajador/a titular afiliado/a o 
no, y a cargo del/la trabajador/a el 1% de 
salario.

“2. La FATERYH otorgará con lo recauda-
do o bien una suma de dinero en subsidios 
(o los correspondientes servicios en con-
cepto de fallecimiento) o por escolaridad.

“3. Trabajador/a que agotó su licencia 
por enfermedad: En este supuesto, el/la 
trabajador/a continuará teniendo derecho 
al beneficio de la Caja de Protección a la Fa-
milia, siempre que abonare por su propia 
cuenta el aporte patronal y obrero, hasta su 
reintegro al trabajo o cesación definitiva. 
En las mismas condiciones serán conside-
rados los/as afiliados/as que, por razones 
de incapacidad, retiro voluntario o jubila-
ción u otro motivo dejaron de pertenecer al 
personal activo de Edificios de Renta y Ho-
rizontal, debiendo en tales supuestos abo-
nar de su peculio en concepto de aporte a 
la Caja un importe del 3% sobre el salario 
promedio de la actividad, produciéndose 
en caso de no hacerlo, la mora automática 
y consecuentemente la pérdida del derecho 
que por la presente convención se le otorga.

“4. Para los subsidios por escolaridad de-
berá presentarse certificado de estudios de 
escuela pública y/o privada reconocida ofi-
cialmente”.

VIII.6.b. Obligación del consorcio de ac-
tuar como agente de retención

“Art. 26: El consorcio de Propietarios de-
berá retener:

“1. Todas las contribuciones establecidas 
en el presente Convenio. Estos importes 
deben ser depositados en los bancos que 
disponga la FATERYH.

“2. Los importes correspondientes a la 
cuota sindical de los/as trabajadores/as 
comprendidos en el ámbito de aplicación 
del presente convenio colectivo de trabajo 
con arreglo a lo establecido en la ley 23.551.

“3. Se deja expresamente establecido que 
los pagos que corresponden a la aplicación 
de los arts. 19, 27 y 29, deberán ser abona-
dos mensualmente en las condiciones fija-
das en el art. 19.

“4. La mora en todos los casos por falta de 
pago de las obligaciones que indica el pre-
sente Convenio será en forma automática, 
sin necesidad de interpelación judicial o 
extrajudicial previa”.

VIII.6.c. Protección de la maternidad, 
vida, desempleo y discapacidad

“Art. 27:

“(I) seguro por fallecimiento del trabaja-
dor y/ o trabajadora titular, por un capital 
equivalente a 4 (cuatro) veces el importe 
de la remuneración neta de bolsillo corres-
pondiente a su categoría de revista en el 
convenio vigente al momento de su deceso.

“(II) se cubrirán también las remunera-
ciones que se devenguen por accidentes o 
enfermedades inculpables, establecidas en 
la Ley de Contrato de Trabajo las que ten-
drán las siguientes franquicias a cargo ex-
clusivo del empleador: (i) de un mes por 
cada contingencia (enfermedad o acciden-
te inculpable) denunciado por el trabajador 
en los casos que la legislación laboral con-
temple el pago de remuneraciones por un 
periodo de hasta tres meses, (ii) la franqui-
cia será de dos y tres meses por cada con-
tingencia, según el caso, para los supuestos 
en que la legislación laboral contemple el 
pago de remuneraciones por un periodo 
de hasta seis y doce meses respectivamen-
te. Los salarios que forman parte de esta 
cobertura serán abonados por el consor-
cio y luego reintegrados por la aseguradora 
dentro de los treinta días de cumplidos los 
requisitos formales preestablecidos para 
acreditar el derecho al cobro. Queda expre-
samente aclarado que este beneficio será 
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para la totalidad de los trabajadores de la 
actividad, afiliados o no a la entidad sindi-
cal de base adherida a la FATERYH.

“(III) Se abonará bajo el presente con-
venio, un subsidio equivalente al 50% (cin-
cuenta por ciento) de la remuneración neta 
de bolsillo correspondiente a su categoría 
de convenio de la trabajadora activa, que 
ejerza su derecho al goce de licencia por ex-
cedencia en el caso de nacimiento de hijo 
y/o hija, durante un plazo de hasta 3 (tres) 
meses. Para determinar el neto del salario 
se deducirá del valor correspondiente a la 
categoría de la trabajadora un 18% que se 
considera equivalente a retenciones nor-
males y habituales. En aquellos supuestos 
que la trabajadora no ejerza dicha opción 
tendrá derecho a percibir igual suma en 
concepto de cobertura por maternidad.

“(IV) Deberá brindarse por la asegu-
radora designada la cobertura de la con-
tingencia por desempleo, otorgándole al 
trabajador/a una suma en concepto de in-
demnización equivalente al 50% (cincuen-
ta por ciento) de su remuneración neta de 
bolsillo correspondiente a su categoría de 
revista en el convenio vigente al momento 
de extinguirse su relación laboral por des-
pido directo, por un lapso de cuatro meses. 
Para determinar el neto del salario se dedu-
cirá del valor correspondiente a la categoría 
un 18% que se considera equivalente a re-
tenciones normales y habituales.

“(V) La aseguradora deberá hacerse car-
go también del pago de la cuota corres-
pondiente a los aportes y contribuciones 
del régimen de obras sociales para brindar 
cobertura médica, con arreglo al Progra-
ma Médico Obligatorio o el que lo sustitu-
ya en un futuro, a través de la Obra Social 
Sindical u otra entidad que determinare la 
FATERyH.

“Los plazos de cobertura serán:

“(a) 3 (tres) meses en el supuesto de li-
cencia por excedencia,

“(b) 1 (un) año para los beneficiarios del 
trabajador fallecido o desempleado o su 

grupo familiar primario que se encontraran 
a su cargo en la Obra Social al momento de 
producirse su deceso o despido directo,

“(VI) Deberá brindarse por la asegurado-
ra asignada la indemnización por muerte 
del trabajador/a prevista en el art. 248 de la 
LCT,

“(VII) Deberá brindarse por la asegu-
radora asignada el pago de la licencia por 
maternidad para la madre adoptante de un 
menor y por un período de 60 días corridos 
contados a partir del otorgamiento de la 
guarda con fines de adopción,

“(VIII) Deberá brindarse por la asegu-
radora asignada el pago de la licencia por 
paternidad en caso de parto múltiple de 10 
días corridos,

“(IX) Deberá brindarse por la asegurado-
ra asignada el pago de la licencia por pa-
ternidad para el padre adoptante, de 3 días 
corridos,

“(X) Deberá brindarse por la asegura-
dora asignada el pago de la licencia de 
30 días corridos para el padre del recién na-
cido cuando la madre fallece en el parto o 
inmediatamente después de él. Con la co-
bertura establecida se dará respuesta a las 
situaciones enunciadas, intentándose do-
tar a la mujer trabajadora de la más amplia 
cobertura en caso de maternidad, brindán-
dole los medios para la prolongación de la 
lactancia, elemento primordial en la salud y 
desarrollo de los recién nacidos.

“(XI) Deberá brindarse por la asegurado-
ra asignada el pago de las indemnizaciones 
previstas en el art. 212 de la LCT. El pago es-
tará sujeto a la acreditación de las condicio-
nes previstas en la póliza respectiva.

“Con relación a la cobertura de la con-
tingencia de muerte del trabajador o tra-
bajadora titular, quedan instituidos como 
beneficiarios de la cobertura por muerte 
aquellos a quienes los trabajadores identi-
fiquen expresamente o en su defecto aque-
llos reconocidos como tales en el estatuto 
aprobado por la ley 12.981 y modificatorias, 
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respetándose el orden de prelación allí es-
tablecido.

“En el supuesto de la cobertura moneta-
ria por desempleo, su beneficiario/a es el 
trabajador o trabajadora titular.

“A fin de sufragar los gastos derivados de 
la contratación de las pólizas colectivas que 
cubrirán los riesgos enunciados, las partes 
acuerdan que la totalidad de los emplea-
dores de la actividad efectuarán un aporte 
mensual del 4% (cuatro por ciento) sobre la 
remuneración bruta total de cada trabaja-
dor y/o trabajadora comprendido en el ám-
bito de aplicación del presente convenio 
colectivo de trabajo, se encuentren afiliados 
o no a la entidad sindical de base nucleada 
en la FATERYH y una retención de 1% (uno 
por ciento) sobre la remuneración bruta to-
tal de los trabajadores y/o trabajadoras afi-
liados a la entidad sindical base adherida a 
la FATERYH, y de aquellos trabajadores que 
sin ser afiliados hayan manifestado en for-
ma expresa su conformidad para acceder a 
los beneficios.

“El aporte patronal incrementado en un 
1% es desde el 1 de junio de 2015, ascendien-
do el aporte al 4% señalado en el párrafo an-
terior desde dicha fecha.

“Los empleadores depositarán men-
sualmente los importes resultantes de la 
aplicación de los aportes y retenciones es-
tablecidas en el presente artículo, en la mis-
ma oportunidad en que se efectivicen los 
depósitos en la fecha establecida en el art. 
26, en una cuenta corriente especial que a 
tal efecto abrirá la entidad sindical firman-
te del presente convenio, con el objeto de 
otorgarle a dichos fondos una administra-
ción y registración diferenciada del patri-
monio social.

“La Federación asume la obligación di-
recta de abonar en tiempo y forma las pri-
mas frente a la aseguradora designada.

“En caso de incumplimiento por parte 
de los empleadores del pago en tiempo y 
forma de su aporte mensual y de la reten-
ción correspondiente, la Federación deberá 

afrontar las coberturas a su cargo, quedan-
do en tal caso el empleador obligado a rein-
tegrar a la Federación tales importes con 
los intereses correspondientes, sin perjui-
cio del derecho de la Federación firmante 
de reclamar los aportes y contribuciones 
adeudados con los recargos que procedan.

“Por otra parte, queda establecido que 
el eventual excedente que pudiera resultar 
entre la suma total recaudada y el importe 
que en definitiva deba abonarse en con-
cepto de premio total de las pólizas, será 
administrado por la FATERyH para cubrir 
la contingencia de discapacidad de los hi-
jos de los titulares aportantes u otras pres-
taciones sociales o contingencias incluidas 
en el presente artículo que por cualquier 
circunstancia no pudieran ser objeto de se-
guro. Se comenzará a efectivizar la trans-
ferencia aludida luego de conformar una 
provisión equivalente a 3 (tres) meses de 
pago del premio de las pólizas.

“Los trabajadores y/o trabajadoras titula-
res de la actividad afiliados a la entidad sin-
dical deberán contar con una antigüedad 
mínima en el empleo de 6 (seis) meses para 
quedar comprendidos en los beneficios es-
tablecidos en el presente artículo.

“Asimismo, queda establecido que los/
as trabajadores/as en periodo de guarda 
del puesto, por enfermedad o accidente 
inculpable tendrán derecho a gozar de los 
mismos beneficios que se otorgan por el 
presente a los trabajadores en situación de 
despido directo, en materia de cobertura. 
Estos beneficios se mantendrán en los pe-
ríodos enunciados, siempre y cuando los 
beneficiarios no tengan derecho a cobertu-
ras por parte de la seguridad social.

“Asimismo, se deja constancia que los be-
neficios establecidos en el presente acuer-
do no excluyen la obligación que le puedan 
deparar a los respectivos empleadores.

“La FATERYH podrá destinar el eventual 
excedente resultante entre la suma recau-
dada y los premios total a abonarse por las 
pólizas contratadas bajo el concepto de 
este artículo, para brindar prestaciones de 
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naturaleza cultural, educativa, de capacitación y formación profesional, sociales en gene-
ral o cualquier otra propia de su objeto asociacional, en beneficio de sus asociados”.

IX. Caso práctico

IX.1. Datos para liquidación. Agosto 2020

Cargo: encargado permanente con vivienda.

Categoría: primera.

Antigüedad: 28 años

Retiro de residuos de 8 unidades.

Limpieza de cocheras.

Movimientos de coches.

Plus jardín.

Realizó horas extras: 19 horas que incluyen el feriado del 17/08 y domingos.
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